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INTRODUCCION. 

Con vista en el devenir histórico de la humariidad, ob-­
servamos que ha sido propósito permanente lograr una ordena­

ción más justa de la convivencia humana, que se constata - -

cuando la persona física o ente jurídico colectivo, forma -­

parte de las relaciones jurídicas de coordinación o subordi­

nación, ya como sujeto activo o pasivo, a las que el orden -

legal atribuye derechos y obligaciones, por ello, es dable -

afirmar que, el origen o principio de la estructura social,­

se sustenta o descansa en tres pilares fundamentales: la ju§_ 

ticia, bien común y seguridad, manifestados en todo Estado -

de Derecho, puesto que, el Derecho, se nos presenta como el_ 

sentido común jurídico del pueblo, en constante lucha por la 

justicia, la cual se obtiene como el pan que da el trabajo -

cada día, mediante la celebración de relaciones jurídicas -­

justas. 

En las diversas y múltiples situaciones controvertidas_ 

que suceden cotidianamente en la vida social, la autoridad -

administrativa lesiona derechos o intereses del particular -

jurídicamente protegidos, por cuya razón, resulta de trascen 

dencia analizar detenidamente las causas que motivaron estos 

problemas y evitar que se produzcan, mediante la aplicación_ 

estricta de las normas vigentes y, consecuentemente, acere.ª!:. 

nos a la idea que expresara el Lic. Genaro María González: -
"a mayor civilización debe corresponder mejor legislación, -

que se refleja en todo estado de derechoº. 

El gobernado, particular, causante, contribuyente o su­

jeto obligado por el precepto constitucional a: ºContribuir_ 

para los gastos públicos, así de la Federación como del Ois-



trito Federal o del Estado y Municipio en que residan, de la 

manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes", _ 

en ocasiones es constreñido por la autoridad administrativa_ 

al pago de créditos fiscales improcedentes, infringiendo las 

disposiciones aplicables del caso y en detrimento de la eco­

nomía del sujeto pasivo de la relación jurídico tributaria._ 

Para evitar lo anterior, se han instituido medios de defensa 

para salvaguardar los intereses del contribuyente frente a 

los excesos de poder. 

Es así como se establece el recurso de revocación, que_ 

constituye un valioso y efectivo instrumento de control de 

legalidad de los actos de las Dependencias del Ejecutivo en_ 

materia Fiscal, ante una realidad cada vez más cambiante y_ 

mudable. Por razones obvias, el presente trabajo no es todo_ 

lo completo que hubiésemos deseado; sin embargo, considera-­

mas que puede resultar de utilidad para quienes penetren en_ 

el conocimiento de los recursos de carácter administrativo. 



CAPITULO I. 

LOS RECURSOS ADMINISTRATIVOS. 

A) Reseña histórica de los recursos. 

Para conocer los antecedentes de nuestro Derecho, recu­
rrimos a la fuente más fecunda de las Instituciones Jurídi-­

cas Occidentales, como es el Sistema Jurídico Romanista, que 

influyó en su formación a través del Derecho Español. Hasta 

tiempos relativamente recientes, nuestros tribunales funda-­

ban sus resoluciones en leyes españolas, como es el caso del 
Código Alfonsino, integrado por leyes compiladas en tiempos 

del Rey Alfonso "el Sabioº, llamadas las siete partidas. 

Con vista en el Derecho Romano, no pretendemos hacer un 
examen acabado del tema a que se refiere el presente trabajo, 

sino, por el contrario, una breve exposición. 

El concepto de recurso administrativo lo analizaremos -

en forma genérica, para abordar posteriormente el estudio e_!. 

pecífico del recurso de revocación. 

Así, Guillermo Floris Margadant, afirma que uno de los­

recursos de aquella época, era la REVOCATIO INDUPLUM, cuyos­

antecedentes son en cierta forma vagos; sin embargo, se ha -

podido establecer que dicho recurso se interponía por defec­

tos de fondo o forma de la sentencia, por cuya razón el de-­
mandado solicitaba la revisión del juicio mediante una ac- -
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ción con el mismo nombre del recurso. 1 

Al respecto, Eugene Petit, señala a la IN INTEGRUM RES­

TITUTIO, como otro recurso de carácter extraordinario, mismo 

que se promovía en casos excepcionales. Este era procedente_ 

cuando por una sentencia se lesionaban derechos del demanda­

do o demandante, logrando obtener del magisterio la IN INTE­

GRUM RESTITUTIO, pero sólo cuando concurrían determinadas 

condiciones: el dolo, la intimidación, error justificable o­

falso testimonio que motivara una sentencia injusta, o se 

tratara de un juicio contrario a un menor de veinticinco --­
años. 2 

Con relación al tema, Urcicinio Alvarez, expresa que se 

tiene conocimiento de un recurso administrativo, procedente_ 

si había una controversia jurídica entre el Estado y partic~ 

lares. En Roma el Estado jamás se despojó de sus atributos -
de soberano, pues en ningún caso sometió la decisión de la -
controversia a un órgano jurisdiccional. El recurso se creó_ 

para rescatar del poder de los particulares alguno de los -­
bienes que le pertenecía, o bien, para cobrarse alguna deuda 
constituida a su favor, esto es, el recurso era para benefi­
cio del Estado Romano y no para el gobernado. 3 

Finalmente, Sara Bialatosky y Agustín Bravo González, -
consideran que otro de los recursos era la INTERCESSIO, el -

l. Cfr. El ~ R:mro, p. 174, 7a. 8:1., B:lit. ESfin;¡e, S.A. M;,óm, 1979. 
2. Cfr. 'fui6íd5 c:e IRedD R:mm, p. 646, B:lit. NnaJ., M!i>ci.a>, m. 
3. l]§s.dliS5 &i liiB:lD lbi'íiD, p. 182, T. I., B:lit. !eJista et! °"""=ID 0:i.\a'b, Mllr:id,_ 
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cual procedía en contra de la decisión del cuestor y otros -

funcionarios públicos, cuando a criterio del particular su-­

friera menoscabo o deterioro de sus intereses o cuando la -­

sentencia resultara injusta, por cuyo motivo solicitaba la -

inejecución mediante el veto de los tribunos o por INTERCES­

SIO de los cónsules. 4 

La Ciencia del derecho al evolucionar por el transcurso 

del tiempo, transformó los recursos, pero en el área del De­

recho civil, en cuyo ámbito destacaron los jurisconsultos r2, 

manos por su trato lógico y autoridad científica. El derecho 

se dividió en dos grandes ramas del conocimiento jurídico: -

Público y Privado surgiendo de esta clasificación subáreas,­

como es el caso del Derecho Administrativo que se ubica en -

la rama citada en primer término. 

Es dable afirmar que, el Derecho Administrativo corno -­

ciencia, surge en Francia en el siglo XIX. En México, al CO.!!, 

sumarse la Independencia en 1821, el conocimiento sobre esta 

materia era muy limitado, en razón de que al régimen políti­

co del virreynato sucede uno nuevo, cuyo propósito fundamen­

tal es el de legislar en el ámbito del Derecho Constitucio-­

nal y Administrativo, para la formación de nuestro Estado i.!!, 

dependiente, razón por la cual no se le dió la debida impor­

tancia, sino después de la mitad del aludido siglo, en el -~ 
que se despierta la inquietud de escribir sobre el particu-­

lar, corno es el caso de Don Teodosio Lares, quien en 1851 --

4. Cfr. Cll1pnlio a. te:e:to R::nem, p. 170, 7a. Bl.., Blit. - -. , Lil:J:e::ia GD::kE a.­
~, S.A., 19dco, 1975. 
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dictó en el Ateneo Mexicano 14 lecciones, mismas que se rec.e, 
gen en el volumen denominado 11 Lecciones de Derecho Adminis-­

trativo" publicadas en 1852, que por su significación histó­
rica, válidez y vigencia, transcribo lo siguiente: 

"SE~ORES honrado por el ateneo con el diploma de socio_ 

de número, he querido contribuir á las nobles miras de esta_ 
sociedad filantrópica, dando lecciones de una ciencia pero_ 

cultivada entre nosotros, y de la más alta importancia para_ 

el acierto en la Administración Pública, hablo del Derecho -
Administrativo, por cuya perfección se han hecho tantos es-­

fuerzas en la Francia, hasta llegar á elevarlo á una teoría_ 
verdaderamente científica, estableciendo principios positi-­

vos, necesarios é incontestables, de que pudieran deducirse_ 

rectas y seguras consecuencias para el bien y mejora en la -

administración de los pueblos, Cormenin y Macarel en 1818, -

han sido los primeros que han dirigido en Francia la prácti­

ca de este Derecho, aquél en sus Cuestiones de Derecho Admi­

nistrativo, y éste en sus Elementos de Jurisprudencia, Gera~ 

do en 1819, y Foucart en 1814, han dignamente abierto el ca­

mino á la enseñanza de interesantísimo ramo del derecho, ha_ 
sabido coordinar Laferriere y cuyos principios ha procurado_ 

Chaveau Adolphe, con claridad y precisión, á fin de fijar e.!!_ 
ta ciencia bajo sus verdaderas bases. 115 

Se destaca que los doctrinarios de aquella época eran -

5. ~ cE !:ete:iD Mninist:rat:i.ID, ¡:p. 1 y 2, ~ cE lgl3cio, Clnplid::>, r-édm,_ 
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muy contados; sin embargo, cabe mencionar a José María casti 
llo Velazco, que con sus ideas apuntaron las bases para for­

mar con las características propias de la época el Derecho -
Administrativo en nuestro país. 

cabe hacer hincapié, que la doctrina francesa se refie­

re únicamente al recurso contencioso administrativo, mismo 

que lo promovía el administrado por controversias con la ad­

ministración ante tribunales administrativos. En México no -

se contaba con estos medios de defensa, por cuyo motivo los 

gobernados afectados en sus intereses ocurrían a los tribUO.!, 

les jurisdiccionales, lo cual nos obliga a reflexionar para_ 

afirmar que no existían propiamente recursos administrativos 

como los conocemos actualmente, dado que el particular se in 

conformaba a través de quejas y reclamaciones por actos les!, 

vos a sus derechos e intereses jurídicos. 

Lo afirmado en el párrafo precedente, lo ratifica José_ 
María Castillo Velazco, quien expresa: "Es un deber de las -
autoridades del orden administrativo prestar atento oído á _ 
las quejas, satisfacer las justas reclamaciones, remediar a_ 
busos, favorecer los proyectos de mejoras locales, despertar 
el celo de las corporaciones públicas y en fin hacer todo el 
bien posible resolviendo de plano los negocios leves, y los_ 
graves previa la instrucción de expediente gubernativo suci11 
to y poco dispendioso". 6 

Con vista en lo expuesto, estas defens~s no consagran -

6, lRa:!D l'dtdnisb:ati"' 1-eci.an>, p. 275, T. II, Blit. 'Jaller <E In¡:r:ent:a re Ja E!ne1a 
& lli±E5 y Cl'ícicii ¡ata Ml:¡e<ei, f.édro, l874. -
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en realidad una protección a los gobernados, pues la admini.!,. 
tración solamente está obligada a oír las quejas y satisfa-­

cer las justas reclamaciones, sin efectuar una revisión a -­

fondo de sus actos, como ocurre con los medios de defensa d.!, 

nominados recursos administrativos, toda vez que desconocían 

el derecho de los gobernados, de tal suerte que las reclama­

ciones y las quejas resultaban ineficaces, puesto que no se_ 

distinguía con claridad lo administrativo de lo contencioso_ 

administrativo. 

Teodosio Lares, considera que: 11 No distinguiéndose en -

los negocios de la administración los que son puramente adm!, 

nistrativos, de lo contencioso -administrativo, los dere- -

chas de los ciudadanos se perjudican, sufren sus intereses,_ 

careciendo de remedios saludables, sin quedarles otro arbi-­

trio que el inseguro y por lo común ineficaz, de la respons~ 

bilidad; los errores de la administración no se corrigen, y_ 

la energía en la acción del ejecutivo, es la ruina de aque-­
llos sobre los cuales se ejerce. En vano sería buscar en la_ 

legislación vigente un recurso que proporcionara la represe.!!. 

tación de tan graves perjuicios. 117 

En base a la confusión existente entre la reclamación 
interpuesta por el particular ante la administración y el r~ 
curso contencioso administrativo que resolvía el poder judi­
cial, se deriva la ineficacia e inseguridad de los medios de 
defensa de carácter administrativo. 

1. Iares, 'ltoi:Eio. cD.. Cit., w. 1 y a. 
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El desconcierto era evidente, en razón de considerar -­

que los recursos administrativos debían tener semejanza con_ 

los recursos del Derecho Privado. Sin embargo, al paso del -

tiempo las defensas de que se trata, adquirieron caracterís­

ticas propias que permitieron establecer el significado de -

los recursos administrativos. 

La trascendencia de los recursos administrativos se ººE 

firma en el año de 1929, en que la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación dictó una ejecutoria en la cual manifestó que -

antes de interponer el juicio de amparo en materia adminis-­

trati va, debían agotarse previamente los recursos o medios -
de defensa con que contara el particular para combatir los -

actos administrativos que le causaran agravio. 

Antonio Carrillo Flores, con relación a dicha ejecuto-­

ria expresó: "El problema de los recursos administrativos en 

México tiene interés sobre todo a partir del año de 1929, en 

que la Suprema Corte de Justicia, sienta tesis de que la pr2 
cedencia del amparo en materia administrativa está condicio­

nada al agotamiento de los recursos o medios de defensa con_ 

que el particular cuente para impugnar una decisión que le -

agravie 11
•
8 

No obstante lo afirmado en el párrafo anterior, el re--· 

sultado no fué del todo positivo, pues el Derecho Administr~ 

tivo en la década de los años 30, no se había desarrollado -

plenamente y, por consecuencia, los recursos seguían la mis-

a. ra J\:sticia EB:1ecal. v Ja ldninisb:acién ™-Jm, p. m;, ia. ru., Bilt. R:rrfu, MMc:o, 
]973. 
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ma suerte. Aún más, las fuentes en esta área de conocimien­

to eran de autores extranj0ros, que por razones obvias, no -

tenían aplicación en nuestro país por no resultar congruen-­

tes sus teorías con nuestro sistema jurídico. 

Gabino Fraga, con relación al tema dice: 11 En la exposi­

ción del régimen administrativo de nuestro país hemos ocu--­

rrido con mucha frecuencia a teorías sustentadas en el ex--­

tranjero para explicar fenómenos similares. Esto ha obedeci­

do a la falta de fuentes nacionales que puedan prestar la -­
utilidad de aquellas teorías y, que a pesar de que en México 

se han escrito ya tratados de Derecho Administrativo, como -

los de Lares, Cruzado y Castillo Velazco, el esfuerzo que di 
chas tratados significa, se refiere a épocas en que todavía_ 

era más incipiente, de lo que es en la actualidad, la rama -
del derecho relativa a la administración". 9 

Cabe destacar que los tratadistas de la materia en el -

año de 1938, convinieron al afirmar que el derecho adminis-­

trativo estaba en plena formación y, consecuentemente, los -

recursos administrativos como parte integrante o capítulo de 

dicha área de conocimiento. 10 

Es así como el código Fiscal de la Federación expedido_ 

el 30 de diciembre de 1938, publicado en el 11 0iario Oficial" 
el 31 del mismo mes y año, en vigor a partir del lo. de ene-

9. IX!<B::h:> 1d11inistJ:atiu:i, ~ Ptel.im!mr. ~ lb:ña, léd.co, 1934. 
10. Cfr. J:Bvi.la i3íi!Z, l'nlelno. El. - de ll!!m'.W, ¡p. '51 y 58, 'l!!sis Pl:t:EesiaBl, Ea­

OJl.t:al. de t:Bl:<:tc, l'écil:D, 1938. 

• 
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ro de 1939, establece en el artículo 227, un recurso de Revi 

sión en los términos que se informan: "Contra las resolucio­
nes que las Oficinas Federales de Hacienda impongan multas -
hasta ••• $100.00, existirá el recurso de revisión ante la Se­
cretaría de Hacienda y Crédito Público" .. 

Posteriormente, con mejor técnica jurídica, el Código -
Fiscal de la Federación expedido el 30 de diciembre de 1966, 

publicado en el "Diario Oficial" de la Federación el 19 de -
enero de 1967, vi9ente a partir del lo. de abril de 1967, e~ 

tatuye en el numeral 160 lo siguiente: "Cuando las leyes fi,! 
cales no establezcan recursos, procederán: 

I. La revocación; 

II. La oposición al procedimiento ejecutivo; 

III. ta oposición de tercero; 

IV. La reclamación de preferencia; y 

v. La nulidad de notificaciones". 

Por último, con depuración de la técnica jurídica, en -
lo relativo a los recursos administrativos, el código Fiscal. 
de la Federación expedido el 30 de diciembre de 1981 public~ 

do en el "Diario Oficial 11 de la Federación el 31 del mismo -
mes y año, en vigor a partir del lo. de enero de 1983, con -
excepción del Título Sexto, del procedimiento contencioso a,!! 
ministrativo, cuya vigencia es a partir del lo. de abril de_ 
1983, instituye en el artículo 116 los recursos administratJ:. 
vos que siguen: "Contra los actos administrativos dictados -
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en materia fiscal federal, se podrá interponer los si9uien-­
tes recursos: 

I. El de revocación. 

II. El de opocición al procedimiento administrativo de 
ejecución. 

III. El de nulidad de notificaciones". 

Cabe hacer hicapié, que el recurso de nulidad de notifi 
caciones se derogó como tal a partir de 1988, actualmente se 
consigna como impugnación de las notificaciones. 

B) Definición del recurso. 

Para precisar el concepto de recurso administrativo, es 
necesario recurrir al significado etimológico, y la doctrina 

que por cierto, ha sido rica en expresiones respecto al tema 
que nos ocupa, en razón de que apunta diversos pareceres, -­
criterios y opiniones. 

Así, la palabra recurso deriva del latín recursus, el -
cual significa la acción y efectos de recurrir. Igualmente, 
se ha considerado como la facultad otorgada por la ley a la_ 
parte agraviada por una resolución judicial o administrati-­
va, para solicitar al juez, tribunal o autoridad que la dic­
tó, la deje sin efecto, o bien, lo modifique en determinado_ 

sentido, o en el caso, acudir a otro juez, tribunal o autor.!_ 
d~d superior competente, para pedir sea mejorada, suspendida 

o revocada la resolución causante del agravio. 11 
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Joaquí.n Escriche, dice: "RECURSO. La acción que queda á 

la persona condenada en juicio para poder acudir á juez ó -­

tribunal en solicitud de que se enmiende el agravio que cree 

habérsele hecho 11
•
12 

Guillermo Cabanellas, asienta: "El recurso es un medio_ 

o procedimiento extraordinario. Acudimiento a personas o co­

sas para solución de caso difícil 11
•
13 

Al respecto, Eduardo Pallares, manifiesta: "Los recur-­

sos son los medios de impugnación que otorga la ley a las -­

partes y a los terceros para que obtengan, mediante ellos, -

la revocación o modificación de una resolución judicial sea_ 
ésta auto o decreto. 1114 

Rafael de l?ina, menciona que: "RECURSO ADMINISTRATIVO. 
Medio de impugnación establecido contra los actos de la ad-­
ministración pública y utilizable por los administrados cua.n. 
do, a su juicio le causen algún agravio 11

•
15 

Gabino Fraga, al abordar los recursos administrativos, 

afirma que: " ••• Constituyen un medio legal de que dispone -

el particular, afectado en sus derechos o intereses por un -
acto administrativo determinado, para obtener en los térmi--

12. Ok.t:::iaacioR!3::m:bcE~q1a:i~y~, p.1418, T. Il., fun;:ia, 1884. 
13. lli.o:::im!cio <E CEmn> ~p.; Etli.t. Vimxxta, T. m. asrs Aires, 1954. 
14. lli.o:::im!cio <E CEmn> l?n:xESi!l Ci.vil, p. 681, s.. w., Blit. Rzña, /.édi::o, 1976. 
15. lli.o:::im!cio ¿¡; tii\idl5, p. 416, Eílit. R:núa, Mlxi.c:o, 1983. 
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nos legales de la autoridad administrativa una revisión del_ 

propio acto, a fin de que dicha autoridad lo revoque, lo anJ:!_ 

le o lo reforme en caso de encontrar comprobada la ilegali-­

dad o la inoportunidad del mismo 11
•
16 

Emilio Margain Manautou, expresa: '' el Recurso admi-

nistrativo es todo medio de defensa al alcance de los parti­

culares para impugnar ante la administración pública, los a.s_ 

tos y resoluciones por ella dictados en perjuicio de los pr2 

pies particulares por violación al ordenamiento o falta de_ 

aplicación de la disposición debida 11
•
17 

Andrés Serra Rojas, considera al recurso administrativo 

como una defensa legal en favor del particular afectado, pa­

ra impugnar un acto administrativo, procurando lo revoque, -

anule o lo reforme una vez comprobada la ilegalidad o inopo.f: 

tunidad de la resolución. 18 

Por la trascendencia del tema, cabe apuntar la defini­

ción de recurso administrativo de Enrique sayagués Laso, --­

quien sostiene que son: 11 
••• los distintos medios que el de­

recho establece para obtener que la administración, en vía -

administrativa, revise un acto y lo confirme, modifique o r,!! 

vaque" • 19 

16. o.m:to Mninist:z:ati\O, p. 452, 14a. B:l.' Blit. R:J:ña, M'odco, l97l. 
17. Intto:i=iát al ESb.J:lio mi. CEt<dn 'll:ihltario ~. w. 157 y 158, :>a. B:l.,Blit. 

Uli\e:Si.tacia Ettcs:ira, ¡:¡;;¿QJ, 1969. 
18. Cfr. taa:io A:!ninisttati\O, p. 'Sri, T. II, lila. W., Blit. R:D:úl, M'odco, l.961. 
19. 'llata:b de !:em:iD A1ninist:l:ati\O, p. 471, T. I., 4a. ll:!., Rli.t. 'lal..le:es GáficrB Bi 

o:eiro y Rm:s, mntevllm uru;µiy' 1974. -
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Elrecurso administrativo, es el medio o la vía de der~ 

cho, para impugnar una decisión de la autoridad administrati 

va que resulta obligada a examinar ésta y dictar su reforma_ 

o extinción. 20 

Con vista en los conceptos referidos se deduce que el -

recurso administrativo, es un derecho subjetivo del goberna­

do, para combatir los actos administrativos que causen agra­

vio a sus intereses jurídicos. La autoridad al revisar el a~ 

to controvertido resolverá: revocar, modificar, o confirmar_ 

la resolución impugnada. 

Cl Naturaleza jurídica. 

El tema de que se trata es motivo de debate por los tr~ 

tadístas de la materia, en razón de afirmar que al resolve~ 

se el recurso, se ejecuta un acto jurisdiccional, no así pa­
ra otros, por sostener que la resolución es de carácter admi 

nistrativo. 

En este orden de ideas Gabino Fraga, manifiesta que pa­

ra calificarlo como acto jurisdiccional se ha establecido el 

siguiente razonamiento. 

PRIMERO. Como requisito fundamental la existencia de -­

una controversia entre la autoridad que emitió el acto y el_ 

particular afectado por la resolución; 

2). Cfr. MlliatDff, Mig.El. 'n:atab <E t:a:e:to l'dninisb:atim, p. 571, T. I., Blit. ~ 
J.a:b a.ero:, B.s:cs Aires, JSTI. Mif-!!:, a:to. cera:to A:ini.nist:J:atvo AlBlin, p. 2l6,­
T.I., Efilt. °'P'Jna, B.m:s Aires, 1949. 
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SEGUNDO. Que la tramitación del recurso establecido -

en las leyes tiene un procedimiento semejante al jurisdiccio-­

nal; 

TERCERO. Las leyes estatuyen que el agraviado por una -

resolución administrativa, puede optar, en defensa de sus i~ 

tereses, por la vía administrativa, o bien, por la jurisdic­

cional; señalando que son equivalentes por lo que toca a la 

resolución que recae al recurso. 

A~ora bien, para quienes se inclinan en sostener que la 

resolución del recurso es de carácter administrativo y no j~ 

risdiccional esgrimen los argumentos que se informan: 

PRIMERO. El recurso implica una función administrativa_ 

y no jurisdiccional. 

SEGUNDO. En el recurso administrativo no existe una ve~ 

dadera controversia. 

TERCERO. La similitud de procedimientos en el ámbito a~ 

ministrativo como en el judicial, no basta para afirmar que 

se realiza una función jurisdiccional; y 

CUARTO. Finalmente, aun cuando la ley estatuye paralel~ 

mente el recurso administrativo con el procedimiento judi--­

cial, no implica idéntica naturaleza jurídica. 21 

21. Cfr. ~ ldninist:Iati\O, ¡:p. 454, y 455, 143. Bi., Blit. !1::nfu, M!!oci.cD, 1971. 
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En conclusión, la autoridad administrativa al resolver_ 
los recursos de su competencia, emite una resolución exclus.!, 

va de la administración activa y no de carácter jurisdiccio­

nal, en razón de que el acto corresponde a una autoridad di­

versa de la judicial. 

Con la finalidad de precisar la esencia jurídica del r!t 

curso administrativo, cabe determinar qué se entiende por a~ 

to jurídico. 

Los doctos de la materia han reconocido la dificultad -

de precisar el concepto de acto administrativo, lo que no im 
plica imposibilidad de elaborar éste. Convenimos que el acto 

administrativo tiene como antecedente o deriva del acto jur!, 
dice, por consecuencia, cabe plantear la siguiente interro-­

gante: ¿Qué es un acto jurídico?. Los tratadistas lo aceptan 

como la manifestación, declaración o concreción de la volun­

tad basada o fundada en el derecho, para producir consecuen­

cias jurídicas, no precisamente efectos, porque éstos son -­

propios de las leyes naturales, en la inteligencia de que es 

necesario distinguir entre acto y hecho jurídico. El Doctor_ 

Raúl Ortíz Urquidi, manifiesta que el hecho se caracteriza -

porque la voluntad no interviene en la realización del acon­

tecimiento, ni en la producción de las consecuencias jurídi­

cas, no obstante, éstas se producen, como es el caso de la ~ 

muerte natural de una persona, en que no interviene la voluE 

tad, pero se producen consecuencias en el ámbito del dere- -

cho, como es la transmisión de derechos y obligaciones here­

ditarios, aun cuando no exista la voluntad. En cambio, en el 

acto jurídico, la voluntad si interviene en la realización -
del acontecimiento, no así en la producción de consecuen--­

cias, sin embargo, éstas se producen, por ejemplo en el su--
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puesto del homicidio intencional, cuya conducta típica lesi2 

na un bien jurídicamente protegido,· esto es, se destruye la_ 
.vida humana, implicando la producción de las consecuencias _ 

previstas en el Código Penal para el Distrito Federal en ma­

teria del fuero común y para toda la República en materia -­

del fuero Federal, aun cuando no se quieran éstas, puesto -­

que se ha incurrido en la comisión de un delito, dándose la_ 

apertura de un proceso y consiguiente condena con reparación 

del daño. 22 

En principio, la palabra acto significa acción, hecho, 

operación, diligencia, realización de una ceremonia, celebr~ 

ción de alguna cosa revestida de solemnidad, expresa la idea 

de un hecho público, de autoridad política. 23 

Ahora bien, el acto administrativo es una declaración,_ 

manifestación o concreción de voluntad, de carácter unilate­

E!!.!. de la autoridad administrativa u órgano público, encami­

nada o con el propósito de producir por vía de autoridad un_ 

efecto de derecho, esto es, crear una situación jurídica COE 

creta. Este se manifiesta en sentido material, cuando provi~ 

ne de un agente de la administración, el cual crea una situ~ 

ción jurídica subjetiva en beneficio de una persona que le -

permite aplicar una situación jurídica objetiva. En el ámbi­

to formal, es toda manifestación volitiva de la administra-­

ción. 24 

22. Cfr. I:B:e:fD Civil, ¡:p. 235 y 55, Ja. Ell., Ellit. Etr:ña, M;xiro, J5T/. 
23. Cfr. Bm::ia, R::q.E. llio::i.am:io re Slli'nirrcs Cl!st:ellin:s, ¡:p. 268 y 269, 17a. Ell., SJ 

¡:aB Attpitira, S.A. ~' 1978. -
24. Cfr. sm:ia, ElEta:gio. Dace:to Ero:Es3l. Mninist:J:ati\o, p. 24, Ellit. 'l.Bnis, BJg::tá, -

1963. 
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Enrique Sayagués Laso, expresa que el acto administrat! 

vo: "Es toda declaración unilateral de voluntad de la admi-­

nistración, que produce efectos subjetivos 11
•

25 

En este orden de ideas, Rafael Bielsa, define el acto -

administrativo: "Como una decisión general o especial·, de -­

una autoridad administrativa en ejercicio de sus propias fu~ 

cienes y que se refieren a derechos, deberes o intereses de_ 

las entidades administrativas o de los particulares respecto 

de ellas". Añade "Que el acto administrativo, a diferencia -

del hecho Administrativo, debe ser siempre una decisión, una 

expresión de voluntad de la autoridad manifestada, expresa o 

tácitamente y dirigida a un fin o propósito concreto. Si con 

sidera uno o más casos pero individualmente determinados y -

se manifiesta de manera concreta, el acto administrativo es_ 
especial. Si considera de manera general y abstracta una pl~ 

ralidad de casos o una situación general, el acto administr~ 

tivo es general. El acto debe emanar de una autoridad admi-­

nistrativa, lo que no obsta a que las autoridades legislati­

va y judicial realicen también actos administrativos aunque_ 

obre en ejercicio de sus propias funciones y que esa función 

sea administrativa. Por último, el acto debe nacer de una a~ 

tividad jurídica de la administración pública y dirigirse a_ 
producir efectos jurídicos 11

•
26 

Para Hauriou, el acto administrativo que llama decisión 

25. 'll:ataD <E ra..:ro l'dTiinistr:ati1.0, p. 388, T. I., 4a. El:l., 'llill.e:es Q:áfkas Bm:eiro 
y Rm:s, .M:nt:addD ~. 3974. 

26. Ci.ta'b p::r Diez, !1lcia. El ktD Mninistrati.1.0, p. 103, 23. Et!., B:lit. 'l!ip;gláfica 
B:litxxa l\ttpltira, S.A., ll.B"cs l\iJ:es, 1961. -
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ejecutoria, puede expresarse como: 11 Toda declaración de vo-­
luntad tendiente a producir un efecto de derecho con rela--­

ción a los administrados, emitidos por la autoridad adminis­
trativa bajo una forma ejecutoria, vale decir, que puede ej~ 

cutarse de oficio". Agrega: "que en la definición intervie-­
nen elementos de forma y de fondo. Los elementos de forma se 
refieren a la autoridad administrativa de la que debe emanar 
el acto y a la circunstancia de que tal acto tenga fuerza -­
ejecutoria. En cuanto al elemento de fondo, lo constituye la 
circunstancia de que el acto constituye una declaración uni­
lateral de voluntad administrativa, con el objeto de produ-­
cir un efecto de derecho con respecto a los administrados -­
conforme al mejor servicio 11

•
27 

El Acto Administrativo, lo define Antonio carrillo Flo­
res, Así: "Un acto administrativo es ejecutorio cuando la as_ 
ministración pública no necesita contar con el apoyo de las 
autoridades jurisdiccionales para proceder a ejecutar y exi­
gir a los particulares aquello que en el acto administrativo 
está mandando u ordenando 11

•
28 

En opinión de Andrés Serra Rojas, el acto administrati­
vo es: ºUna declaración unilateral, concreta y ejecutiva que 
constituye una decisión ejecutoria, que emana de la Adminis­
tración Pública y crea, reconoce, modifica, transmite o ex-~ 

tingue una situación jurídica subjetiva y su finalidad es la 
Satisfacción del interés general. 1129 

v. Cit:ai> ¡xr Diez, MnJ!l. MD:ia. El Jlclx> Mninist:rati1,0, p. 104, :?.a. B:I. Ti¡;o;µ:áfka -
B:litn:a J\tga'ltira, S.A. BEx:s Aitts, l961. 

28. Ia Justicia l'lñ!cal y la Mninist:l:a::iá !11:llica, p. 74, 2a. B:l.' Ellit. !a:rlB, ~éd.­
co, 1973. 

2). i:a:e::to l'dninistzati\o, p. 251, 6a. B:l., B:lit. Etni'a, Mrodco, 1974. 

•I 
1 
! 
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Miguel Acosta Romero, afirma que: 11 El acto administrati 

vo es una manifestación unilateral y externa de voluntad, -­

que expresa una decisión de una autoridad administrativa co~ 

petente, en ejercicio de la potestad pública. Esta decisión 

crea, reconoce, modifica, transmite, declara o extingue der~ 

ches u obligaciones, es generalmente ejecutivo y se propone_ 

satisfacer el interés general 11
•
30 

Por último, Manuel María Diez, declara: "Podemos decir_ 

que el acto administrativo puro es una declaración concreta_ 

y unilateral de voluntad de un órgano de la administración -

activa en ejercicio de la potestad administrativa. 1131 

De acuerdo con lo expuesto, cabe convenir que el acto -

administrativo es de naturaleza jurídica procedimental, pues 

es obvio que éste está dentro de un proceso administrativo,_ 

realizándose por medio de un procedimiento para obtener una_ 

resolución fundada y motivada. 

D) Elementos y clasificación de los recursos. 

Es dable afirmar que los elementos de una cosa, o bien, 

de un concepto, son los que integran o concurren a la forma_ 

ción de éstas: Así, los elementos del recurso administrativo 

pueden ser de: 

l. Existencia o de esencia. 

2. Secundarios. 
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Los primeros, resultan indispensables en la formación -

de los .recursos administrativos, pues de no ocurrir los nec.!. 
s5rios y suficientes, motivaría la inexistencia de éstos. -­

Por el contrario, los secundarios son aquéllos cuya ausencia 

no constituye una laguna infranqueable para la validéz del -

recurso. 

Sergio ·Francisco de la Garza, considera como eletnentos 

esenciales, los siguientes: 

l. Una ley que establezca el recurso; 

2. Que exista un acto administrativo impugnado; 

3. Que haya una autoridad administrativa ante quien de­

ba promoverse y resolverse; 

4. Que haya la afectación de un derecho o interés jurí­

dico del recurrente; y 

S. Que la autoridad tenga la obligación de dictar una -

resolución en cuanto al fonda. 32 

E~ilio Margain Manautou, considera como elementos secu.!1 

darios, los siguientes: 

l. Término dentro del cual ha de hacerse valer; 

2. Autoridad ante quien deba hacerse valer; 

32. Cfr. !R'a:±"O Firarciero ~. p. m, 9a. Ea, Bli.t. Rrñ:a, Mroá.co, 1979. 
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3. Período de admisión de pruebas; 

4. Plazo en el cual ha de resolverse el recurso una vez 

desahogadas las pruebas; y 

S. Libertad para impugnar la nueva resolución ante tri­

bunales jurisdiccionales. 33 

La doctrina conviene en señalar que los elementos de -

existencia de los recursos de carácter administrativo, son -

dos: esenciales y secundarios. Los señalados en primer lugar 

varian, según el criterio de varios tratadistas, pero coinc,!_ 

den al afirmar como común denominador el estar previstos en_ 

una ley, así como la existencia de una resolución dictada -

por autoridad administrativa contra la cual se promueva el -

recurso. En cuanto a los secundarios, los criterios y paree_!! 

res de especialistas en materia de derecho convergen por la­

que hace a que la omisión de éstos no origina la inexisten­

cia del recurso. 

La doctrina considera como uno de los elementos esenci,!_ 

les del recurso de revocación, el que esté legalmente esta­

blecido, situación que resulta evidente y palpable, pues, -

está instituido expresamente en los artículos 116 fracción I 

y 117, fracciones I, II y III del Código Fiscal de la Feder!!_ 

ción. Cabe apuntar que, para la procedencia del recurso en -

estudio, el afectado al acudir a la autoridad fiscal para i.!!, 

terponerlo, debe cumplir con los requisitos siguientes: 

33. Int:miD::iái al Elml:lio cE.l. ll:!te::ID Tdhltario M><ian>, p. 179, :?a. Bi.. Blit. Utl.­

""'5itacia RltI:sira, !édro, 1979. 
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POR ESCRITO. La obligación de interponer por escrito el 
recurso de revocación, la regulan los artículos ·1a y 122 del 
Ordenamiento legal referido, en congruencia con los numera-­
les 1802 y 1804 del Código Civil para el Distrito Federal al 

señalar, por regla general que, el consentimiento se declara 
en forma expresa, por palabras verbales o escritas o por sis 
nos inequívocos que manifiestan sin duda la voluntad de con­
tratar. 34 

Clasificación de los recursos. 

En cuanto a su forma y naturaleza jurídica, son difere.!l 
tes, por este motivo muchos doctrinarios se han ocupado de -
dividirlos en grupos a efecto de lograr su debida identific~ 
ción y la mayor precisión; sin embargo, es incuestionable que_ 

su clasificación puede resultar en cierta forma arbitraria. 

Manuel María Diez, afirma que: Los recursos administra­
tivos se pueden ordenar en reglados y no reglados. Los reglados 
pueden tener su fuente en la ley formal o ser de origen re-­
glamentario; en cambio, los no reglados son aquellos cuya -­
existencia es implícita, pues aún no han sido objeto de re-­
glamentación por parte de la autoridad pública. 

Los recursos reglados se dividen en dos clases: el re~­
curso reglado de carácter general y el recurso reglado de e.e_ 
rácter especial. Los primeros se dan contra todo acto adrni--
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nistrativo que afecte los derechos subjetivos o intereses l.,t! 
gítimos del recurrente. Los especiales se interponen contra_ 
actos dictados en determinada materia que afecten derechos -
subjetivos de los interesados. 

Los recursos no reglados tienen en el fondo las mismas_ 
características de los recursos reglados, con la salvedad de 
no estar previstos en la ley como tales, verbi gratia el re­
curso de reconsideración, la queja, la reclamación y la de-­
nuncia denominados por la doctrina remedios administrati---­
vos. 35 

Emilio Margain Manautou, opina que el recurso adminis-­
trativo se clasifica en el siguiente orden: 

a) ante quien se interpone: Esto es, los promovidos --­

frente a la autoridad emisora del acto. Los presentados ante 
el superior jerárquico y, por último, los conocidos por una_ 

comisión o dependencia especial. 

b) Quien lo interpone, es decir, la persona que tenga -
interés legítimo directo o indirecto. Tiene interés legitimo 
directo el titular de la resolución emitida por la autoridad 
administrativa. Tiene interés legítimo indirecto cualquier -
otra persona afectada por el acto administrativo. Aún más,-~ 
el interés directo o indirecto debe apoyarse en la ley, ade­
más de no haber precluído el derecho para interponer el re-­
curso de que se trata, en otras palabras, el interés debe --

35. Cfr. I:e:e:to Mnini.strati\O, ¡:p. 325 y 326, T. V., Efilt. Plu; tn.tra, BBrs llir<s, -
l97l. 
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ser directo, indirecto, legítimo y actual. 

e) En consideración al objeto que se per~igue, el recu.;: 

so se divide en dos: recurso de reconsideración o de revoca­

ción, estatuido con la finalidad de que la autoridad emisora 

del acto lo reconsidere, pues afecta al gobernado por causas 

ajenas al fondo del asunto, esto es, por contener errores º.!:! 

méricos, de cálculo o procedimentales. El segundo lo consti­
tuye el recurso de revisión, el cual tiene por objeto un nu~ 

vo examen por parte de la autoridad jerárquica, por violacig, 
nes de fondo alegadas por el recurrente. 

d) En cuanto a la materia, la autoridad administrativa_ 
puede emitir resoluciones sometidas al derecho administrati­
vo, o bien, al derecho privado. En el primer caso la autori­
dad actúa como un órgano del Poder Ejec~tivo. En el segundo_ 
supuesto la autoridad se conduce como un particular. 

e) En cuanto al ordenamiento que lo estatuye, los recu!:_ 
sos pueden fijarse en una ley o en un reglamento; en éste ú.!, 
timo, siempre y cuando no sea una norma cuya finalidad acla­
re las disposiciones de la ley o hacer posible la aplicación 
práctica de la misma, pues si ésta no prevé un recurso admi­
nistrativo, el reglamento no puede crearlo porque instituí-­
ría una obligación no señalada. 

f) Por lo que se refiere a su naturaleza, el Código tri 
butario para América Latina, clasifica al recurso administra 
tivo en: obligatorio, cuando el contribuyente no conforme -­
con la resolución emitida debe agotar éste antes de acudir a 
juicio. El optativo, se emplea a criterio del gobernado, es­
to es, puede promover recurso administrativo, o bien, acudir 
directamente a un tribunal. 
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g)' Con vista en nuestra Legislación Federal, clasifica·­

rnos los recursos administrativos en dos grupos: Los previs-­
tos en ordenamientos administrativos, así como los establee.!_ 
dos en' normas tributarias. 36 

E) Fisuras jurídicas a fines. 

El objetivo prioritario es el de explicar en forma sen­

cilla y somera, la diferencia entre recursos administrativos 

y otras figuras jurídicas a fines. En este orden de ideas -­

nos referimos a las siguientes: 

l. Los recursos y las acciones jurisdiccionales. 

Ambas figuras jurídicas son derechos subjetivos que prg, 
mueve el particular en defensa del interés jurídico violado, 

sin que ello implique sinonimia. Ante la promoción del recu~ 

so administrativo, la autoridad administrativa actúa exclus!_ 

vamente con este carácter, en la revisión de sus decisiones_ 

para corregir sus propios errores.' E>or el contrario, el eje~ 

cicio de las acciones ante el órgano competente frente a --­

quien se plantea una controversia ésta se resuelve mediante_ 

el pronunciamiento de una sentencia. 

Con relación al tema, Enrique Sayagués Laso, afirma: -­

Que en los recursos la administración actúa en función admi­

nistrativa al pronunciar una decisión de esta naturaleza, no 

asi, en el ejercicio de la acción, pues el órgano competente 

36. Cfr. f.mgall1 Mralt:IB,Bnilio. Cb. Cit. ¡:p. 170 a 173. 
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interviene en función jurisdiccional y su respuesta constit.!:!_ 
ye una sentencia. 37 

Manuel María Diez, expresa que: El recurso administrat.!. 
vo se resuelve ante un órgano de este carácter; pero, la ac­
ción procesal administrativa se deduce ante un órgano judi-­
cial. 

Las figuras jurídicas de que se trata, tienen como co-­
mún denominador el de constituir medios de impugnación en f,! 

vor de los gobernados, con el objeto de salvaguardar los de­
rechos violados, por cuyo motivo se requiere de la voluntad_ 
denominada acción, cuyo concepto es uno de los más debatidos 
por los teóricos del derecho procesa1. 38 

En opinión de Giuseppe Chiovenda, la acción es uno de -
los derechos nacidos de la lesión de un derecho, es el poder 
jurídico de dar vida a la condición para actualizar la volu.n. 
tad de la ley, esto es, es un derecho potestativo, en razón_ 
de que el gobernado puede hacer uso del mismo. 39 

Es incuestionable que la acción constituye uno de los -
pilares en los que descansa el proceso, por tal razón, Fran­
cisco Carnelutti, afirma: es el derecho subjetivo procesal_ 
de las pa~tes, sin que se confunda con la pretensión, con la. 

¡ 
·¡ 

1 



- 27 -

cual a menudo se mezcla, concluyendo que la acción es una r.!_ 

lación y la pretención un hecho. 40 

Eduardo J. Couture, afirma: "Por convencionalismo de -­

lenguaje que tiene ya varios siglos, se acostrumbra llamar -

acción al poder jurídico que tiene el individuo de dirigir_ 

se a los órganos de la jurisdicción. 1141 

José María Villar y Romero, al referirse a la acción 
administrativa, considera que ésta se traduce en el derecho_ 
de solicitar de los órganos de competencia administrativa, -

el reconocimiento de un interés jurídicamente protegido, si­

tuación que no origina una contienda en sentido riguroso, -­
por significarse en una petición al órgano administrativo P.!. 
ra la revisión de su acto. No así en la acción judicial por_ 
existir una controversia en sentido estricto como es el caso 
del derecho procesal civi1. 42 

Con vista en lo expuesto, se concluye afirmando que la_ 
acción es base de todo proceso jurídico, referido al área a~ 
ministrativa o judicial. En el supuesto de ejercitar ésta a~ 
te la autoridad administrativa a través del recurso adminis­
trativo, la consecuencia es la revisión del acto impugnado;­
no así cuando se ejercita en demanda judicial cuyo efecto es 

la resolución de un conflicto entre la administración y e¡ -
promovente ante un órgano imparcial. 

40. Cfr. :rnstit:u::iae; ci> Dm:lu E'll::x:>s!l. Civil, p. 317, T. I., B:lit. a:liciaei Juédials 
Elm:pi lmric:a, aers Aires, 1959. 

41. El;tulio ci> IB:e:n:> E'ro::1ml. Civil, p. 25, T. I., B:lit. Elliar, Sx:i.a:lñ kérrirre, B:lito­
res, B.s'C6 A:iJ:es, 1948. 

42. Cfr. lRe::tc l'l:\'.:ai5al. Mninisttati....,, ¡:p. 63 y 64, 0:irrEl:a au:te, Bñt. IEvi.sta ce o.­
m:ro fl:i.wd:J, Mdrid, 1.9<14. 
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2. La al2ada o recurso jerárquico. 

Existe un amplio abanico de criterios opiniones y pare­
ceres en cuanto que el recurso jerárquico y el de alzada son 
uno mismo: sin embargo, se difiere en cuanto se afirma que -
se trata de dos recursos diferentes,por ello es dable acla-­
rar la cuestión planteada. 

Es indubitable que la palabra jerarquia deriva del --­
griego como lo afirma Rafael Bielsa, misma que ·significa j~ 
fe con autoridad. Además, indica el orden de grados un órga­
no u autoridad superior. La expresión que nos ocupa es una -
de las más conocidas y generalizadas en los diversos órdenes 
de la actividad humana, aún cuando su empleo en el ámbito as 
ministrativo no lo es. 43 

Al respecto, Antonio Lancis Sánchez, manifiesta: "El r.2_ 
curso en vía jerárquica, es aquel que se establece dentro de 
la misma administración, ante el superior para que, aprecián, 
dose por éste el acto impugnado del inferior, resuelva sobre 
su legitimidad y eficacia~ 1144 

El interponer un recurso jerárquico, implica la inter-­
vención del órgano superior que tiene la facultad de revocar 
modificar o anular las decisiones del inferior, establecién­
dose aai una relación entre las autoridades superiores e in­
feriores. 

43. Cfr. El recurso Jerárquico, ¡;p, 3 y 4, Bfil:. lbp> llllnB Ellil:a:, rua­
res Aires, 1964. 

44. °"'9:tD ldninisttati\O, P• 35, :?a. El!., El!it. Clllt111:al, S.A., Ia litara, 1945. 



- 29 -

Establecido el concepto de r.ecurso jerárquico, vale ex­

poner el criterio que considera a dicho recurso y al de alz~ 

da como un solo recurso de carácter administrativo. 

Conforme al parecer de Fritz Fleiner, "El recurso de a.!, 
zada va siempre dirigido a la jerarquía superior, es decir, a 
la autoridad administrativa de más categoría que aquélla que 
dictó los actos administrativos." 45 

Rogelio Martínez Vera, manifiesta: Cuando el recurso ag, 
ministrativo se interpone ante una autoridad distinta de la_ 
que emitió o dictó la resolución, recibe el nombre de alzada 
o jerárquico. 46 

Los referidos juristas identifican el recurso con el -­
mismo recurso jerárquico. 

Sin embargo, los tratadistas consideran al recurso admj._ 

nistrativo de alzada distinto del jerárquico, conforme a los 
razonamientos que se informan: 

El destacado profesor Enrique Sayaqués Laso, explica--­
que: La interposición del recurso jerárquico, motiva una re­
visión de las decisiones de los órganos subordinados a la ªJ! 
toridad jerárquica, implicando que el superior dicte la res,2 

45. Ir!!l:itll::iaE a. D!m:ID l'dninistl:ati1<>, p. lBS, tza:kciái ele la &.. Bl., AlS1aa pr 

A. <lrdin, Rfü:. Ialxr, S.A., aurs Aims, 1933. 
46. Cfr. N::c:iaiee ele D!m:ID l'dninistl:ati1<>, p. 'El. Ja. B:L. Bill:. Bu:& y ctne:do, MOd 

w,1978. -
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lución definitiva, constituyendo la palabra final de la adml 
nistración. 

El recurso de alzada se promueve ante un órgano contro­

lador administrativo, sin jerarquía respecto del que dictó -

el acto, por consiguiente el recurso jerárquico es un atribJ:!. 
to propio de la jerarquía, implícito en toda organización -­
centralizada. Por lo que toca al de alzada se requiere de -­

textos expresos que necesariamente establezcan su existencia. 

Con relación al terna, Agustín Gordillo sostiene: 11 Es -­
aquel que se interpone ante el Poder Ejecutivo contra una d.!, 

cisión de las autoridades superiores de un ente descentrali­

zado de la administración nacional. se lo denomina "impro--­

pio" en cuanto no está sometido stricto sensu a la jerarquía 

del Poder Ejecutivo, por eso algunos autores prefieren lla-­
marlo recurso de alzada". 47 

Eduardo Pallares, con sentido lógico jurídico, refiere_ 
que la expresión, término, voz, vocablo, palabra: alzada re­

sulta un tanto cuanto anticuada, en razón de que la misma 

puede significar APELACION, ubicándonos en otra instancia o_ 

tribunal superior. 48 

Hemos de convenir que la apelación o alzada de un recu!:. 

so previsto por el derecho civil, del cual conoce un tribu--

lf7. E'ttxlB:lil1úen y le:lxs::s ldl!inist:Iatii.m. p. 192, 8:li.t. .b:ge l\l.""'2 B:litxr, a.em -
l\im; 1968. 

48. Cfr. !lia:iaBcio cE tae:m l'ro:E53l Ci.vil, p. 80, ]fu. E!l •• B:lit. R:l:Ifu, !oédm, -
1979. 
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nal de segundo grado respecto de una resolución dictada por_ 

el juez de primera instancia. 

Conforme al criterio de José Becerra Bautista, la apel.!!. 

ción es una solicitud que se formula al juez de grado supe-­
rior para reparar los defectos, vicios y errores contenidos_ 
en una resolución dictada por el inferior, en otras palabras 
debe existir un juzgador inferior (juez aquo), un juzgador -
superior (juez Ad Quem), un denunciante de los defectos vic,! 
os o errores contenidos en la resolución, un apelante, una -

resolución impugnada, una persona a quien pudo beneficiar e,!!. 
ta resolución y, por último, una persona apelada. 49 

Nuestra Legislación no establece el recurso administra­
tivo de alzada por ser de carácter jurisdiccional. Asimismo, 
no estatuye propiamente el recurso jerárquico, toda vez que 
el Código Fiscal de la Federación señala dos recursos admi-­
nistrativos, que el gobernado puede interponer ante la mis­
ma autoridad que dictó o emitió el acto impugnado. En el su­

puesto de resultar desfavorable para el particular la resol.!!. 
ción dictada en la defensa interpuesta por éste, tendrá que_ 
promover juicio de nulidad ante el Tribunal Fiscal de la Fe­
deración lo que no constituye un recurso jerárquico. 

De acuerdo con los criterios vertidos en los párrafos -

precedentes,así como por la experiencia adquirida en el eje!:_ 
cicio profesional en esta área de conocimiento, nos permite_ 

49. Cfr. El t:ae:iD Civil m lécico, p. 556, 7a. Ell., Blit.. EID:W, M"odi:D, 1919. 
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proponer que los recursos administrativos previstos en nues­

tro marco jurídico, se establezcan con la calidad de jerár-­
quicos, en razón de que al interponerse ante la autoridad -­

que dictó o emitió el acto impugnado, ésta no razona los mo­

tivos de la inconformidad, por considerar innecesario volver 

a examinar su propia resolución, incurriendo en parcialidad, 
puesto que se constituye en juez y parte. 

La propuesta que nos ocupa, es con el fin de lograr se­
guridad jurídica para los gobernados, pues éstos contarían -

con los instrumentos jurídicos adecuados, para poder impug-­
nar las decisiones emitidas sin fundamento de la administra­
ción pública, evitando excesivas cargas de trabajo que ente.E, 
pecen la realización de una justicia pronta y expedita. 

3. Derecho de petición. 

El tema nos obliga a·establecer la distinción entre el_ 
Recurso Administrativo y el Derecho de Petición, así Rafael_ 

de Pina y Castillo Larrañaga, informan que los recursos adml 
nistrativos constituyen los medios más frecuentes para impu;¡, 
nar las resoluciones emitidas por la autoridad; en la intel,i 
gencia que no todos los medios de defensa son recursos admi­
nistrativos toda vez que los gobernados utilizan como un re­
curso administrativo, sin tener esta calidad, el derecho de 
petición previsto en el artículo Bo. de nuestra Constitución 
Federal. SO 

:il. Cfr. Irstib.ciaES d! i:a:a:to Em:esal Civil, p. 365, 133. El:! •• lllit. R::r:cÚ3, foédro, 
1'119. 
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Al respecto, Antonio Carrillo Flores, expresa:· Los par­
ticulares al presentar solicitudes o gestiones ante la auto­
ridad administrativa, las formula en base al derecho de pet! 
ción que establece el artículo So. de nuestro Código Políti­
co, con el fin de resolver la cuestión planteada, pues supo­
nen que están en el ejercicio de un derecho ~ubjetivo, lo -­
cual resulta falso, en razón de que dicho precepto no obliga 
a la autoridad a resolver el fondo del asunto, sino a dar -­
una respuesta simple y sencilla. 51 

Alfonso Nava Negrete, considera: "No un símil jurídico~ 
sino un mal sustituto del recurso administrativo es el dere­
cho de petición consagrado en el artículo So. de nuestra -­
constitución Política. Antes y despu&s de establecido el re­
curso administrativo en las leyes, los particulares lo em-­
plean para inconformarse con los actos de autoridad adminis­
trativa que juzgan violatorios de sus derechos. Quienes aco­
gidos a la idea de que el artículo constitucional los facul­
ta para recurrir y obtener resoluciones a su queja de parte_ 
de la administración, dejan transcurrir el término para ha-­
cer vaier la inconformidad administrativa o para promover el 
juicio, segun corresponda, sin que logren su propósito". 52 

De conformidad con lo ordenado por 01 artículo Bo. de -
nuestra Carta Magna: "Los funcionarios y empleados públicos_ 
respetarán el ejercicio del dereCho de pet~ción, siempre que 

Sl.. Cfr. Ia .)B:icia R<B:al. y la ldninisb:ati\Q lftiüal, p. 100, 2a. Bi.. llii.t. Rx!:ú3,­
M:>W:D, 1973. 

52. 03tUtD Eb:X:esal l'dllinisb:atiw, p. 174, BD.t. B::l:xW, 1>6da:>, l959. 
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éste se formule por escrito, de manera pacífica y respetuo-­

sa; pero en materia política sólo podrán hacer uso de ese d!!_ 
recho los ciudadanos de la República. A toda petición deberá 

recaer un acuerdo escrito de la autoridad a quien se haya d.!, 
rígido, la cual tiene obligación de hacerlo conocer en breve 

término al peticionario". 

Los estudiosos del derecho, se han avocado al análisis_ 
de esta garantía según lo afirma Anselmo Dávila, cuando di-­
ce: "En casi todas las constituciones de los diversos países 

de la tierra se consigna el derecho de petición concedido al 

ciudadano, para que previamente el inicio de un recurso pro­
piamente llamado jurisdiccional, pueda dirigirse a la autor,!_ 
dad administrativa en forma amistosa solicitando el reconoci 
miento de una determinada situación o la reparación del der~ 
cho lesionado, entonces se dice que el administrado emplea -
un recurso de carácter político''. 53 

Por lo anteriormente expuesto podemos afirmar que el d,!! 
recho instituido, no es un recurso administrativo, sino una_ 
garantía individual. Cuando la autoridad ante quien se hizo_ 
la petición no da respuesta en breve término, o en su caso,_ 
en cuatro meses considerando y tal como lo ha resuelto la S.!:!, 
prema Corte de Justicia de la Nación, implica una violación_ 
a la referida garantía, lo que obliga al interesado a inter-· 
poner juicio de amparo, a efecto de modificar el agravio oc,!_ 

sionado. 

53. OíviJa Gm!Z, l'rl>i!lnc. cb. cit.' ¡p. 137 y 138. 
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Se destaca que el juicio de amparo es el único medio l.!, 
gal para atacar el agravio al ejercer el derecho de peti--­

ción, pues no existe ningún recurso o defensa legal para ha­
cerlo valer. La Suprema Corte de Justicia de la Nación, los_ 
Tribunales colegiados de Circuito y los Juzgados de Distri-­
to, son los competentes para ventilar, conocer y resolver lo 
procedente en el caso concreto, en los términos de lo esta-­
blecido por la Ley de l\mparo Reglamentaria de los artículos_ 
103 y 107 Constitucionales, así como por lo previsto en la_ 
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y, por últ,i 
mo, en el Código Federal de Procedimientos Civiles, de apli­
cación supletoria, como lo estatuye la Ley de· Amparo en su art.!. 

culo 20. 

En este sentido, la Suprema Corte de Justicia de la Na­
ción, ha emitido las ejecutorias siguientes: 

"PETICION, DERECHO DE. La garantía consagrada por el a.E_ 
tículo So. Constitucional, por su claridad, no admite más i.!!, 

terpretación que la literal derivada de su simple lectura. 

Sexta, Epoca, Tercera parte·: Vol. VII, p. 77, A.R. ----

3512/57. Frumencio Méndez Mendoza. votos". 54 

"PETICION, DERECHO DE. Si pasan más de cuatro meses de.!!, 
de que una persona presenta un ocurso y ningún acuerdo recae 
al mismo, se viola la garantía que consagra el artículo So._ 

Constitucional. 

54. IbUim, p. 756. 
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Sexta Epoca, Tercera parte: Vol.XII, p. 60 A.R. 1393/58. 

Cutberto Ramírez Castillo. Unanimidad de 4 votos 11
•
55 

"PETICION, DERECHO DE. La garantía que otorga el artíc~ 

la So. Constitucional no consiste en que las peticiones se -

tramiten y resuelvan sin las formalidades y requisitos que _ 

establecen las leyes relativas, pero sí impone a las autori­

dades la obligación de dictar a toda petición hecha por es-­

crito esté bien o mal formulada, un acuerdo también por es-­

crito, que debe hacerse saber en breve_ término al peticiona 

ria. 

Quinta Epoca. Tercera Parte. Tomo CXIV, p. 136 Murillo_ 

Gil Osear y Coags. Tomo CXIV, p. 498. Penagos de Coss Carlos 

Coags.------------------------------------------------------

Tomo CXIV p. 965. Ramírez Vda. de Castañeda María de Jesús.­

Tomo CXV, p. 116. Bravo Sandoval Jorge y Coags.------------­

Tomo cxv, p. 883. Arpecha Islas Ignacio". 56 

"PETICION, DERECHO DE (AUTORIDADES FISCALES). El artícu­

lo 162 del Código Fiscal de la Federación de 1938 (artículos 

92 y 37 de los similares de 1966 y 1981) disponen que el si­

lencio de las autoridades fiscales se considerará como reso­

lución negativa cuando no den respuesta a la instancia de un 

particular en el término que la ley fije, o, a falta de tér­

mino estipulado, noventa días, la disposición anterior no s2 
lo establece un derecho respecto de ·1os particulares de con­

siderar que se les ha negado su petición, pero esto de ning.!!_ 

SS. lbiAm. 
56. ~<El lb:E!: Julicial. cE la Rl:E:a::!ái, Cb. Cit. p. 385. 
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na manera quiere decir que estén obligados a considerarlo -­

siempre en esa forma, máxime que lo dispuesto en el referido 

artículo 162 del Código Fiscal de la Federación, no puede l.!_ 

berar a las autoridades fiscales de la obligación que les i_m 

pone el artículo So. constitucional, esto es, que a una pet.!, 
ción pacífica y respetuosa hecha por escrito, debe de recae~ 

le acuerdo de la autoridad correspondiente, quien está obli­

gada a hacerlo del conocimiento del peticionario en breve -­

término. De otra manera, las autoridades fiscales se verán -
liberadas de cumplir con el citado mandato constitucional, -

lo cual resulta notoriamente antijurídico, en virtud de que_ 

nuestra Constitución Política es la ley suprema en el país". 

Sexta Epoca. Tercera parte: Vol. XIII, p. 65. A.R. ----

1455/58. Mercedes Enciso Vda. de Camberos. Unanimidad de 4 -

votos. 57 

4. El silencio de la Administración. 

El Código Fiscal de la Federación expedido el 30 de di­

ciembre de 1938, publiccido en el 11 oiario Oficialº el 31 del_ 

mismo mes y año en vigor a partir del lo. de enero de 1939 -

en el artículo 162 estableció: "El silencio de las autorida­

des fiscales se considerará como resolución negativa cuando 

no den respuesta a la instancia de un particular en el térm!_ 

no que la ley fije o, a falta de término estipulado en 90 -­

días." 

El Código Fiscal de la Federación expedido el 30 de di-

57. lbiam. 
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ciembre de 1966, publicado en el "Diario Oficial" el 19 de -

enero de 1967, vigente a partir del lo. de abril de 1967, en 

el artículo 92 instituyó: 11 Las instancias o peticiones que -

se formulen a las autoridades fiscales deberán ser resueltas 

en el término que la ley fija o, a falta de término estable­

cido en 90 días. El silencio de las autoridades fiscales se_ 

considerará como resolución negativa cuando no den respuesta 
en el término que corresponda. 

El Código Fiscal de la Federación expedido el 30 de di­

ciembre de 1981 publicado en el "Diario Oficial" de la Fede­

ración el 31 del mismo mes y año, en vigor a partir del lo._ 

de enero de 1983, con excepción del Título Sexto, del proce­

dimiento contencioso administrativo, cuya vigencia es a par­

tir del lo. de abril de 1983 en el artículo 37 preceptúa: -­

"Las instancias o peticiones que se formulen a las autorida­

des fiscales deberán ser resueltas en un plazo de cuatro me­

ses; transcurrido dicho plazo sin que se notifique la resol~ 

ción, el interesado podrá considerar que la autoridad resol­

vió negativamente e interponer los medios de defensa en cual 

quier tiempo posterior a dicho plazo, mientras no se dicte -

la resolución, o bién, esperar a que ésta se dicte. 

Cuando se requiera al promovente que cumpla los requi-­

sitos omitidos o proporcione los elementos necesarios para -· 

resolver, el término comenzará a correr desde que el requer! 

miento haya sido cumplido." 

Cabe ma~ifestar que esta figura se relaciona con el De­

recho de petición, por cuya razón se le confunde con el mis­

mo, por lo que estimamos necesario def_inir dichos conceptos. 

Con relación al tema, Miguel Acosta Romero nos dice; --
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"Como puede apreciarse, el contenido del derecho de petición 

obliga a la autoridad a que de contestación en breve térmi-­

no, pero no supone una negativa ficta en caso de que no se _ 

obtenga respuesta, es decir, la autoridad está obligada a -­

contestar, en el supuesto de que la autoridad no conteste, -

no se configura el silencio de la administración, sino más -

bien una violación de una garantía individuai. 58 

Con vista en lo transcrito, cabe exponer que la no con­

testación de una petición pacífica y respetuosa formulada -­

por los particulares en los términos del artículo So. de ---· 

nuestra carta magna, motiva la violación a la garantía que -

estatuye. 

El silencio de la Administración se configura cuando la 

autoridad omite contestar en cuatro meses una petición form.!:!, 

lada por los particulares en forma real y concreta, o en el_ 

supuesto no resuelve una defensa administrativa o cualquiera 

otra instancia interpuesta por el administrado. 

De acuerdo con lo que afirma Manuel María Diez: "La do~ 
trina distingue el derecho de petición del derecho de recu-­

rrir. Entre nosotros el derecho de peticionar está establee.!_ 

do claramente en la Constitución Nacional, artículo 14, don­

de se ha reconocido a los habitantes el derecho de peticio-­

nar ante las autoridades. Pero es lógico observar que no to­

dos los particulares que tengan derecho a peticionar pueden_ 

tener también derecho de recurrir. Ello es así, porque el d_!!. 

recho de peticionar lo tiene toda persona natural o jurídi-­

ca, mientras que el derecho de recurrir, lo tienen unicamen­

te los que sean interesados, es decir, los titulares de de--
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rechos subjetivos de intereses legítimos afectados por el ª.E. 

to. El derecho de recurrir la tiene solamente el que está l.!:_ 
gitimado para ello, mientras que el derecho de peticionar lo 

tienen todos los habitantes del país. Por eso entendemos que 

la petición es el sénero del cual el derecho a recurrir es -

una manifestación concreta. El derecho de petición es una 9.2, 

rantía ofrecida por el ordenamiento jurídico. El recurso es_ 

un acto que se realiza en ejercicio de un derecho reconocido 

al particular para promover la revisión de actos administra­

tivos que afecten sus derechos subjetivos o intereses legíti 

mos. 1159 

Lo anterior se confirma con la tesis de la Suprema Cor­

te de Justicia de la Nación que se transcribe: ºRECURSOS AD­

MINISTRATIVOS; FORMULISMOS Y EXIGENCIAS DE EXPRESION EN LOS. 

La doctrina está de acuerdo en que recurrir es acudir ante -

el juez u otra autoridad con alguna demanda o petición para_ 

que sea resuelta; y que recurso es la acción o efecto de re­

currir, o más precisamente la acción por medio de la cual se 

reclaman las resoluciones dictaminadas por la autoridad; que 

los elementos característicos del recurso son: la existencia 

de una resolución que afecte un derecho; que la ley determi­

ne la autoridad ante quien deba presentarse; el plazo para -

ello¡ que se interponga por escrito; que exista un procedi-­

miento para su tramitación y que la autoridad ante la que se 

interponga esté obligada a resolver 11
•

60 

P~r lo expuesto es dable abordar el análisis del silen-
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cio de la Administración. Al respecto, Jorge Olivera Toro d~ 

clara que: cuando un administrado formula una solicitud a ·1a 

administración y ésta se allana, no hay controversia. Si es­
tablece rechazo formal, el particular puede dirigirse a la -

autoridad competente impugnando éste. Pero si la autoridad -

no responde, el gobernado está desamparado y expuesto a una_ 

negación de Justicia, consecuentemente, cuando no se resuel­
va expresamente una petición, reclamación o defensa inter--­
puesta por el administrado se configura una denegación del -
derecho reclamado. Y, por ende, se produce el silencio de la 
administración. 61 

Esta es una figura jurídica de origen Francés que se -­

constata en el Decreto de 12 de noviembre de 1867, asi como_ 

en la ley de 17 de julio de 1900; sin embargo su desarrollo_ 

y evolución fué en Italia. 

Antonio Carrillo Flores, se refiere a varias soluciones 

sobre esta cuestión en los términos que se informan: "En el_ 

Congreso de Varsovia, el Delegado por Checoslovaquia, Havel_ 

ka, presentó una ponencia que señala las cuatro posibles so­

luciones para el problema de la defensa del particular fren­

te al silencio de la Administración. Son éstas: primera, o -

que a petición del particular, vencido el plazo para la deci 

sión del negocio, éste pase de la autoridad que debió resol­

verlo a otra, segunda, que de oficio una segunda autoridad -

se avoque al conocimiento del asunto que no se hubiere in--­

cl uido en el término inicialmente fijado, ~, que expi­

rado el plazo, por una ficción legal se entienda que la aut2 

61 Cfr. MnBl. d! !:B:edD Mninist:z21ti\O, ¡:p. 169 y 170, 4a. El!.' B:li.t. Ea:tiB, !écito,_ 
1976. 
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ridad ha decidido afirmativamente a las pretensiones del pa~ 

ticular, o -~- que por lo menos, corrido ese mismo pla­

zo, se considere decidido el caso en forma negativa al parti 
cular, de manera que pueda éste, desde luego, intentar los -

recursos administrativos o jurisdiccionales que procedan, 

planteando el fondo del asunto ante la autoridad que debe -­

decidir el recurso. 1162 

Es así como podemos afirmar que, nuestro país tomó en -

consideración la cuarta solución, en consecuencia, se inclu­

yó la figura de que se trata en la Exposición de Motivos d~­

la Ley de Justicia Fiscal, misma que establece: "El crear -­

una ficción para el silencio de las autoridades está ya con­

sagrado en la legislación europea y la Ley la adopta de ---­

acuerdo, además, con las últimas orientaciones de la doctri­

na. Es claro que como los artículos 80. y 16 Constituciona-­

les obligan a toda autoridad a respetar el derecho de peti-­

ción y a fundar y a motivar legalmente sus decisiones, una -

ley secundaria como es la que se promulga no puede coartar -

el derecho de los particulares para acudir en amparo por Vi,2 

lación de tales preceptos y para obtener de los tribunales -

federales una determinación que obligue a las autoridades -­

fiscales a emitir una respuesta expresa con los fundamentos_ 

legales del acuerdo que dicten. No es el objeto de la ley, -

pues, reducir o limitar esa ga.rantía sino, por el contrario,. 

el de concederle una protección más eficaz cuando por las -­

circuntancias del caso, que al particular toca apreciar, és­

te cuente ya con elementos para iniciar la defensa jurisdic-

62. Cn:cillo F.la:es, h1!rrlÍD (]J. cit., ¡:p. 102 y 103. 
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cional de sus intereses, respecto al fondo de los problemas_ 

controvertidos, a pesar del silencio de la autoridad. En el_ 

estado presente de la legislación, el particular está siem-­

pre obligado, ante la negativa de la autoridad, a pedir un -

primer amparo para obtener una respuesta fundada y, cuando -
ésta le es desfavorable, iniciar un segundo procedimiento en 

el que se examinen los problemas de fondo. La ley no hace -­

otra cosa sino dar al particular el derecho de pasar desde -

luego al examen de fondo, a pesar del silencio de la autori­

dad. El uso de este derecho, se insiste, dependerá de las -­

circuntancias especiales de cada caso y de la apreciación 

que libremente haga el interesado de qué le es mas ventaja-­

so, si provocar la decisión expresa o iniciar el debate de -

fondo. Inversamente, si ha optado por ocurrir al Tribunal, -

no podrá alegar corno agravio la violación de los artículos -

80. y 16."63 

Los medios de defensa con que cuenta el sujeto pasivo -

de la relación jurídico tributaria son dos: Juicio de amparo 

y de Nulidad ante el Tribunal Fiscal de la Federación •. El Có 

digo Fiscal de la Federación, expedido el 30 de diciembre de 

1966, publicado en el 11 Diario Oficial 11 el 19 de enero de ---

1967, vigente a partir del lo. de abril de 1967, instituye -

en el artículo 160 lo relativo a recursos administrativos P.!. 

ra que el gobernado tenga la oportunidad de impugnar las re­

soluciones que le causen agravio y en consecuencia obtener -

una decisión conforme a derecho. Asi como, el expedido el 30 

63. Imelí ~. M!ttprlt:a, R!!\list:a: "'P??cién cE M:lti\ai cE la ley cE Ju;ticia F.is::al 
y D.o1iJ::iái cEl 'll::il1ml F.is::al cE la RIEl:a:::im, p. 16, Bii.t., npirta¡altO cE G:áfi 
CBS cE la ~ cE llr:::iam y aimto ítilliíD, ~. 1986. !\si CD!O, Diario = 
Cficial cE la El!Er:<cién, p. 4 lllEB 31. cE a;¡::sto cE 1936. 
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de diciembre de 1981, publicado en el "Periódico Oficial" de 
la Federación el 31 del mismo mes y año, en vigor a partir -
del lo. de enero de 1983, con excepción del Título Sexto del 
Procedimiento contencioso administrativo, cuya vigencia es a 
partir del lo. de abril de 1983, el cual ordena en su preceE 
to 116 los recursos administrativos. 



CAPITULO II. 

EL RECURSO ADMINISTRATIVO DE REVOCACION EN MATERIA FIS-

CAL. 

Análisis del recurso administrativo de revocación. 

Este capítulo constituye la parte más importante y med~ 

lar del trabajo que nos ocupa, por tal motivo, procuraremos_ 

ser muy específicos y concretos en todos y cada uno de los -

señalamientos y exposiciones en cuanto al recurso de revoca­

ción, por ser uno de los medios de defensa de mayor trascen­

dencia previstos en el actual Código Fiscal Federal. 

A) Conceptos preliminares. 

El Estado Mexicano para cumplir fiel y cabalmente con -

sus fines, efectúa actividades tendientes a fomentar su des_!. 
rrollo y el de las personas que lo integran. Una de estas -­
funciones es la actividad financiera del Estado. 

Así, Archille Donato Giannini, explica: "El Estado, al_ 

igual que los demás entes públicos, no podría dar cumplimie.n. 

to a sus fines, haciendo frente a las múltiples exigencias -

que con arreglo a su propia ordenac~ón está llamada a satis­
facer, si no dispusiera de una masa adecuada de medios econ§. 
micos. En la actual economía de los Estados tales medios prg, 
vienen de una doble fuente: o están constituidos por las re,ra. 
tas que el Erario público obtiene, como cualquier otra pers_2 
na o ente privado, de su patrimonio o del desarrollo de una_ 
actividad industrial o comercial, o bien son detraídos, en 
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virtud de la potestad de imperio del Estado, de las riquezas 

de los ciudadanos. De ahí la distinción fundamental entre i.!l 

9resos de derecho privado-patrimoniales- e Ingresos de dere­

cho público tributario-. 

Para administrar el patrimonio, para liquidar y recau-­
dar los tributos, para conservar y distribuir las sumas re-­
caudadas, el Estado realiza una serie de actos, cuyo conjun­

to forma la actividad financiera, que se distingue de todas_ 

las demás en que no constituye un fin en sí misma, es ~ecir, 
en que no se dirige directamente a la satisfacción de una O.!, 

cesidad, sino al cumplimiento de una función instrumental, -
de fundamental importancia, cuyo regular desenvolvimiento es 
condición indispensable para el desarrollo de todas las res­
tantes actividades. 1164 

Se destaca la trascendencia de la actividad financiera 
del Estado, pues ésta, dió origen al área de conocimiento d.!, 
nominada Finanzas Públicas, la cual a partir del siglo pas.!_ 
do se desmembró de la económia política para manifestarse en 
forma autónoma. La ciencia de que se trata investiga las di­
versas maneras mediante las cuales el Estado o cualquier --­
otro órgano político obtiene riquezas materiales derivadas -
de su patrimonio, o bien, de los gobernados integrantes de -
la sociedad. 

Con relación a tema, Harold M. Somers, señala: "Las fi-

64 Instit:u:::iaES da D3:e::i"P 'ltib.ltario, ¡:p. 3 y 4, Eliit. Da o.:a:i1> ~. M>:lrid, 
1957. -
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nanzas públicas pueden considerarse como un elemento podero­

so que repercute fuertemente en la economía extendiendo sus_ 

efectos a todas las esferas de la producción y el consumo. -

Es difícil apreciar la magnitud de este efecto. Un método p~ 

ra abordar el problema consiste en seguir paso a paso los -

puntos de contacto de cada uno de los instrumentos de finan­

zas públicas. 1165 

Hemos de convenir que el conocimiento de la ciencia en_ 

estudio, debe ser palmario, esto es, claro, preciso, racio­

nal, metódico, sistemático y general, abarcando varios aspe.E_ 
tos como son los de carácter técnico, político, económico y 

jurídico. 

En este orden de ideas, Jacinto R. Tarantino, sostiene: 

"La complejidad de la ciencia de las finanzas Públicas, pues 

ta de manifiesto por Griziotti11 , con sus elementos constit~ 
tivos: éticos, políticos, económicos, jurídicos y técnicos -

en cuanto confluyen en sus proyecciones hacia un objeto esp~ 

cífico de conocimiento: gastos, recursos, sus efectos y fun­

ciones, acusa un agudo paralelismo con respecto a los 'probl~ 

mas que le son concomitantes referentes al "Desarrollo Econ§. 

mico" con la comple:jidad de las motivaciones que lo deter­

minan. n 66 

El vocablo finanza tiene relación con la moneda, instr~ 

óS. 1&&lzas E6:>l.i<m e Jrqre:<> !k::iaal., p. lS, B:lit. R:n:b a. OJltum EJ:xrél1im, lédm, 
'196'/. 

66. 1&&lzas E6:>l.i<m y D!saD:ollo B:crimim, p. 17, B:lit. El:liar, S.A. B:litrns, B.e1:s -
Alles, 1961. 
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mento base para llevar a cabo transacciones. A dicha voz se_ 

le confunde con la expresión Hacienda, pero este término o -

concepto tiene su.campo de acción en la economía política y_ 

no en la jurídica. 

José Canga Arguelles, señala: "La ciencia de Hacienda -

es aquella parte de la Economía Política, que da reglas para 

fijar los gastos públicos de las naciones; y para sacar de -

la riqueza la cantidad necesaria para su pago~ asegurando su 

exacto cobro y aplicación á los objetos á que se destina. De 

lo dicho se infiere, que la ciencia de hacienda tiene por o.2, 
jeto de sus investigaciones la riqueza pública, por que esta 

debe ser la que regule la magnitud de los gastos, y las qua­

lidades de los instrumentos que se adoptaren para hallar los 

fondos necesarios á su satisfacción. 1167 

Harold M. Groves, expresa: "Es el de la hacienda públi­

ca un campo de investigación en que se estudian los ingresos 
y los egresos de los gobiernos, tanto federales como estata­
les o locales. 1168 

Es dable concluir que la ciencia de las Finanzas Públi­
cas es una disciplina autonórna que se ocupa de la riqueza p.§. 
blica, su administración, examen de los hechos, principios y 

técnicas de cómo obtener y gastar los fondos recaudados. 

Con vista en lo expuesto, cabe hacer hincapié que la a.E_ 
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tividad financiera del Estado, en el marco jurídico, se man! 

fiesta en tres momentos: 

a) La obtención de ingresos que pueden provenir de di­

versas fuentes. 

b) El manejo de los recursos obtenidos y la administra­

ción de sus propios bienes. 

e) La realización de un conjunto de erogaciones para el 

sostenimiento de los servicios públicos, así como, el desa-­

rrollo de otras actividades que debe efectuar el propio Est~ 

do. 

Es así como Manuel de Juana, indica: "El derecho finan­

ciero, finalmente, es por el contrario, una ciencia jurídi-­

ca, ya que estudia el fenómeno financiero desde el punto de_ 

vista jurídico, es decir, considera las normas de derecho -­

que un determinado Estado establece para la propia organiza­

ción y actividad financiera en los gastos y entradas, y por_ 

tanto, el ordenamiento jurídico de los diversos impuestos y 

tasas, etc., las normas relativas al crédito público, a la -

recaudación, etc. 

Hay entre el derecho financiero y la ciencia de las fi­

nanzas una evidente diferenciación. Mientras esta última in­

vestiga las causas generales, permanentes y necesarias de -­

los fenómenos de la actividad financiera, para determinar -­

luego las leyes naturales a que ellos obedecen, los efectos_ 

sobre el patrimonio y sobre la económia nacional, al derecho 

financiero sólo lo concierne la regulación jurídica de la a~ 
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vidad financiera. 1169 

A mayor abundamiento Sergio Francisco de la Garza, afiE. 

ma: 11 El Derecho Financiero es el conjunto de normas jurídi-­

cas que regulan la actividad financiera del Estado en sus 

tres momentos, a saber: en el establecimiento de tributos y_ 

obtención de diversas clases de recursos, en la gestión o m~ 

nejo de sus bienes patrimoniales y en la erogación de recur­

sos para los gastos públicos, así como las relaciones jurídl 

cas que en el ejercicio de dicha actividad se establecen en­
tre los diversos órganos del Estado o entre dichos órganos y 

los particulares, ya sean deudores o acreedores del Estado." ?O 

Aún más, Ernesto Flores zavala, explica: "El Derecho f.!, 
nanciero Público o Derecho Fiscal es una rama autónoma del -

Derecho Administrativo, que estudia las normas legales que -

rigen la actividad financiera del estado o de otro poder pú­

blico.• 71 

De los criterios vertidos en los párrafos precedentes,_ 

vale concluir que, el Derecho Financiero o Derecho Fiscal es 
lo mismo. Es por ello que, podemos denominarlo sencillamente 

de esta última manera, debido a que nuestro sistema jurídico 

lo precisa en esa forma. Convenido lo anterior, procederemos 

a examinarlo desde ese punto de vista. 

69. Clno <E F.inmas y D!re::to ~. p. 47, T. !., 2a. al., Blit. M:lla:him, R:m­
i::io, 1969. 

70. Daa::to F.lmn::IBO !edan>, p. 15, !B. Bl.. Blit. R:Día, MlKim, 1979. 
71. Elmmt:cs ce FiraTzas EílJíia.s ~. p. n, 22a. w., Blit. R:Día, M>d.cD,1900. 

1 

' 



- 51 -

De conformidad con lo expuesto, Manuel Dublan, aclara:_ 
"Entiéndase por derecho fiscal, la suma de leyes y princi--­

pios que tratan del fisco y de todo lo que con él se relaci.2 
na. La palabra fisco, tomada de la jurisprudencia romana, 

"Fiscus" significa cesta de mimbres; y como era costumbre en 

la antigua Roma guardar el dinero en cestos de metonimia, se 

dió el nombre de objeto guardado; usándose especialmente de_ 

esa denominación cuando se trataba del dinero del príncipe,_ 

para así distinguirlo del erario que era el tesoro público _ 

de la nación. Fisci id est, ha dicho Tácito (libro 60. de -­

los anales, capítulo 2o.) privatorum principia theourorum r~ 

tia initio ab erario quod, publicum populi romani erat, sep.2_ 
rata fuit. en la jurisprudencia española se llamaba fisco ó_ 

cámara del rey al patrimonio de la casa real, y erario al t~ 
soro público. El uso confundió (*) ambas palabras, y hoy con 

la voz fisco se define el erario de la nación. 72 

Cabe señalar que, los vocablos fisco y erario actualme11 

te, representan lo que se conoce como tesoro público, mismo_ 
que se integra con las contribuciones otbenidas por el Esta­

do de los gobernados. 

Hechas estas aclaraciones consideramos importante indi­

car que por materia fiscal, se entiende lo relacionado con -

los ingresos recibidos por el Estado, mismos que se dividen_· 

en: 

Ordinarios.- Se perciben regularmente en cada ejercicio 

72. O= d! cE:a:!-o Fis:al, p. 6, lirp:es:> p::r Ig:a::io Glrdia:rl. En la j¡¡¡;re1l:a cEl. Insti­
tl.JID, Qoa:a, 1865. 
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fiscal, para cubrir teóricamente los gastos públicos realiz.!!_ 
dos. Estos se clasifican en: Impuestos, aportaciones de seg_!!. 

ridad social, contribuciones de mejora, derechos, aprovecha­

mientos y productos. 

Extraordinarios.- Se obtienen en circunstancias anorma­

les, ésto es, en los casos de guerra, epidemias, catástrofes 

y crisis económicas, por cuyas situaciones el Estado realiza 

erogaciones extraordinarias. 

En este supuesto están los impuestos extraordinarios,­

derechos extraordinarios, empréstitos, emisión de moneda. e~ 

propiación de servicios personales. 

Ahora bien, al conjunto de normas jurídicas relativas -

al establecimiento de contribuciones, como son: Impuestos, -

derechos, aportaciones de seguridad social y contribuciones_ 

de mejora, se le denomina Derecho Tributario, mismo que re-­

sulta ser una rama del Derecho Fiscal. 

Para Archille Conato Giannini, "La autonomía del Dere-­

cho Tributario se justifica, además por las especiales cara~ 

terísticas que esta rama del Derecho administrativo presenta 

frenta a las demás; como exactamente observa Blumenstein, 5-­

en ninguna otra parte del derecho administrativo aparece tan 
netamente delimitada la relación jurídica entre el Estado y_ 

el ciudadano, tanto.desde el pun~~ de vista material, como 
desde el punto de vista formal." 

Asimismo, Manuel de Juana, observa: 11 Debemos entender -

por derecho tributario, aquella parte del derecho financiero 

73. Giarini. l\tthille, D:rato. cb. cit. p. 7. 

• 
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que tiene por objeto todo lo concerniente a las normas que -
disciplinan la relación jurídica principal y las accesorias_ 
provenient.es de los tributos, vale decir, de este tipo de r.!:, 

cursos derivados, entre los que se ofrecen al Estado para 12 
grar los medios pecuniarios necesarios para el desarrollo de 

sus actividades. 1174 

De acuerdo con los criterios expuestos, cabe manifestar 
que el Derecho Tributario constituye una rama del Derecho -­
Fiscal, cuyo agrupamiento de normas tiene por objeto el est~ 

dio del nacimiento, modificación y extinción Jurídica de los 

tributos. 

Es incuestionable la relación del Derecho Fiscal y Tri­

butario con otras disciplinas jurídicas, con la finalidad d~ 

aplicar sus disposiciones para resolver problemas que dentro 

de sus normas no tienen solución. Por tal motivo, en materia 

fiscal se aplican primeramente las normas especiales; en se­

gundo lugar, el Código Fiscal de la Federación cuando no --­

exista norma aplicable en los preceptos especiales y, por ú!. 

timo, se recurre a la aplicación supletoria del Derecho Fed~ 

ral Común y a los principios generales del derecho, enten--­

diéndose por estos últimos las directrices, postulados, prin 

cipios de la reflexión lógico-jurídica que orientan a la re~ 

lización de valores jurídicos como son: La justicia, la seg~ 

ridad y el bien común. 

Cabe destacar que las disposiciones fiscales que esta-­

blezcan cargas a los particulares y las que señalan excepci.2_ 

nes a las mismas, así como las que fijan las infracciones y_ 

sanciones, son de aplicación estricta. A contrario sensu,las 

74. O. Jl.BD, Mnel.. cb. cit. ¡:p. 79 y OO. 
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otras disposiciones se interpretarán a través de la hermené,!:!. 
tica, Jurídica. 

Es así como Francisco Lerdo de Tejada, considera que 

cuando se omite la regulación expresa por las leyes especia­
les y el Código Fiscal de la Federación deberá aplicarse el_ 

derecho común. Esto se confirma por lo previsto en el artÍC.!:!, 

lo lQ del Código r~ferido; en la inteligencia, que por dere­

cho común, se debe entender el marco Jurídico de las leyes -
especificas de cada materia asi como por los principios gen.2, 
rales del derecho, previstos en el artículo 14 Constitucio-­

nal, en relacion con el 19 del Código civil para el Distrito 
Federal en materia del fuero común y para toda la República_ 

en materia Federai.
75 

Cabe considerar a los principios generales del derecho, 
como las directrices derivadas de todo el ordenamiento jurí­
dico, las cuales constituyen el apoyo de la creación de la -
Ley VERBI GRATIA "NULLUM CRIMEN NULA E'OENA SINE LEGE", NADIE 
PUEDE SER CONDENADO NI PRIVADO DE SUS DERECHOS SIN PREVIA -­
OPORTUNIDAD DE DEFENSA. TODO EL QUE CAUSA UN DA90 INTENCIO-­
NAL O POR IMPRUDENCIA ESTA OBLIGADO A RESARCIRLO. 

De conformidad con lo manifestado en los párrafos prece 
dentes, la interpretacióñ asume un rango primordial dentro "::' 
de la actividad de aplicar el derecho, pues, desentrañar el_ 
sentido de la ley requiere de medios auxiliares para pene--­
trar en el sentido de ésta, mismos que consisten en: 

a) Examinar los trabajos preparatorios así como exposi­
ción de motivos y discusiones parlamentarias. 
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b) Analizar la tradición histórica y las costumbres en_ 

la época en que se expidió la Ley. 

e) Los procedimientos indirectos de que se vale el in-­

térprete, si los medios anteriores resultan infructuosos. En_ 

tre éstos figuran la equidad y los principios generales del 

derecho. 

Por consiguiente: " ••• interpretar el derecho es igual a 

reunir sus elementos constitutivos, existentes como datos d1!_ 

dos en forma objetiva en la ley, en jurisprudencia, tratados 

internacionales, supletoriamente en la costumbre, tratándose 

de México, y finalmente en la norma individual el contrato,_ 
el testamento, etc. En otras palabras, al interpretar el de­

recho en relación con un caso concreto nuestra labor consis­
te en: 

a) Verificar la realización del supuestÓ; 

b) Determinar la naturaleza de cada una de las conse--­
cuencias y 

e) Los hechos posteriores como realización de las cons~ 
cuencias, ejercicio de derechos, cumplimiento o incumplimie.!l 

to de deberes para poder determinar, finalmente, cuál es la_. 
conducta debida en el caso concreto 11

• 

76 

7 6. ~. CB:ar. El l'St1Dio M t:Ete:to, p. 428, B:lit. Eta:tfu, S.A. loéd!:o, 1953. 
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Así, Ezio Vanoni, expresa: 11 La precisa delimitación de_ 

las funciones atribuidas al intérprete en materia de herme-­

néutica jurídica constituye una de las cuestiones que duran­

te más largo período de tiempo han dividido a la doctrina ••• 

el canón de la interpretación de la norma tributaria está -­

constituido por el principio de que para aplicar correctame.!! 

te el precepto legal, de acuerdo con el fin que le es pro-­

pío, es preciso proceder a la exacta valoración de la fun--­

ción económica, de los hechos sociales a que se refiere la 

norma impositiva."77 

El orden de aplicación de las normas fiscales se encue.!!. 

tra establecido en los artículos ¡g y 52 del actual código -

Fiscal de la Federación, el cual señala a las leyes estable­

cidas en el Código Fiscal de que se trata y por último el d~ 

recho Federal común. 

Del análisis realizado se deduce que todo el derecho C,5?. 

mún es aplicable en materia fiscal verbi gratia: cuando se -

trate de cuestiones de procedimiento, las a~toridades fisca­

les deben fundar sus resoluciones por regla general en el C§. 

digo Federal de Procedimientos Civiles. En lo relativo al -­

fondo de los asuntos debe emplearse el Código Civil para el_ 

Distrito Federal en materia del fuero común y para toda la _ 

República en materia federal, sin que en determinados casos_ 

se deba estar a lo previsto en otras disposiciones Jurídicas. 

Con base en estas reflexiones, podemos expresar que, --

77. Notmalera e integ:xeta:iá1 ce las Ie¡es 'll:itutadas, El?• 46, 47 y so, 'll'.ab:clln ce 
r-mt:in QEr:alt, Rlit. ll:tt A. Giuffi:e, Milin:>, 1961. -
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cuando el Estado al realizar sus actividades fiOancieras, e.!. 
tatuye tributos y viole con sus actos los derechos e intere­

ses jurídicos del contribuyente, éste dispone de medios de -

defensa para impugnar dichos actos. 

El referido código Fiscal, establece dos recursos de -­
los cuales únicamente nos ocuparemos del recurso de revoca-­

ción por ser el tema a desarrollar en este trabajo terminal. 

El recurso de revocación constituye una defensa admini,!. 
trativa, que no es obligatorio para el recurrente interpone!: 

lo, por ser de carácter optativo, es decir, el particular -­

afectado puede promover juicio de nulidad ante el Tribunal -

Fiscal de la Federación, o en su defecto, interponer el men­

cionado recurso; en la inteligencia de que dicho juicio de -

nulidad no puede iniciarse sin que se haya resuelto el recuE_ 

so de revocación, (véanse artículos 116 Fracc. I, 120, 121,_ 

122, 123 y 125 del Código Fiscal de la Federación). 

La impugnación opcional mediante el recurso de revoca-­

ción también se establece en otros países como es el caso de 

Argentina según lo señala Carlos M. Giuliani Fonrouge, 11 Se-­

gún el art. 71 de la ley citada, 11 contra las resoluciones -­
que impongan multas o determinen los impuestos y accesorios_ 

en forma cierta o presuntiva", los afectados pueden optar -­

por una de estas dos vías procesales: recurso de reconsider~ 

ción ante la propia Dirección General Impositiva; o bien, r.!_ 
curso de apelación ante el Tribunal Fiscal. En ambos casos -

debe interponerse dentro de los quince días hábiles de noti­
ficada la resolución, pues en la ley 11.683 todos los térmi­
nos cuentan por 11 días hábiles" (art. 14), y una vía es exclJ! 
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cluyente de la otra. De manera que si el contribuyente o re!?. 

pensable solicitó reconsideración de la resolución determin~ 
tiva, automáticamente le queda cerrada la vía del Tribunal -

Fiscal, e inversamente. 1178 

Cabe hacer hincapié que, además del carácter optativo -

del recurso que se ha hecho mérito, resulta el más importan­

te y eficaz de los recursos o defensas administrativos esta­

blecidas en el Código en comento. 

Lo anterior se confirma con lo expresado por Arturo Hum 

phrey Salinas, al declarar que el recurso de revocación que_ 
estatuye nuestro código Fiscal Federal, se estableció con el 

fin de evitar la acumulación de juicios en el Tribunal Fis-­
cal de la Federación, además de considerar que la propia au­

toridad administrativa debería conocer de las razones esgri­

midas por los gobernados agraviados por las resoluciones di~ 
tadas en materia fiscai. 79 

Es obvia la importancia del recurso que nos ocupa, pues 

implica sencillez en el procedimiento y pocas formalidades -

para el mismo con la finalidad de hacer más expedita la adm.!_ 

nistración de justicia. 

B} Definición de revocación. 

El criterio de los tratadistas doctrinarios es evidente 

78. !l:!m:l:xl F:inn::ia:o, w. 789 y 790, \bl. II, :la. Rl., Blit.llap!]na, B.aD3 Aizes, 1973. 
79. Cfi:. R:mulacio cE Instacias, I:Efalx5, lmJm::s y juicic:s cE In:b1e F:is:::al., p. 53.,_. 

Blit. 'lalle:es cE G:afiCDlc:r, S.A., M§id!D, 1900. 
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y se encaminan e inclinan en afirmar que, el recurso de rev2 

cación es el que se interpone ante la misma autoridad admi-­

nistrati va emisora del acto, a fin de que lo revoque, modifi 

que o confirme su resolución. 

Agustín Gordillo, dice: en un sentido original del tér­

mino y doctrinalrnente correcto, el recurso de revocación se­
ría aquel presentado ante el mismo órgano que dictó una res2 

lución, para que la revoque por contrario imperio.SO 

Bartolomé A. Fiorini, lo define de esta manera: '1 El re­

curso de revocación es la petición del administrado ante el_ 

mismo órgano que dictó el acto, cuando considera que ha afe,2. 

tado sus derechos o intereses legítimos, con el objeto de -­

que lo anule, rectifique o lo sustituya.81 

Ai:'mando Porras y López, expresa: "Este recurso es el ti 
pico del procedimiento administrativo. Así como la apelación 
es el recurso por antonomasia del Derecho Procesal Civil, la 
revocación lo es del Derecho Procesal Administrativo. 82 

Jorge Olivera Toro, aclara: la revocación es una de las 

formas de extinción del acto administrativo, al respecto, 
existe una distinción convertida en clásica y con la cual se. 

inicia todo estudio relativo a la revocación de los actos ag, 
ministrativos. Esta se plantea en las figuras jurídicas de 

OO. Cfr. 0:0:B:limimto y 1e:um::s J!dninisb:ati'la!, p. 159, Blit. ~ Al\Ell:eL Blitxr, BJe 
rm Ai.IE.s, 1968. -

81. Mnal. cE Da"Edo l'dninisa:ati"'· p. l0l5, ~ Earte, Blit. s::ciaBi /l"Ólirra Bli­
taa e lilpen:a, BErcs Aires 1968. 

82. te:e:l"o Etttmal. Flll::al., p. 164, Blit. 'll>xta; Uú""'5itarias, S.A., M:Oá.a:>, 1900. 
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anulación y revocación. La diferencia se efectúa con un tér­

mino a saber, 11 invalidez". Si ésta opera y se hace desapare­

cer el acto, existirá la anulación. Por el contrario, si se_ 
retira del mundo jurídico un acto administrativo válido, se_ 

habla de revocación. Los efectos de uno y de otro son ~ 
~, la anulación tiene efectos declarativos y por regla_ 

general, opera retroactivamente. En cambio, la revocación es 

constitutiva y sus efectos se producen a partir del momento_ 
en que revoca el acto, destruyéndose efectos futuros y sin -

afectar a los ya producidos. La declaración es la nulidad -­
del acto inválido, la constitución es el acto revocatorio, -
el cual es una situación jurídica distinta del acto válido -
que se revoca.83 

Es de capital importancia destacar y hacer hincapié en_ 

que el recurso administrativo de revocación en la doctrina,_ 
así como, en diversas legislaciones tanto nacionales como e~ 

tranjeras, tiene diversas aceptaciones y diferentes nombres, 
a manera de ejemplo; podemos señalar: Reposición, oposición, 
reconsideración, reclamación y revocación. 

Miguel Marienhoff, sostiene: "En la doctrina y en la -­
práctica este recurso es denominado de diversas maneras: re­
vocatoria, de reposición, de opocisión, de reCX>nSide.ración." B 4 



- 61 -

Armando Herrera Cuervo, afirma: en efecto como observa_ 
Marienhoff en su obra la revocación ha sido llamada de múlti 

ples maneras, pero también otros recursos distintos han rec.!. 
bido aquella denominación.SS 

Alfonso Nava Negrete, opina: "Al de reconsideración llá­
mese también, recurso de r~oosición, 33 de opocición, 34 revo­

cación,35 reclamación. 36 ·"86 

Manuel María Diez, apunta: "Son varias las denominacio­

nes que en la doctrina y en la legislación se han dado al r~ 

curso que nos ocupa. En general se lo conoce con el nombre -
de recurso de reposición. Así, en España, la ley de procedi­
miento administrativo se refiere al recurso de reposición. -
En México se lo conoce con el nombre de recurso de reconsid~ 

ración o revocación administrativa. En Francia el recurso se 
lo llama gracioso. En Italia se lo llama recurso de oposi--­
ción. 1187 

De conformidad con lo expuesto, es dable afirmar que la 

reposición, oposición, reconsideración y reclamación, se --­
identifica con la revocación tal como se le denomina y desi~ 
na en nuestro país, por ésto, resulta procedente sostener -­
que se trata del mismo recurso. De acuerdo con la opinión de 
los tratadistas la revocación es inoperante y poco práctico, 

ss. lmltm l'dTiinisb:ativo y 9.Egmién cEl. l.'n:x:a'limimt <E Eja:u:iá>, p. 12, Biit. EO­
n:úa, f>édco, 1976. 

86. N>l.a ltgrete, Alfi:rs:>. cb. cit. p. 103. 
¡;¡.Diez, - Mirla. cb. cit. p. 483. 
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pues ésta, se interpone ante la propia autoridad emisora del 

acto administrativo atacado. 

Al respecto, José María Villar y Romero, dice: "El re-­
curso de reposición no es demasiado relevante ni eficaz, por 

lo que no suele estar admitido en la mayor parte de los re-­

glamentos de procedimiento administrativo. En efecto, en la_ 

mayoría de las ocasiones no cabe confiar en el éxito de un -

recurso que se interpone ante la propia autoridad u organis­

mo que se ha desestimado ya las pretensiones de un particu-­

lar; significa, por ello, una dilación que perjudica tanto a 

la Administración como al recurrente; no obstante, bien usa­
do y entendido tanto por aquélla corno por éste, puede subsa­

nar rápidamente errores sin necesidad de acudir a los largos 
y complicados trámites de un recurso de alzada. 1188 

Jesús González Pérez, explica: "La doctrina ha dudado -
mucho de la eficacia del recurso de reposición, por razón de 
la psicología del funcionario. Pérez Serrano, refiriéndose a 

la reposición procesal, dice: Nuestros procesalistas, con el 
ardor de neófitos que corresponde a quien estrena técnica, -
han discutido briosamente si la reposición constituye propi~ 
mente un remedio o un recurso. Probablemente no es ni lo uno 
ni lo otro; es una manera de perder el tiempo, porque dado -
su eficacia práctica ••• y análoga conclusión llega al refe--. 
rirse a la reposición administrativa. 1189 

88. ll!m:h:> 0nl1sü ldnini.stratim, p. 172, EDna:a Ellrte, llli.t. Ier.ist:a ce i:e:.ao ¡ri'"' 
dJ, Mtlcicl, 1944. -

89. Damo 0nl1sü Mnirristi:atho, p. SI, T. ID., :>a. Bl., llli.t. Imtitutil ce EStulks 
E6litia:s, Mllcid, 1967. 
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Miguel Fenech, anota: "Entendernos por recurso previo de 
reposición aquel acto complejo, mediante el cual se pretende 
que aquellos funcionarios del órgano administrativo que pra.E, 
ticaron el acto de imposición, lleven a cabo un nuevo examen 
de su licitud y regularidad, y, en su caso, practiquen un -­

nuevo acto que sustituya al anterior o declaren éste sin --­

efecto. 

El recurso de reposición constituye un acto procesal en 

el sentido de que tiende a evitar la iniciación y desenvolvi 

miento de un proceso tributario de declaración interno, per­
lo que repetimos, cumple una función similar a la del acto_ 

de conciliación en el proceso civil. En realidad, constituye 

un verdadero proceso de corta duración de carácter adminis-­
trati vo y no jurisdiccional, ya que no tiende a garantizar -
el cumplimiento de las leyes, sino a evitar errores cometi-­
dos por un funcionario, mediante autorrevisión de su propia_ 
actividad. No existe, por otra parte, el deber de imparcial.!, 
dad del funcionario que lleva a cabo esta actividad revisora 
y esta nota se desvirtualiza todavía más si se tiene en cue.!!. 
ta, como luego veremos, que los funcionarios de la interven­
ción pueden oponerse a la reforma del acto sin la necesidad_ 
de razonar la oposición; vemos pues, que una de las partes,_ 

la Administración, a través de sus órganos de Intervensión -: 
puede frustrar los resultados del proceso. 1190 

En nuestro país, el referido recurso de revocación se -

90. !?rin::ipks ce ra:e:to E'rc:cEsal. 'll::ib.!t:ario, p. 179, T. m., Bilt. Lilxe::ía B:Edl, Rlt'­
oelcra, 1951. 
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interpone ante la misma autoridad emisora de la resolución._ 

Sin embargo, ésta generalmente no resuelve el recurso en ci­

ta, debido a que decide el conflicto una autoridad especial_ 

o la jerárquicamente superior. No obstante, de acuerdo a --­

nuestro real saber y entender consideramos que debe resolver 

una autoridad superior en todos los casos y recurso adminis­

trativos, en este sentido es nuestra propuesta. En consecue.!! 

cia, proponemos que el recurso en cuestión debe seguir con -

el carácter de opcional en cuanto a su interposición. 

Con relación al tema cabe destacar el criterio de Ma--­

nuel María Diez, el cual considera que: 11 En el orden nacio-­

nal, el recurso de revocatoria está reglado por el derecho -

7520/44 que así lo denomina. Pero en realidad, en esta mate­

ria también se presenta la cuestión terminológica, ya que a.!, 

gunos autores le llaman recurso de oposición otros lo llaman 

de reposición. Y así lo llama también la legislación españo­

la (art. 126 de la ley de procedimiento administrativo). En_ 

Francia este recurso se llama gracioso. En realidad, si se -

aceptara la denominación de recurso de reposición habría que 

partir de la base de que debe ser interpuesto ante la misma_ 

autoridad, que dictó el acto. Este principio no se aplica e.!!. 

tre nosotros, ya que de acuerdo al derecho 7520/44, a que -­

nos hemos referido, el recurso de revocatoria tiene que ser_ 

resuelto por la autoridad superior del funcionario u órgano_ 

administrativo del que emanó la resolución recurrida. De ma­

nera, entonces, que no puede aceptarse la denominación de r.!!_ 

curso de reposición. Por lo demás, hay que observar que si -

este recurso se interpusiera ante la misma autoridad que di~ 

tó el acto, ésta habría de actuar corno juez y parte, ya que_ 

por un lado dicta el acto y por el otro, ante el recurso del 
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particular resuelve acerca de la legitimidad o la oportuni-­

dad del mismo. 

También nos parece que la denominación del recurso de -

revocatoria es un elemento limitado ya que el órgano ante el 

que se interpone está facultado no solamente para revocarlo, 

sino también para modificarlo o reformarlo si así lo cree -­

conveniente. De manera, entonces, que sus facultades son mu­

cho más anq>lias que las que surgen de la simple revocatoria. 91 

En síntesis cabe expresar que, el recurso de revocación 

es el medio de defensa con que cuenta el particular que lo _ 

interpone ante la misma autoridad administrativa emisora del 

acto impugnado. Como ya se manifestó a este recurso se le d.!, 

nomina con diferentes nombres en las diversas legislaciones_ 

en México consideramos conveniente sugerir que el recurso de 

revocación se establezca con el carácter de recursos jerár-­

quicos como ya quedó manifestado. 

C) Procedencia del recurso de revocación. 

El recurso de revocación será procedente si contiene -­

los elementos esenciales y secundarios de los recursos admi­

nistrativos. Al analizar el recurso de referencia, prescindi 

remos de algunos de dichos elementos en razón de haberlos ya 

examinado con antelación. Por ello, estudiaremos los más im­

portantes y exclusivos del recurso de que se trata. 

Los principios de existencia del recurso de revocación_ 

en materia fiscal son: 

91. !llta:Toldninisb:ati.1.0, ¡:p. 'El y :J:i3,T.V., Bllt. Plus lll.tra, EUn::s Aires, 1971. 
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1) Que una ley establezca el recurso. El recurso admi­

nistrativo de revocación sólo existirá si una ley lo instit~ 

ye, ya que sería nulo si no estuviera expresamente señalado_ 

en ésta, por tal razón, el Código Fiscal de la Federación v! 

gente, en sus artículos 116, fracción I, 117, 120 y 125 fi-­

jan dicho recurso. 

2) Que se hagan valer los supuestos de procedencia del_ 

artículo 117 de nuestro Código fiscal Federal. De acuerdo -­

con el referido numeral, el recurso de revocación procederá 
contra resoluciones definitivas que: 

I. Determinen contribuciones o accesorios. 

II. Nieguen la devolución de cantidades que procedan 

conforme a la ley. 

III. Siendo diversas de las anteriores, dicten las aut~ 

ridades aduaneras. 

3) Que se discuta un acto dictado en materia fiscal. -­

Unicamente las resoluciones definitivas emitidas por autori­

dades fiscales deben ser combatidas mediante el recurso en -

cuestión. 

4) Que afecte el interés jurídico del recurrente. El a~ 

to o resolución de la autoridad fiscal debe causar una le-­

sión a los derechos o intereses jurídicos del contribuyente, 

puesto que si no existe vulneración que afecte al particular 

directamente perjudicado, no hay recurso. En consecuencia e~ 

te principio indica que Para impugnar un acto definitivo de 

las autoridades ficales, el titular del recurso debe ser el_ 
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contribuyente lesionado en sus derechos o intereses. 

5) Legitimidad del recurrente para interponerlo. La le­

gitimación del promovente, existe cuando éste reúne los re-­

quisitos ordenados en las normas jurídicas. Puede ser el PªE 

ticular directamente afectado, o el tercero autorizado lega,!. 

mente por aquél. 

Eduardo Pallares, refiere: "La legitimación, en gene--­

ral, es la situación en que se encuentra una persona con re~ 

pecto a determinado acto o situación jurídica, para el efec­

to de poder ejecutar legalmente aquél o de intervenir en és­

ta, si puede hacerlo, está legitimado; en caso contrario no_ 

lo está. La legitimación procesal es la facultada de poder -

actuar representando a éstos. La legitimación procesal, debe 

distinguirse claramente de la capacidad jurídica. La capaci­

dad, en general es una cualidad de la persona, que presupone 

determinadas facultades o tributos, mientras que la legitim~ 

ción es la situación dé la persona con respecto al acto o la 

relación jurídica. 11 92 

6) Que exista un plazo dentro del cual se haga valer el 

recurso. El recurso administrativo de revocación se inter--­

pondrá dentro de los cuarenta y cinco días siguientes en que 

haya surtido efectos la notificación del acto combatido, de_· 

conformidad con el artículo 121 del Código Fiscal de la Fed~ 

ración. 

7) Que exista un término en el cual ha de resolverse el 

recurso. El recurso que nos ocupa debe resolverse por las 

92. Ellllam!, Elhmb. (]:). cit. p. Sll.. 
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autoridades fiscales en un término que no exceda de cuatro -

meses contados a partir de la fecha de interposición del re­

curso, como así lo establece el numeral 131 del Código preci_ 

tado. 

Una vez hechos los señalamientos precedentes en forma -

somera en cuanto a los requisitos de procedencia del recurso 

administrativo de revocación, es importante analizar los su­

puestos de procedencia del recurso citado, mismos que están_ 

preceptuados por el numeral 117 del actual Código Fiscal de_ 

la Federación. 

Por lo que hace al primer supuesto del artículo en cue~ 

tión, procede contra todas las resoluciones definitivas que_ 

determinen contribuciones o accesorios. 

Genaro Martínez Siller, manifiesta: "Dentro del proced_i 

miento fiscal administrativo estas son las resoluciones de 

mayor importancia, ya que las mismas vienen a ser el corola­

rio de dicho procedimiento, al contener el resultado líquido 

de la revisión o investigación que les hubo precedido. 

Tan señalada es la importancia de estas resoluciones, -

que el propio Código permite optar al causante entre la in-­

terposición del recurso de revocación y la impugnación de n~ 

lidad de tal resolución ante el Tribunal Fiscal de la Feder~ 
c.i.ón (Art. 161 infine). ,,93 

En consecuencia, las resoluciones definitivas tienen e.:!. 

93. Us ie:um:s en el °"'6:io F.i.9:Bl. Rtto:aJ. r.aciam,p. 6, rúieo 342, Rlit. RMst:a ~ 
cal y F.inn::iem, l'g:Stxl, MfuOJ, 1976. 
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pecial trascendencia debido a que fijan la obligación fiscal 

del contribuyente en cantidad líquida. 

Antes de examinar el concepto de obligación tributaria, 

analizaremos someramente la obligación en forma génerica. En 

las Institutas de Justiniano la obligación se definió de la_ 

siguiente manera: 11 obligatio est iuris vinculurn que necessi­
tate adstringimur alicuius solvendae rei, secundum nostra el:, 
vitatis iura" lo cual se traduce como: la obligación es un -

vínculo jurídico por lo que somos constreñidos con la neces!, 

dad de pagar alguna cosa, según el derecho de nuestra ciu--­
a .• a. 94 

R-lfael Rojina Villegas, afirma: "Tradicionalmente se ha 

definido a la obligación como un vínculo jurídico por virtud 

del cual una persona denominada deudor, se encuentra constr.!:_ 

ñida jurídicamente a ejecutar algo en favor de otra persona, 

llamada acreedor. 1195 

En la actualidad el término vínculo jurídico se ha sub.!!, 

tituído por la expresión relación jurídica. 

La relación Jurídica es reconocida por el Derecho con 

el fín de regular las actividades de dos sujetos; uno., con -

94. Cfr. Jglesias, Jun. ta:e:to R:naro Irstitu:::iaES <E i::er:a:ro Pril.a:b, p. 390, 7a. Et!., 
E:li.t. l\riel, S.A., Bm:elaa 1982. 
Gbrnllas, Giillimo. Pé¡;ertccio Juócli.cD <E Imriaes, Mixines y l\fi:rian::s Iatircs 
y Q5t::el.1;n:s, p. 9, Rlit. Hiliast:a, S.R.L., B.am Aires, 1972. 

95. 'IB:l:ia O;!e:al <E las Oili.g3c::ia!s, p. 107, T. m., S.. Et!., E:li.t. R:cña, 1'écim, -
1978. 
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el carácter de acreedor para exigir el cumplimiento de una -

prestación pecuniaria y el otro, llamado deudor con el deber 

de entregar una cantidad determinada. Si el contribuyente -­

cumple con dicha obligación, se extingue ese vínculo jurídi­

co. 

Jacinto Faya Viesca, explica: "El Estado no requiere 

del concurso privado para crear un núcleo de relaciones jurf 

dicas. No obstante esto, el moderno Derecho Fiscal hace ref~ 

rencia a la existencia de relaciones jurídicas es lo que pe~ 

mite el ejecicio del poder financiero del Estado, sujetando 

al contribuyente en una posición pasiva ante la posición ac­
tiva de la Administración. La trabazón de estas relaciones -

jurídicas depende de la realización de los hipotéticos su--­
puestos contenidos en las normas fiscales. 1196 

Con base en los señalamientos precedentes, podemos afi~ 
mar categóricamente que el Derecho Fiscal como rama del Der.!. 
cho Público difiere en lo particular con el Derecho privado, 
pero en vista de que ambos son parte del mismo sistema Jurí­
dico, se enlazan entre sí. Por eso, las obligaciones en gen.!, 
ral se identifican con la obligación tributaria. 

Manuel de Juana, expresa: 11 La obligación tributaria, o_ 
simplemente el tributo constituye en su esencia una presta--· 
ción pecuniaria coactiva que pesa sobre un sujeto (contribu­
yente) a favor del Estado u otra autoridad pública que tenga 

derecho a ese ingreso (213) como consecuencia de su poder de 

96. F.irmzas EQili.c:es, p. 158, Blit. R:l:riÉ!, M:.dm, 1981. 
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imposición." 97 

Para nosotros la obligación tributaria constituye una -

relación jurídica por medio de la cual la Federación, el Di.,! 

trito Federal, los Estados y Municipios están facultados por 

una ley para exigir de un particular una prestación pecunia­

ria. Además, las obligaciones fiscales derivan de una manera 

inmediata y directa de la ley, por ello, se le conoce como -

obligaciones ex-lege. 

Sergio Francisco de la Garza, afirma: "Hensel, siguien­

do la orientación de la legislación alemana tributaria, de -

1919, sostuvo que la obligación tributaria es una obligación 

ex-leqe, cuyo nacimiento requiere de dos elementos: uno, la 

existencia de una norma.legal, que disponga un presupuesto -

abstracto, general, hipotético, que pueda producirse en la -

vida real para que se cree una obligación tributaria a cargo 

de los particulares; dos, la realización, en la vida real, -

de ese hecho jurídico contemplado por la ley. 1198 

Alfonso Cortina Gutiérrez, menciona: 11 Es preciso indi-­

car que si bien la voluntad unilateral del legislador es la_ 

que determina las obligaciones tributarias, sin embargo se -

ría claramente erróneo afirmar que basta la voluntad del le­

gislador para crear esa clase de obligaciones. El legislador 

no puede crear algo de la nada, se necesita que en todo caso 

un hecho venga a concurrir con la hipótesis prevista por la_ 

97. re ..,,..,, Mnlel. Cb. Cit. p. 249 
98. Di Ja Gma, !e:gio El:lrcis:o. Cb. Cit. p. 536. 
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ley, para que opere el nacimiento de la obligación tributa-­

ria, si no existe un hecho jurídico que hipotéticamente ya -

ha sido previsto por el legislador, entonces la obligación -

tributaria no podrá formarse. 1199 

con vista en los criterios y pareceres expuestos se co.!!. 
cluye que, cuando la norma jurídica establece una obligación 

fiscal, ésta se origina en forma abstracta. En cambio, cuan­

do ese deber que ya tiene vida jurídica se concretiza al re_!, 

!izarse las situaciones jurídicas o de hecho previstas en la 

ley, nace la obligación fiscal. 

Es importante aclarar que, los elementos de la obliga-­

ción fiscal son: El sujeto activo y el sujeto pasivo. 

Archille oonato Giannini, manifiesta: "Siendo la rela-­

ción impositiva fundamentalmente una relación de obligación, 

presupone la existencia de dos sujetos: uno, el sujeto acti­

vo, al que la ley le atribuye determinados derechos o pode-­

res; otro, el sujeto pasivo, al que la ley impone determina­

das obligaciones. Y como la relación impositiva tiene su ba­

se jurídica en la potestad financiera del Estado, se despre.n, 

de que el sujeto activo de la relación sólo puede serlo el -

propio Estado o un ente público al que la ley confiere la el!. 

presada potestad, en tanto que pueden ser sujetos pasivos tS?, 
das las personas sometidas de algún modo a la repetida pote.!!. 
tad." 100 
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Es dable señalar que, el sujeto activo está integrado -
por la Federación, Distrito Federal, Entidades Federativas y 

Municipios. Por el contrario, el sujeto pasivo se compone de 
personas físicas y morales. La física desde el punto de vis­
ta genérico, es todo ente biológico conocido como hombre. La 

moral, son las asociaciones civiles que persiguen fines com~ 

nes de conformidad con lo establecido por el precepto 25, del 

Código Civil para el Distrito Federal en materia del fuero -

común y para toda la República en materia federal. 

Ignacio Galindo Garfias, afirma: El vocablo upersona" -

en su aceptación común, denota al ser humano, es decir, tie­

ne igual connotación que la palabra 11 hombre 11
, que significa_ 

individuo de la especie humana de cualquier edad o sexo. 11 101 

Es así como podemos definir el concepto de persona, de,!. 

de el punto de vista jurídico, es todo ente capaz de ser su­

jeto de derechos y obligaciones. Además, toda persona tiene_ 

los siguientes atributos: nombre, domicilio, estado civil 

(sólo las físicas), capacidad, patrimonio y nacionalidad. 

Eduardo García Máynez, considera: ºLas personas jurídi­

cas divídense en dos grupos: físicas y morales. El primer -­

término corresponde al sujeto jurídico individual, es decir, 

al hombre en cuanto tiene obligaciones y derechos; se otorga 

el segundo a las asociaciones dotadas de personalidad (un -­

sindicato o una sociedad mercantil, por ejemplo). Como ambas_ 

101,!:l§!!a;to Civil, p. lJl., 0::ina: =· ;>a. Etl •• Efilt. Etzña, lé<ic:o, 1976. 
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designaciones son ambiguas, preferimos decir persona jurídi­

ca individual o persona jurídica colectiva. 11102 

con vista en los criterios vertidos, consideramos que -

la esencia de la obligación tributaria ha quedado definida,_ 

por cuyo motivo nos ocuparemos de explicar la resolución de­

finitiva y el vocablo determinar. 

Las resoluciones emitidas por la autoridad fiscal deben 

fundarse en la norma específica, para crear situaciones jurf 

dicas concretas respecto de los particulares. Con relación -

al término definitivo, se deduce que la decisión tiene ese -

carácter cuando resuelve un problema individual en forma fi­

ja y concreta. 

En cuanto a la palabra determinar, ésta debe relaciona.E,. 
se con las contribuciones y accesorios; sin embargo, cabe -­

apuntar que en estricta técnica jurídica vale decir determi­

nar créditos fiscales y accesorios, por tal razón sugerimos_ 

se reforme la fracción 1 del artículo 117 del Código fiscal_ 

de la Federación vigente. 

La expresión "determinar" en la doctrina ha dado lugar_ 

a grandes polémicas, puesto que dicha voz en cada país se 

traduce y significa algo distinto. 

Fernando Sáinz de Bujanda, expresa: ºLa liquidación es_ 

el segundo de los dos grandes temas del Derecho Tributario -

102. Inb:txi=iá1 al ESb.l:D.o cE1. ta:a:ro, p. Zll, ZJa. B:l.' B:li.t. Etc:fa, l>édm, 1$7. 



- 75 -

sobre los que he juzgado pertinente formular algunas aclara­

ciones terminológicas. Como es sabido, con el fin de dar sa­

tisfacción al crédito impositivo que compete al ente público 

es necesario investigar y determinar previamente la existen­

cia y la cuantía de dicho crédito. Esto se consigue mediante 

una cierta actividad prevista en la ley, que recibe diversos 

nombres en los distintos sistemas jurídicos (Steuerveranla-­

gun, en alemania y Suiza; Lancamento, en Portugal y Brasil; 

Accertamento, en Italia; etc.) ¿Cómo traducir 11 accertamento 11 

al castellano, en el ámbito tributario y con la significa--­

ción específica que acabamos de señalar?. 

En realidad, éste ha constituido un problema que se ha_ 

planteado a cuántos -autores o traductores- se han visto en_ 

la necesidad de expresar con terminología española ese tipo_ 

de actividad administrativa dirigida a señalar la cuantía -­

del crédito fiscal. Tanto es así que algunos han optado por_ 

reproducir el vocablo italiano -por ejemplo, en la versión _ 

de las Instituciones de Pugliese, llevado a cabo en Méjico -

en 1939-, y un profesor de esa nacionalidad, Dino Jarach, a_ 

quien antes me referí, al escribir directamente en español -

su obra El Hecho Imponible, juzgó pertinente incorporar la -

palabra 11 accertamento" corno aclaración a lo que en español -

designó como "procedimiento de determinación 11
• (ob. cit., p. 

32). Reflexionando sobre el problema, he llegado a la concl,!!' 
sión que las dificultades se han planteado, sobre todo, por­
que no es fácil encontrar una sola palabra que sea lo sufi-­

cientemente expresiva en nuestra lengua para expresar la se­
rie de actos que normalmente, se requieren para el crédito -
fiscal, hipotético y abstracto en la norma, se actualice y -

concrete al producirse de hecho los presupuestos objetivos _ 
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del impuesto y al conocerse los sujetos que aparecen ligados 

con esos presupuestos, en la específica relación a la que la 

ley subordina el nacimiento del expresado crédito. 

Estimo en consecuencia, que no es lo más acertado esco­

ger uno de esos vocables para designar la actividad adminis­

trativa que nos ocupa en su conjunto, ya que carecen de suf.!, 
ciente fuerza expresiva para ello. Hablar por ejemplo, de la 
11 deteminación del impuesto" como se hace en algunos libros -

recientes, ofrece el inconveniente de que no se alude con 

claridad a lo que detemina que es precisamente el crédito y 

no al impuesto. 

Para dar solución al problema he optado por la palabra_ 

liquidación y ésta me obliga a dar algunas explicaciones. 

En primer término, he pensado que el vocablo elegido se 

trata en la mayoría de los casos, de un acto administrativo_ 

que se interpone entre la posición de la norma objetiva y su 

aplicación al caso concreto y que determina la suma debida _ 

por el obligado. En los casos, menos frecuentes el propio_ 

obligado quien por una simple operación mental, sin partici­

pación de la administración fija la cuantía de la suma. 

En segundo término, he pensado que la liquidación del -

crédito tributario se acontece a través de actos en los cua­

les se transforma un crédito ilíquido en un crédito líquido_ 

el que se declara y hace exigible por el acto administrativo 

que determina la suma debida."lQJ 

103 .ESt:ulio 0:'eliminar <E la Cb:a <E A.O. Giarini. Iristit:u:iaes <E Q!m:ID '.ltilll:ar::io.­
¡;p. lOIXrI a la=• B:lit. <E ll!m::ID F.ilar:iero, Mrlcid, 1957. 
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Benedicto Caplán, considera: "Cuando la ley establece _ 

el objeto de un tributo, la obligación fiscal existe en for­

ma abstracta. Para fijar concretamente el débito tributario_ 

del sujeto pasivo hay que realizar una operación denominada_ 

determinación {también suele decirse 11 liquidación 11
), lo cual 

implica verificar si los presupuestos legales se han compli­

do en el caso concreto y la medida que alcanza a cada contri 

b~yente. Esta operación puede ser tan simple que es suf lcie~ 

te un mero cálculo mental (por ejemplo, cuando se trata de -

reponer el sellado en la foja de un expediente administrati­

vo) o delicadas indagaciones jurídicas (como son las necesa­

rias para establecer la naturaleza de un documento a fin de_ 

pagar el impuesto en sellos) o complicadas operaciones técn! 

cas (impuestos a los réditos). 

La determinación constituye la operación más importante 

del procedimiento tributario, sin la cual no puede, material 

y formalmente pagarse el impuesto. 

Según un punto de vista, la determinación constituye el 

elemento esencial de la obligación tributaria, sin la cual -

esta última no existe, en tanto no se produce la determina-­

ción, hay sólo la obligación de someterse a ésta, pera no la 

obligación tributaria propiamente dicha: el Fisco no pasee -

aún un crédito sino sólo el derecho de practicar la determi­

nación que, así concebida, vendría a poseer una eficacia --­

constitutiva del crédito fiscal. (10) Pera como dice Tesoro, 

el mismo significado de la palabra determinación ( 11 accerta-­

mento") revela que se trata de precisar algo que preexiste -
(ll)."104 
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Armando Herrera Cuervo, manifiesta: "Por razón de que_ 

el Código en algunas ocasiones usa indistintamente los voca­

blos "determinar" y liquidar refiriéndolos tanto a las obli­

hgaciones entendidas en general, como a créditos, que lo son 

de una calidad específica y, en cambio, tiende a darles sig­

nificados distintos en otros preceptos, proponemos que se h~ 

ble de 11 determinar obligaciones" cuando se aluda al nacimie!!. 

to del hecho generador de las mismas, y de "liquidar obliga­

ciones", como la actividad de fijarlas en una cantidad prec.!_ 

sa, y otorgarle a la obligación ya líquida el nombre de cré­
dito. nlQS 

En efecto, nosotros convenimos que determinar, es con-­

vertir una obligación fiscal concreta en pesos y centavos. -

Esta obligación ya transformada en dinero en efectivo se de­

nomina crédito fiscal. 

En consecuencia, crédito fiscal significa que el Estado 

al determinar en cantidad líquida una obligación fiscal, ti~ 

ne confianza en que el contribuyente se la pagará en la fe-­
cha o dentro del plazo fijado en las disposiciones respecti­

vas. 

Manuel Dublán, dice: "Reconocido por los economistas -­

que el crédito descansa en la confianza, y que consiste en_ 

la facultad de poder usar de los recursos de otro, se funda_· 

naturalmente en las garantías que presta el Estado con rela­
ción á la buena administración de sus rentas. 11106 

105. Je:ln:!n; ldninlstzati~ s.isp:miá1 <E Pro:a:limimto Mtrlnist:cati"' c:e Eje:u:ifn,-
P· lB BD.t. RxtiB, , 1976. 

m;; D.blán, MnEJ.. °'· cit. p. 78. 



- 79 -
Tf.S~ tw DESE 

LA Bmll6TECt1 

Carlos M. Giuliani Fonrouge, afirma: "Recuerda un dis-­

tinguido tratadista2 , que "crédito significa etimológicamen­

te, creer o tener confianza 11
• Este concepto, agrega, ya apa­

recía en el siglo XV, y se ha mantenido a través del tiempo, 

vinculándose hoy como antaño, con la idea de confianza o fe­

en la persona; y en tal sentido genérico, la expresión crédl 

to se relaciona "con dos formas de creencia: la confianza o_ 

fe en la moral de una persona dispuesta a cumplir con sus d~ 

beres y obligaciones; y la creencia de que podrá cumplirla -

por disponer de medios económicos.•• 1 º7 

Luis G. Labastida, opina: "El crédito cuya verdadera n2 

ción se ha fijado ya, se divide en dos grandes grupos, á sa­

ber: público y privado; el primero corresponde al caso en 

que el Estado desempeña el papel de deudor, y el segundo, 

cuando un particular es quien tiene ese carácter. 11108 

Guillermo Ahumada, declara: 11 El crédito público naces!, 

multáneamente con la organización constitucional de los Est~ 

dos. Es un hecho histórico aceptado hoy voluntariamente por 

todos y su fuerza descansa, a diferencia del crédito priva-­

do, en un principio de confianza de capacidad y voluntad de_ 
pago, más que en la existencia de garantías reales, como es 

el de la práctica en los negocios privados." l09 

ID7. R:nto.go, an:Ia; M. Giuliati.. cb. cit. ¡:p. lIDl y lt92. 
100. Elsb.:dio d:! las le,es FeBale3 s:ixe lrl11inisl:nri. F.is:al, p. 509, Blit. ~ 

d:! la OOcira ~ d:!l. -· M;Xfu), lB99. 
109. 'n:ata:b d:! Eirarms Rl:>li<m, p. 883, T. Ir., 43. El:l., Etlit. Plus llltta, B.En:s Al.res 

1969. 
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En relación a los créditos determinados por el Estado -

a través de sus organismos, se dividen en: Contribuciones, -

aprovechamientos, productos y accesorios de éstos. 

En consecuencia, las contribuciones se dividen en: Im-­

puestos, aportaciones de seguridad social y derechos, de ªº.!!. 
formidad con lo previsto en el numeral 2Q del Código Fiscal_ 

Federal. 

La doctrina ha definido a los impuestos de diversas ma­

neras, reflejando en muchas ocasiones el criterio de cada -­

uno de los Juristas, o de acuerdo con la corriente u orient.!_ 

ción política del Estado. Lo anterior, es palpable y queda -

comprobado con algunas transcripciones que efectuamos en --­

cuanto a definiciones del impuesto. 

David Ricardo, dice: "Los impuestos son una porción del 

producto de la tierra y de la mano de obra de un país, pues­

tos a disposición del gobierno; su pago proviene siempre, en 

último término, ya sea del capital o del ingreso del país. 1111º 
Guillermo Vocke, refiere: "El impuesto ha sido lo que -

es hoy, tanto en la antiguedad llamada clásica como en la no 

clásica, lo mismo en le Edad Media que en nuestros días: La_ 

contribución que el miembro de una comunidad tiene que pres-

110. ~ cE B::annía !blít:im y 'll::ihJtacién, p. 114, Blit. R:nb cE ClJJ.tlm B:xrémi. 
ca, · , 1973. -

• 



- 81 -

tar de un modo absoluto, por el mero hecho de pertenecer a -

ella para que ésta pueda conseguir sus fines. 11111 

R. Van Der Borght, afirma: 11 Impuestos son las exaccio-­

nes que sin prestaciones recíprocas determinadas se efectúan 

de un modo coercitivo en los haberes de las entidades econó­

micas privadas, y que están destinadas a la realización de -

las finalidades colectivas. Ideológicamente se distinguen de 

un modo muy preciso con respecto de las tasas, porque éstas, 

en oposición a los impuestos, la entidad pública ofrece de-­

terminadas prestaciones a cambio de la exacción. 111 1 2 

Fernando sáinz de eujanda, explica: ºEntendemos que só­

lo puede formularse un concepto adecuado del impuesto exami­

nando previamente su naturaleza jurídica. Existe una polémi­

ca doctrinal muy viva sobre el carácter directo o indirecto 

que debe atribuirse a esta exacción. Las dificultades que -­

esta cuestión ofrece se acrecientan al considerar que la do~ 

trina discrepa incluso sobre cuál puede ser el criterio dif~ 

renciador entre ambas clases de impuestos. 11113 

Manuel de Juana, precisa: 11 El impuesto es l.a obliga-­

ción pecuniaria que pesa sobre las personas en su calidad de 

lll. E'!:ircipics ElnBrmtales <E f!>'.:ia'm, ¡p. 270 y m, T.I. , B:lit. Ia El;p3ii3. f.txB:ra, -
Md::id, e,lf. . 

ll2. f!>'.:ia'm Ell:llica, p. 7, T.I., 2a. Bl., E!lit. Lab:r, S.A., Jmt:ekm, 1929. 
113. El litpESto - Tintm, p. 2, Blit. RMsta cE Data:iD Pri\ab, Md::id, 1944. 
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integrantes de un Estado por tener bienes o rentas en el mi!_ 

mo, exigida legalmente según su capacidad contributiva en b!_ 

se a las normas fundamentales del país y a los principios de 

igualdad, generalidad y uniformidad, cuya recaudación debe -

destinarse a satisfacer las necesidades y servicios públicos 

indivisibles o el déficit de los divisibles. 11114 

Adolfo Carretero Pérez,manifiesta: "El impuesto se ha -

definido comunmente como una prestación pecuniaria, exigible 

unilateralmente por la Administración, en virtud de su pote!, 

tad de imperium con el fin de obtener un ingreso establecido 

por la ley. ,,llS 

Guillermo Ahumada, afirma: "Podemos definir el impuesto 

diciendo que es una cuota parte en dinero, .recaba.do por el Esta­

do de los particulares, compulsivamente y de acuerdo a re-~ 

glas fijas, para financiar servicios de interés general de -
carácter indivisible. ,,llG 

Benedicto Caplán, expone: "El impuesto es, pues, la --­

prestación que el Estado exige a los contribuyentes para sa­

tisfacer las necesidades colectivas públicas y sociales de -

carácter indivisible. 11117 

De acuerdo con el análisis en el marco del presente tr!_ 

bajo, estamos en posibilidad de considerar que el impuesto,-

114. o. J\Em, MnEI.. cb. cit. p. 295. 
llS. l2!te:tD Fmn:iao, p. Jífl, Blit. Srltil.J;n¡, S.A., Ml:ldd, ]968. 
:i.16. ltunrll, a.ri.lleno. cb. cit. T.I. p., 233 
117. ~. ~- cb. cit. p. 114. 

• 
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son en sí, las contribuciones previstas y ordenadas en las -

leyes con carácter general y obligatorio para todas y cada -

una de las personas físicas y morales, para que en la medida 

de su capacidad económica contribuyan a los gastos públicos_ 

del Estado, mediante una prestación que puede ser en dinero, 

a bien, en especie. 

En nuestro país, los impuestos sólo pueden señalarse en 

una ley reconociendo fiel y cabalmente los principios de le­

galidad, proporcionalidad y equidad ordenado por el artículo 

31, fracción IV de nuestra carta magna la cual señala: 11 Son_ 

obligaciones de los mexicanos: 

IV.- contribuir para los gastos públicos, así de la Fe­

deración, como del Distrito Federal o del Estado y Municipio 

en que residan, de la manera proporcional y equitativa que -

dispongan las leyes 11
• 

Es importante aclarar que el numeral referido f ué ref O.E. 

mado el 20 de octubre de 1993 y publicado en el 11 Periódico -

Oficial 11 de la Federación el 25 del mismo mes y año, en vi­

gor el 18 de noviembre del año ya mencionado. 

Servando J. Garza, señala: 11 El Digesto se inicia con el 

siguiente pasaje de Ulpiano: Juri operam prius nosse oper­

tet, unde nomen juris descendat. Est autem a justitia appe­

llatum; nam, ut eleganter celsus definit, just est ars boni_ 

et aequi (conviene que el que haya de estudiar el Derecho C,2 

nazca primero de dónde proviene el vocablo "jus 11 (dere.cho) -

llámese así de justicia, porque, como elegantemente lo defi­

nió Celso, el Derecho es el arte de lo bueno y de lo equita­

tivo). 
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Este pasaje de ulpiano debe permanecer como epígrafe de 

la exposición sobre los principios cardinales de justicia en 

materia tributaria, porque el pensamiento del clásico, equi­

dad y justicia son vocablos de valor equivalente cuyo conte­

nido pertenece a la esencia misma del Derecho. 

Es tal la exigencia de lo justo en materia tributaria -

corno obligación del Poder Legislativo de subordinarse a los 

postulados de equidad y de justicia, que en nuestra Constit~ 

ción el principio se garantiza expresamente en tres precep-­

tos: artículo 2o., en el 13 y en la fracción IV del 31. 

Puesto que la proporcionalidad se sustenta en un conceE 

to de justicia, debemos concluir que coincide con el de equi 
dad. En el precepto constitucional encontramos la exigencia_ 

de justicia en materia tributaria acentuada mediante una ex­

presión pleonástica por su idéntico contenido conceptual. Es 

posible pensar que el lenguaje del legislador se justifica -

porque el principio de justicia se expresa en los impuestos_ 

indirectos mediante cuota progresiva que es también fórmula_ 

de equidad, pero manteniendo siempre, para análogas capacida­

des contributivas, idéntica cuota tributaria. 

Otra razón viene a corroborar lo expuesto: si estos co12 

ceptos (proporcionalidad y equidad) a los cuales debe ajus-­

tarse simultáneamente toda ley tributaria del Congreso (fra.2_ 

ción IV del artículo 31 constitucional) fueren contradicto-­

rios o excluyentes, ninguna ley podría ajustarse simultánea­

mente a ambos porque su adecuación a uno implicaría desajus­

te al otro; y la fracción constitucional liga los adjetivos_ 

mediante la conjunción copulativa. 11118 

lll • Ias Gmrtias ctratitu:iaa1'5 en el IRa:to 'll:ibJtario 1'toci<Ero, p. 65 y s;. , Bli.t. 
CllllU1A, T.G., S.A., 1'éciro, 1949. -
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Por lo que se refiere a las aportaciones de seguridad -

social, es incuestionable que su propia definición constitu­

ye un enorme problema, pues, en la doctrina existen diversos 

pareceres, criterios y opiniones respecto a éstas. Es impor­

tante señalar que algunos tratadistas ubican a las citadas -

aportaciones dentro de las contribuciones especiales. Sin e!!!. 

bargo, otros la encuadran dentro de la figura denominada --­

exacción parafiscal. 

En cuanto al primer criterio, Emilio Margain Manautou,_ 

refiere: 11 No podemos considerar las cuotas del Seguro Social 

como derecho, como inicialmente las estimó el legislador, -­

porque por lo que se paga, no se recibe de inmediato un ser­

vicio, sino solamente hasta que se llegue a coincidir en al­

guna de las situaciones en que conforme a la Ley del Seguro_ 

social existe o nace el derecho a las prestaciones. Tampoco_ 

es un impuesto, porque a cambio de lo que se paga se tiene _ 

el derecho a recibir los servicios correspondientes: en cam­

bio, los servicios públicos o administrativos los reciben, -

quienes no pagan el impuesto. Por ello se considera que las 

cuotas del Seguro Social son verdaderas contribuciones espe­

ciales por los servicios de previsión socia1. 11119 

Tocante a que si es una exacción parafiscal, Sergio --­

Francisco de la Garza, indica: Estas prestaciones no tienen 

el carácter de impuestos, derechos, ni contribuciones espe-­

ciales, en razón de que las cuotas del Seguro So~ial no im­

plican la realización de una obra públ_ica ni s_e trata de ce.!!. 

l19. Mn:g3ll1 Mlral.l!:al, Enilio. cb. cit. p. 1261. 
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tribuciones por gasto. Por el contrario, son obligaciones de 

Derecho Público instituidas por la ley en forma unilateral -

en favor de una institución descentralizada del Estado, para 

fines de seguridad social; por ello, tienen a nuestro modo -

de ver el aspecto de contribuciones para fiscales. 12º 
En nuestro país, las aportaciones de seguridad social -

están previstas en el precepto 2o. fracción II, del Código -

Fiscal de la Federación, que señala: 

11 Aportaciones de seguridad social son las contribucio-­

nes establecidas en la ley a cargo de personas que son susti 

tuídas por el Estado en el cumplimiento d~ obligaciones f ij~ 

das por.la ley en materia de seguridad social o a las perso­
nas que se beneficien en forma especial por servicios de se­

guridad social proporcionados por el mismo Estado. 11 

En consecuencia, la Ley de Ingresos de la Federación pa 

ra el ejercicio fiscal de 1993, publicada en el "Periódico -

Oficial" el 18 de diciembre de 1992, ordena en su disposi--­

ción primera fracción II, lo siguiente: 

11 En el ejercicio fiscal de 1993, la Federación percibi­

rá los ingresos provenientes de los conceptos y en las cant,! 

dades estimadas que a continuación se enumeran: 

I.- ••• 

II.- APORTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL: N$28,043.00 

120. °" la G3rza, 9'<gio Fi:a"cis::o. cb. cit. H'· 363 y 364. 
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1.- Aportaciones y abonos retenidos a trabajadores por_ 

patrones para el Fondo Nacional de la Vivienda para los Tra­

bajadores. 

2.- Cuotas para el Seguro Social a cargo de patrones y_ 

trabajadores. 

3.- Cuotas para el Instituto de Seguridad y Servicios _ 

sociales de los Trabajadores del Estado a cargo de los cita­

dos trabajadores. 

4.- Cuotas para el Instituto de seguridad Social para 

las Fuerzas Armadas Mexicanas a cargo de los militares. 

Nosotros consideramos que las aportaciones de seguridad 

social sí son contribuciones especiales, debido a que las -­

cuotas recaudadas son empleadas para satisfacer o cubrir un_ 

gasto público específico, es decir, son destinadas al res--­

guardo de la salud, por ser una garantía del gobernado, en -

el sentido que, todo individuo de la República tiene derecho 

a recibir, a través de la Secretaría de Salud asistencia mé­

dica gratuita. Sin embargo, dicha Dependencia resulta insufi 

ciente para proveer y prestar este servicio, la autoridad de 

la materia con enorme preocupación de que el ciudadano no -­

fuera a verse afectado, se diseñaron y creron organismos de~. 

centralizados como el (IMSS) Instituto Mexicano del Seguro _ 

Social e (ISSSTE) Instituto de Seguridad y Servicios Socia-­

les de los Trabajadores del Estado, a efecto de otorgar olg~ 

damente y con mayor eficiencia y calidad el servicio médico_ 

referido. 

Es dable e incuestionable reconocer que las cuotas re-­

caudadas por los organismos referidos con antelación, tienen 
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como finalidad recuperar parte del valor del servicio propo~ 

cionado, tendiente a optimizar y mejorar en mucho sistemáti­

ca y constantemente los servicios proporcionados. Concomita!!. 
temente, las cotizaciones tienen el carácter de fiscal con -

el propósito de hacer más fácil, sencillo y ágil su cobro y, 
consecuentemente no se vean afectados sus patrimonios e imp~ 

didos a realizar en forma oportuna, pronta, expedita y ejec.!:! 
tiva sus obligaciones correspondientes e inherentes. 

Lo anterior, tiene su base y soporte legal en los nume­

rales 267 y 268 de la Ley del Seguro Social en vigor, la --­

cual ordena: "El pago de las cuotas, los recargos y los cap.!, 
tales constitutivos tienen el carácter de fiscal". 

"Para efectos del artículo anterior, el Instituto tiene 

el carácter de organismo fiscal autonómo, con facultades pa­

ra determinar los créditos y las bases para su liquidación,_ 

así como para fijarlos en cantidad líquida, cobrarlos y per­

cibirlos de conformidad con la presente Ley y sus disposici~ 

nes reglamentarias". 

Podernos resumir que las aportaciones de seguridad so--­

cial, sí es una contribución especial. Nuestro Código Fiscal 

Federal en vigor las instituye como contribuciones sin preci 

sar ni aclarar que son especiales. Sin embargo a decir ver-­

dad, lo especial se desprende por lo previsto en el propio -
precepto. 

Asimismo, la contribución especial, es una prestación -
que los particulares pagan obligatoriamente al Estado, como_ 
aportación a los gastos que ocasionó la realización de una -
obra o la prestación de un servicio público de interés gene­

ral, que los beneficia o los benefició en far.roa específica. 

Por último, para concluir con las contribuciones señal~ 
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das en el Código Fiscal, nos ocuparemos de los derechos o t~ 

sas. A la figura tributaria denominada derechos, los autores 

españoles e italianos la llaman tasas, consistente en la --­

prestación de un servicio por la Administración activa, la -

cual afecta de modo particular al sujeto pasivo que solicita 

la prestación de un servicio de carácter individual, por cu­
yo motivo está obligado a retribuir dicho servicio en forma 

de tributo. 121 

En cuanto a los 11 derechos 11 Emilio Margain Manautou, di­

ce: 11 Los tratadistas están de acuerdo en que la figura jurí­

dica tributaria denominada tasa o taxa, llamada "derecho" en 

nuestra legislación fiscal federal (1), es lo más difícil de 

caracterizar, lo que no ha impedido que en nuestras escuelas 

superiores, salvo excepciones, se le trate superficialmente 

y los estudiantes la consideren como la más sencilla de ex­

plicar. A esta idea equívoca han contribuido elementos que -

por su experiencia en la materia, era de esperarse que, al -

tratarla, lo hicieran en forma exhaustiva y no elementalmen­

te, como ha ocurrido, máxime cuando nuestra legislación fis­

cal federal aún ignora la existencia de la Contribución Esp~ 

cial, lo que ha traído como consecuencia que se asimilen las 

prestaciones que reúnen las características de esta última -

figura o de un impuesto, con los derechos. 11 122 

Jacinto Faya Viesca, afirma: "Para Maurice ouverger, la 

121.'63se: Gianini Aa:hille D:rato, cb. cit. ¡;p. 50-51. y Gm:eta:o Eé:ez Mllfo, !!!!t= 
do F.inn::iao, p. 325, Blit. S3ntillan3, MJ:ldd, 1961. 

· 122. 11'It.Jili> Mnl.Jtal, BTiilio. cb. cit. p. 109. 
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tasa es el precio abonado por el usuario de un servicio pú-­

blico no industrial, en contrapartida a las prestaciones o 

ventajas que obtiene de éste. Para Trotabas la tasa sólo se_ 

da como contraprestación de servicios estrictamente obligat2 
rios. Fonrouge participa del pensamiento de Trotabas al con­

siderar a la tasa como una prestación pecuniaria que el Est~ 

do exige compulsivamente en virtud de una Ley, por la reali­

zación de una actividad que afecta especialmente al obliga-­
do • .,123 

Guillermo Ahumada, señala: Podríamos definir a la tasa_ 

diciendo que es un derecho que se percibe por el Estado, por 

servicios o prestaciones especiales o individualizables, de_ 

carácter jurídico-administrativo, organizados con fines ce-­

lectivos y que lo paga el usuario a su solicitud. 11124 

De conformidad con lo instituido por el artículo lo. de 
la Ley Federal de Derechos vigente, éstos, se pagarán por -­
los servicios que presta el Estado en sus funciones de poder 
público, por el uso o aprovechamiento de sus propios bienes. 

En los términos del artículo 2o., fracción IV, del Códi 
go Fiscal, los derechos son contribuciones estatuidas en la_ 
ley por servicios que presta el Estado en sus funciones de -

derecho público, así como por el uso o aprovechamiento de -­
sus bienes. 

De lo expuesto, se concluye que los derechos o tasas, -

123. El!;e v.i.es::a, J3cinto. cb. cit. p. ll3 
124. l'lutBll,OJ:ille:no.cb. cit. p. 226 
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son contribuciones previstas en las normas jurídicas que de­

ben los particulares en pago o retribución de un servicio -­

prestado por el Estado, así como, por el uso o aprovechamieE 

to de sus bienes. 

En lo que se refiere a los accesorios, podemos manifes­

tar que éstos dependen de las contribuciones fiscales y par­

ticipan de la naturaleza de las mismas, a manera de ejemplo_ 

citaremos: los recargos, las multas, los gastos de ejecución 

y la indemnización del 20% del valor del cheque en el supue~ 

to de que éste no haya sido pagado por las instituciones ba~ 

carias. 

Es dable convenir que en los términos de la fracción I_ 

del artículo 117 del Código Fiscal, el recurso de revocación 

procede contra resoluciones definitivas, que determinen cré­

ditos fiscales en impuestos, aportaciones de seguridad so--­

cial, derechos, recargos, multas, gastos de ejecución y la -

indemnización del 20% a que se refiere el penúltimo párrafo_ 

del artículo 21 del propio código. 

En consecuencia, el numeral citado en el párrafo prece­

dente, señala en su fracción II, otro supuesto de proceden-­

cía del recurso de revocación, que se interpone cuando se -­

niega en forma definitiva la devolución de cantidades paga--. 

das indebidamente. 

El contribuyente o sujeto pasivo de la relación Jurídi­

ca-tributaria tiene el derecho de exigir el reintegro de las 
sumas cubiertas en exceso o indebidamente, por los distintos 
conceptos que constituyen la fuente generadora de los ingre­
sos públicos, lo que implica la obligación de la autoridad -

fiscal a devolver las que resulten procedentes. 
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Se configura el pago indebido cuando el particular ent~ 

ra una cantidad que no adeuda, o bien, mayor de la debida, -

esto supone le existencia de un error, el cual significa el_ 

falso concepto de la realidad. El error en que incurre puede 

ser de hecho o de derecho. El primero, tiene su origen en si 
tuaciones que hacen creer al gobernado deudor de un crédito_ 

fiscal. El segundo, deriva de una equivocada interpretación_ 

normativa, al suponerse sujeto pasivo de una relación jurtdi 

ca-tributaria inexistente. 

También procede la devolución en los siguientes supues­

tos; por: 

a) Retenciones en exceso.- Procede cuando los particul!t 
res obligados a retener un impuesto (como el impuesto sobre_ 

la renta) no lo hacen en proporción mayor a la debida, como_ 

en el caso de la retención de impuestos sobre ingresos por 
salarios que efectúa el patrón a sus trabajadores; 

b) Duplicidad de pago.- Este error consiste en el pago_ 

duplicado del importe del mismo impuesto; 

c) Errores Aritméticos.- Es consecuencia de la equivoc!!_ 

ción en que se incurre en una operación aritmética, por eje.m 

plo cuando se formula y presenta una declaración de ingresos 
gravados por la ley impositiva; 

d) Deducciones no consideradas.- Se concreta cuando se_ 
omite algún concepto deducible en la manifestación respecti­
va, ya sea por desconocimiento de la ley o por error del con 
tribuyente; 
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e) Acumulación en exceso.- Se configura cuando el con-­

tribu~·ente incluye mayores ingresos a los reales J 

f) Liberación de un crédito por resolución administrat,! 

va.- Cuando por medio del recurso de revocación, la autori-­

dad que lo resuelve decide que el contribuyente tiene dere-­

cho a la devolución del crédito previamente pagado; 

g) Exención total del impuesto,- El contribuyente tiene 

derecho a exigir se le devuelva el importe de un impuesto, -

cuando por disposición legal esté exento del mismo, pero --­
que, por error o desconocimiento de la ley lo haya cubierto; 

y 

h) Remanentes no compensados.- Cantidades derivadas de_ 

los distintos conceptos de ingresos que aún quedan a favor _ 

del contribuyente, efectuada una o más compensaciones, que_ 

por imposibilidad práctica o por algún otro motivo no se pu~ 

dan recuperar vía compensación, se opta por la devolución de 

las mismas. 

De conformidad con lo previsto por el numeral 22 del C§. 
digo Fiscal de la Federación vigente, para que opere la dev_e 

lución debe cumplirse con lo siguiente: 

1.- Que medie solicitud del gobernado afectado y por el 

re.tenedor en beneficio de aquél; 

2.- Opera de oficio o a petición de parte; 

3.- La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, resol­

verá mediante acuerdo lo que proceda; 
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4.- La devolución deberá efectuarse dentro de los cua-­

tro meses siguientes, contados a partir de la fecha en que_ 

se presentó la solicitud ante la autoridad fiscal competen-­

te, con todos los datos, informes y documentos señalados en_ 

la forma oficial respectiva; 

5.- En el supuesto de que no se efectúe la devolución 

dentro del plazo fijado en el párrafo que antecede, el fisco 

deberá pagar intereses conforme a una tasa que será igual a_ 

la prevista para los recargos en los términos del artículo -

21 del Código Fiscal, éstos no excederán del 250% de la can­

tidad de que se trate, excluyendo los propios intereses com­

putados desde que venció el plazo, hasta la fecha en que se_ 

realice la devolución; 

6.- En caso de que la devolución se haga en cumplimien­

to de una resolución firme, también tendrá derecho al pago _ 

de recargos en los términos expuestos en el párrafo preceden 

te; y 

7.- Que el derecho para reclamar la devolución no haya_ 
prescrito. 

Cabe apuntar que el recurso administrativo de revoca--­

ción, procede contra un acto de autoridad, incluyendo la ne- · 

gativa ficta, que niegue la devolución de lo pagado indebid.!, 

m•!mte. 

En este orden de ideas y con vista en el instrumento l.!, 

gal de que se trata, en la fracción III, del precepto 117, _ 
se instituye el último supuesto de procedencia del recurso _ 

de revocación, que se promueve contra las resoluciones defi-
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nitivas dictadas por las autoridades aduaneras, cuya exposi­
ción será breve destacando sus principales características. 

Así, los contribuyentes promueven el recurso administr~ 
tibo de revocación, contra resoluciones que determinen crédl:. 
tos fiscales a su cargo, por concepto de los Impuestos Gene­
rales de Importación y Exportación, derechos, devolución de_ 

cantidades pagadas indebidamente y accesorios respectivos, -

generados por las figuras jurídicas que constituyen la fuen­
te de los ingresos públicos, cuya Ley Aduanera se expidió el 
28 de diciembre de 1981, publicada en el "Diario Oficialº de 

la Federación el 30 del mismo mes y año, en vigor a partir -
del lo. de julio de 1982, publicado en el "Diario Oficial 11 

-

de la Federación el día siguiente de su expedición y vigente 
a partir del lo. de julio de 1982. 

Finalmente, además de los supuestos de procedencia reg~ 
lados por el numeral 117 referido, también se puede interpo­
ner en los siguientes casos; cuando: 

a) La autoridad que determinó el crédito fiscal no sea_ 
la competente para hacerlo: 

b) Exista desvío de poder al imponerse una sanción; 

e) La resolución no esté debidamente fundada ni motiva-
da; 

d) No se cumpla con el principio de legalidad; y 

e) Haya prescrito el crédito fiscal, o bien, cuando se_ 
hayan extinguido las facultades de la autoridad fiscal para_ 
determinar el crédito fiscal, esto es, caducidad. 
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D) Improcedencia del recurso. 

El sujeto activo o la autoridad fiscal competente para_ 

resolver el recurso administrativo de revocación, examinará_ 

si existe alguna de las causas por las cuales sea improcede!!. 

te dicho recurso. Si este es el caso, la referida autoridad_ 

dictará resolución fundada y motivada mencionando el supues­

to por el cual se desecha la promoción. 

Las causales de improcedencia, pueden ser, cuando: 

1) No se interponga este recurso en contra de alguna de 

las resoluciones establecidas en el numeral 117 del Código -

Fiscal de la Federación, es decir.- El afectado por una reso 

lución fiscal antes.de interponer su promoción, debe anali-­

zar cuidadosamente cada uno de los supuestos de procedencia_ 

estatuidos en el precepto 117 del mencionado Código, puesto_ 

que si la violación del derecho o interés jurídico del recu­

rrente no encuadra en dichos supuestos, el recurso es impro­

cedente. 

2) Se haga valer contra actas administrativos que no h~ 

yan sido dictados en materia fiscal federal, esto es.- si un 

gobernado impugna una resolución dictada en otra materia, es 

improcedente su interposición, toda vez que existen órganos_ 

facultados distintos de los ficales para resolver las contr_2 

versias. 

3) La resolución no afecte el interés jurídico del adm! 
nistrado, consecuentemente.- Para que una resolución sea com 

batida por medio del recurso administrativo de revocación, -
debe ésta afectar los intereses jurídicos del particular, ya 
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que el recurso de que se trata fué creado por la ley sólo P!t 
ra los contribuyentes vulnerados por una resolución fiscal. 

4) Se haga valer contra resoluciones que se hayan con­

sentido expresamente, en consecuencia.- Si el recurrente es­

tuvo conforme con el acto dictado por las autoridades f isca­
les al determinar un crédito fiscal, e~ improcedente atacar­

lo después, porque con su conducta el gobernado admitió la -

legalidad y oportunidad del mismo. 

5) Se haga valer contra resoluciones emitidas en recur­

sos administrativos.- Es improcedente el recurso en estudio, 

cuando el promovente lo interponga en contra de una resolu­

ción dictada en algún recurso fiscal, en razón de que la vía 

administrativa se agotó al hacer uso de ellos, en consecuen­
cia, la resolución debe ser impugnada en debate contencioso_ 

ante el Tribunal Fiscal de la Federación. 

6) El recurrente omita firmar el escrito de interposi­

ción del recurso.- De conformidad con el numeral 18 del cód.f. 

go Fiscal de la Federación: "Toda promoción que se presente_ 

ante las autoridades fiscales, deberá, estar firmada por el_ 
interesado o por quien esté legalmente autorizado pera ello, 

a menos que el promovente no sepa o no pueda firmar, caso en 

el que se imprimira su huella digital." 

La firma se compone del nombre y apellidos de la perso­
na y debe contar tambien con un conjunto de rasgos (rúbrica). 

Este es un requisito de válidez sin el cual el escrito del -
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gobernado no tiene eficacia ni formalidad jurídica,· por tal_ 

virtud el no cumplimiento de éste trae corno consecuencia que 

el documento carezca de autenticidad. Por ello, la autoridad 

fiscal estima que la falta de la subscripción tiene como -­

efecto la no presentación del recurso, pues ella solamente -
está obligada a resolver aquellos recursos que tengan firma. 

Sin embargo, la autoridad fiscal requerirá al promovente a -
fin de que en un plazo de 10 días cumpla can el requisito -­

omitido. 

7) se haga valer contra actos que sean conexos a otro -

que haya sido impugnado por medio de a~gún recurso o medio -

de defensa diferente.- se dice que un acto es conexo a otro, 

cuando entre ambos existe una intima relación, esto es, cua.!1 
do un acto accesorio es consecuencia necesaria del acto pri.!1 

cipal, verbi gratia: la determinación de recargos con motivo 
del pago extemporáneo de un crédito fiscal, los gastos de -­
ejecución originados por la diligencia de embargo y la multa 
proveniente de la comisión de una infracción. Por este moti­
vo, cuando se interponga el recurso de revocación en contra_ 

de recargos, multas, gastos de ejecución y la indemnización_ 
a que se refiere el penúltimo párrafo del artículo 21 del C.§ 
digo Fiscal de la Federación, es improcedente si el particu­
lar ya interpuso algún medio de defensa atacando la suerte. 
principal, pues los efectos de la resolución que recaiga a_ 
la impugnación de ese acto surtirán también respecto al acto 
accesorio o consecuente. 

8) se interponga el recurso extenporaneamente.- Cuando_ 
el contribuyente interpone el recurso de revocación fuera --
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del plazo de cuarenta y cinco días hábiles señalados en la -

ley, éSte se desecha por extemporáneo, pues, no cumplió con_ 

la obligación de presentar oportunamente y en forma legal su 

promoción. 



CAPITULO III. 

TRAMITACION DEL RECURSO DE REVOCACION. 

Por trámite, debemos entender cada uno de las diligen­

cias que exige la realización de un negocio o asunto, o bien, 

cada una de las etapas integrantes de un medio legal de de­

fensa hasta llegar a su conclusión. Desde el punto de vista_ 

procedimental, podemos decir que son los diversos pasos a B.!:, 

guir en el recurso de revocación, el cual se inicia con la -

interposición y concluye con la resolución dictada por la ª.!!. 
toridad fiscal. 

A) Presentación y admisión del recurso. 

Interposición por escrito. 

Al respecto, la doctrina señala como requisito esencial 

para la admisión del recurso, la presentación por escrito, -

lo que resulta congruente con lo dispuesto por los artículos 

16, fracción I, 122 y 123 del Código Fiscal de la Federación 

de tal suerte que no debe exigirse un rigorismo extremo en -

cuanto a formalidades o tecnisismos propios de algún medio -

legal de defensa hecho valer ante un tribunal, sino que de­

ben darse el máximo de facilidades para que el particular -

acuda a inconformarse ante la administración. En consecuen-' 

cia, dicha defensa se interpondrá a máquina o de punño y le­

tra del particular inconforme. 

El recurso de revocación deberá exhibirse por escrito,_ 

con la finalidad de que obre constancia de lo manifestado en 

el expediente administrativo correspondiente, esto es, que -

haya seguridad jurídica en favor del recurrente, lo que no se-
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ría posible en el .supuesto de interponerse tal recurso en -­

forma oral. 125 

Hemos de convenir que los recursos administrativos, han 

sido establecidos para otorgar a los administrados medios l,!! 

gales para facilitar la defensa de sus derechos, por esta r~ 
zón al examinar su procedencia, no deben ser tratados con un 

rigorismo que los convierta en trampas procesales, obstaculi 
zando la defensa de tales derechos. El criterio del legisla­

dor, no debe estimarse como la de crear un laberinto en el -

cual se extravíen los afectados por resoluciones dictadas -­

por la autoridad administrativa sino como medios para lograr, 

en un estado de derecho, la solución legal de los conflictos. 

Es así como la autoridad fiscal en su afán de facilitar 

al particular la interposición del recurso en estudio, pro-­

porciona la forma oficial autorizada HRRl, misma que deberá_ 

presentarse por quintuplicado ante la dependencia correspon­

diente. Dicha forma tiene trascendencia para facilitar al -­

contribuyente la interposición de esta instancia administra­
tiva, pues debe reunir todos los requisitos exigidos por el 
código Tributario. 

l. NOMBRE, DENOMINACION O RAZON SOCIAL. DOMICILIO FIS-­

CAL Y CLAVE DEL REGISTRO FEDERAL DE CONTRIBUYENTES. 

Nombre del recurrente.- Con relación al nombre, podemos 
manifestar que sirve para designar a las personas. 

125. Cfr. Mligrin MlraJl:oJ E!nilio, Cb. Cit., p. 188. 
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Al respecto, Rafael Rojina Villegas, indica: ••• 11 el nom­

bre-cumple una función de policía administrativa para la -­

identificación de las personas, y desde el punto de vista e!, 

vil constituye una base de diferenciación de los.sujetos pa­

ra poder referir a ellos consecuencias jurídicas determina­

das, ..... 126 

Efraín Moto Salazar, señala: 11 El nombre, es la denomin~ 

ción verbal o escrita de la persona, sirve para distinguirla 

de las demás que forman el grupo social, haciéndola, en cíe.E, 

to modo, inconfundible. 11127 

En los términos del precepto 58 del Código Civil para -

el Distrito Federal, y tratándose de personas físicas, esta­

blece que el acta de nacimiento contendrá el nombre y apell!, 

dos de éstas. 

Con vista en lo expuesto, cabe af~rmar que tratándose -

de personas físicas, el nombre es la palabra que sirve para_ 

distinguir a éstas de las demás en sus relaciones jurídicas_ 

y sociales, mismo que se integra con el nombre propio, ape­

llidos paterno y materno. 

Por lo que toca a la denominaci?n o razón social de las 

personas morales, es válido recurrir a la doctrina y legisl!!, 

ción correspondiente. 

La doctrina mexicana, refiriéndose al artículo 60., ---

l26. C!:l!¡:arlio de tl'!m:!D Civil, p. 196, T •. I, 12a. RI., Blit. Et:o:í:a, Ml>cic:o, 1976. 
127. E1atmt:cs <E tl'!m:!D, p. 136, 83.. RI., fl:lit., El:D:Ú'i, Ml>cic:o, 1963. 
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fracción III, de la Ley General de sociedades Mercantiles, -

apunta que toda sociedad deberá tener nombre propio. El cual 

se asienta en el documento constitutivo y puede ser de dos -

formas: 

Razón social. Es el nombre de la Sociedad en el que fi­

gura el nombre completo o sólo un apellido o más, propios de 

alguno o algunos de los socios. 

Denominación. Es el nombre de la sociedad en el cual no 

figuran apellidos de los socios, pues generalmente se hace -

referencia al objeto social, pero también puede formarse con 

expresiones de simple fantasía. 128 

Miguel Acosta Romero, deduce: " .•• la denominación o ººfil 
bre, es la palabra o conjunto de palabras que sirven para s~ 

ñalar y distinguir a la persona jurídica colectiva y para d.!, 

ferenciarla de las otras entidades similares, así como para_ 

ubicarla con precisión en el mundo social y del derecho, •• :129 

De lo dicho anteriormente es preciso concluir que, por_ 

nombre se entienden aquéllos vocablos utilizados para disti,!!. 

guir e identificar a una persona, sea ésta física o moral, -

de las demás en sus relaciones jurídicas y sociales, que en_ 

el ámbito tributario tienen el carácter ~e sujeto pasivo --~ 

frente a la Federación, Distrito Federal, Estados y Minici­

pios. 

Concepto de persona.- El término npersona 11 deriva del -

328. Cfr. Paúl C1'!:"3l11:es l'h.na:la. cem:to ~ ¡p. 44-45, 23. re .. Blit. linero, ~ 
xicD, 1978. 

l.29. 'lln:Ía Qre:al c:El i:a:e:tD ldtúnist:Iat:iw, p. 44, :a. Etl., Blit. Rnúa, Ml>cim,1983. 
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latín per, equivalente a excelencia, y de sonus, sonido. La_ 
palabra de que se trata significó antigüamente que la perso­

na hace mucho ruido en el grupo social. Además, en la época_ 
romana, con la expresión persona, se designo la máscara usa­
da en escena por los actores romanos para darle amplitud a -

su voz, per-sonare. Se ha empleado en sentido figurado para_ 
manifestar el papel que representa la persona en la sociedad. 

La significación del vocablo mencionado en el párrafo -
precedente, ha variado conforme al tecnicismo legal, toda -­

vez que la persona constituye un concepto jurídico fundamen­
tal, por cuya razón se sostiene que: es todo ente capaz de -

derechos y obligaciones. 13º 
En este sentido se expresa la doctrina, al indicar que_ 

la palabra persona considerada desde el punto de vista jurí­

dico, se refiere al ente que tiene funciones jurídicas, cua­

lidades en derecho y capacidad. 131 

Miguel Villero Toranzo, define a la persona natural, C,2 

mo: 11 
••• todo ser racional capaz de una conducta libre. Y, -­

agrega que la persona jurídica, es todo ser naturalmente ca­

paz de derechos y obligaciones. Mientras que, tratándose de 

la personalidad jurídica, es la capacidad de una persona ju­

rídica, reconocida por el derecho, para ser sujeto de impug-
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nación de las consecuencias del sistema narmativo, .... 11132 

La persona física es el ente biológico humano, cuya ca­
pacidad de goce se traduce en la aptitud de ser titular de -
derechos y obligaciones. No así la de ejercicio, que implica 
ejercer por si sus derechos y obligaciones, misma que c~nsti 
tuya en su doble significación un atributo de ésta. Así co-­
mo, el nombre, domicilio, estado civil, patrimonio y nacion~ 
lidad. 133 

Lo anterior se corrobora con lo señalado en los numera­
les 22, 23, 646 y 647 del Código Civil para el Distrito Fed~ 
ral. 

En los términos de los preceptos 25 y 27 del ordenamie.!!. 
to referido en el párrafo precedente, son personas morales: 

a) La Nación, los Estados y Municipios. 

b) Las demás corporaciones de carácter público reconoc.!, 
das por la ley. 

e) Sociedades civiles o mercantiles. 

d) Sindicatos, asociaciones profesionales. 

e) Sociedades cooperativas y mutualistas, entre otras.· 

132. !JtXt:dlxlát al ESbrlio d!!l Dae:ln, p. 440, 2'. e:L t Blit. Rnfu, M;x:iro, 1974. 
133. \Gie l'iiiiíií fbíiiO Miíjiil, q;. Cit.. ¡:p. 39-40. 
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Los entes colectivos obran y se ~bligan por medio de -­

sus propios órganos representativos, ya sea por disposición_ 
legal o conforme lo señalen las escrituras constitutivas y -

sus estatutos. 

cabe manifestar que el sujeto pasivo de la relación ju­

ríca tributaria, ya se trate de personas físicas o bien mor~ 

les, tienen derechos y obligaciones frente al sujeto activo_ 
de dicha relación. 

Domicilio fiscal.- El término domicilio deriva de las -
voces latinas domus y colo, en razón de que domuns colere -­
significa habitar una casa. Así también, se ha considerado_ 

como el lugar o punto geográfico (ubicación, calle y número) 
donde reside una persona para ejercer sus derechos y cumplir 
con sus obligaciones, por lo que es dable afirmar que constá_ 
tuye un atributo de ésta. 134 

El Código Civil para el Distrito Federal, señala en el_ 
artículo 29 que el domicilio de la persona física, lo const!, 
tuye el sitio donde se establece con el propósito de perma-­
necer en el mismo. A falta de éste, el punto territorial d6.!!. 
de tiene el principal asiento de sus negocios y, a falta de 
éstos, el lugar donde se halle. Además, dicho ordenamiento: 
prevee en el numeral 30, que el propósito de establecerse en 
un lugar se confirma cuando se reside por más de 6 meses en 
éste. Por útlimo, el domicilio legal de la persona, es el 1,1! 
gar donde la ley le fija su residencia, para el efecto de -­
ejercer sus derechos y cumplir con sus obligaciones, aunque_ 

134. Cfr. l'a:6ta R:na:o MigEJ., <h. Cit., p. 44. 
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de hecho no esté presente, según lo dispone el precepto 31 -

del Código que se comenta. 

Giuliani Fonrouge, opina: 11 
••• el domicilio fiscal es r~ 

levante para el cobro y determinación de los tributos .••• .135 

Hemos de convenir que el domicilio es uno de los atrib~ 

tos más importantes del sujeto pasivo, por las razones que -

se informan: 

a) Para gravar la totalidad de la renta o del capital,_ 

cualquiera que sea el lugar de origen o nacionalidad del su­

jeto. 

b) Establecer las contribuciones. 

e) Determinar ante qué oficina hacendaría el contribu­

yente debe cumplir con sus obligaciones de carácter fiscal. 

d) Fijar qué receptoría o administración fiscal puede -

intervenir parü determinar, percibir y cobrar los créditos -

fiscales. 

e) Finalmente, para efectuar notificaciones requerimie.!l 

tos de pago y otras diligencias. 136 

En los términos del artículo 10 de nuestro Código Hace.!l 

135. 135. Ch. Cit.' p. 4l3 
136. Cfr. F.la:es ?al.ela. !l::re;to, Cb. Cit.' p. 81. 
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dario, el domicilio de las personas físicas cuando éstas re~ 

lizan actividades empresariales, es el local en que se en­

cuentre el principal asiento de sus negocios. En el caso de_ 

prestar servicios independientes, el inmueble que utilicen -

como base fija para el desempeño de sus actividades. En los_ 

demás supuestos, el lugar en donde tengan el control admini~ 

trativo de sus operaciones. 

En lo que concierne a las personas morales, cuando las_ 

mismas sean residentes en el país, el local en donde se en­

cuentre el centro administrativo del negocio. Cuando se tra­

te de establecimientos propiedad de residentes en el extran­

jero, dicho establecimiento. En el caso de que sean varias -

sucursales, el lugar en donde se encuentre la administración 

principal de la negociación en el país, o en su defecto, el_ 

que designen. 

Cabe agregar que de conformidad con lo señalado por el_ 

penúltimo párrafo del númeral 19 del Código Fiscal, los par­

ticulares interesados o sus representantes podrán autorizar_ 

por escrito a personas que en su nombre reciban notificacio­

nes, exhiban promociones, ofrezcan y rindan pruebas relacio­

nadas con la empresa o negociación de que se trate. 

En el escrito de interposición del recurso, el recurren. 

te debe señalar el domicilio para recibir notificaciones; si 

omite dicho dato y no lo informa en un plazo de 10 días há­

biles, la promoción se tendrá por no presentada. 

Clave del registro federal de contribuyentes.- Es un -

instrumento de control de la administración tributaria. La -
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clave, es un medio de identificación de las person_as físicas 

y morales que tienen la obligación de presentar declaracio-­

nes periódicas relativas a impuestos federales. 

De acuerdo con lo preceptuado por el artículo 18 frac-­

ción II del Código Fiscal, el contribuyente está obligado a_ 
citar su clave del registro federal en todos los documentos_ 
que exhiba ante las autoridades fiscales, para no incurrir -
en la infracción prevista en el numeral 79 fracción IV del -
ordenamiento en cuestión. 

2. Referir la autoridad ante la que se interpone el re­
curso.- La revocación deberá interponerse ante la misma aut~ 

ridad que dictó o ejecutó la resolución impugnada. Dicha au­
toridad analizará y determinará si es o no competente para -
resolver el recurso referido y, de estar en el primer supue~ 

to, ésta debe sujetarse a las formalidades que marca la ley, 
en virtud de que las mismas no deben actuar en forma arbitr~ 
ria ni caprichosa. De no resultar la autoridad receptora, la 

competente deberá remitir el medio de defensa en cita a la -

que conforme a derecho corresponda. 

3. El acto impugnado. Su resolución.- Se concreta con -

una decisión de la autoridad fiscal para determinar un crédl 

to que lesiona el interés jurídico del recurrente. 

4.- Los agravios que ocasiona el acto impugnado.- La p~ 
labra agravio denota la ofensa o perjuicio que se infiere a_ 
una persona en sus intereses o derechos. En otras palabras, 
constituye la lesión derivada de una resolución ilegal dict; 
da por el órgano administrativo o judicial •137 -

137. ~· Diciam:io c:E ll3:a:to rtsiti\o M:"<i.aro, are:lia Clzejit ~. p. 38, Ja. B:l., 
Blit. Cfuifñ íiiiilia, S.A. Mii<íiD, 1982. 
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Los agravios causados por una resolución administratí­

va t deberán especificarse mediante argumentos lógicos, preci 

sando la improcedencia del acto, esto es, la norma no aplic~ 

da o ejecutada erróneamente. 

El agravio se traduce en la vulneración de un derecho -

del gobernado, cometida por las autoridades hacendarias al -

no sujetarse a lo preceptuado en la ley, ya sea por no haber 

fundado ni motivado su actuación, o bien, por incompetencia_ 

de la autoridad emisora de la resolución. El agraviado, deb_!. 

rá precisar el precepto violado y explicar el concepto o ru­

bro ojeto de la infracción. 

s. Relación de hechos de la resolución impugnada.- La 

expresión de los hechos debe ser clara, sencilla y ordenada, 

para no motivar la duda de lo solicitado ante la autoridad -

fiscal. Esto es, indicar el número completo del oficio, fe­

cha de su emisión, así como el nombre de la autoridad emiso­

ra de la resolución combatida. 

6. Ofrecimiento de las pruebas por el contribuyente y_ 

la relación que guardan con cada uno de los hechos que se -

combaten.- Las pruebas que ofrece el promovente, tienen por_ 

objeta comprobar y demostrar la falsedad de los hechos y, en 

consecuencia, el fundamento indebido de la resolución contr_Q, 

vertida. Mediante éstas, se constata la procedencia de los -

argumentos- En caso de no ser posible acompañar las pruebas_ 

ofrecidas, el particular señalará el archivo o el lugar en -

que se encuentren para requerir su envío si resulta legalmen. 

te posible. 

7. Constancia de notificación del acto impugnado.- El_ 

promovente deberá señalar la fecha en que le fué notificada_ 
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legalmente la resolución impugnada, así como el nombre de la 

autoridad que la efectuó el número de los créditos. Cabe ha­

cer hincapié que, el numeral 134 fracción I del Código Fis-­

cal, establece en forma casuística la notificación de los a~ 

tos administrativos. 

Interposición por correo.- De conformidad con lo preví.§!_ 

to por el segundo párrafo del artículo 121 del ordenamiento_ 

legal citado, cuando el particular tenga su domicilio fuera_ 

de la población donde radica la autoridad que conoce del -­

asunto, podrá presentar el escrito de interposición del re-­

curso de revocación ante la oficina exactora más cercana a -

su domicilio, o bien, remitirlo a la autoridad administrati­

va quien haya dictado o ejecutado el acto, por correo certi­

ficado con acuse de recibo, a condición de ser enviado el d,2 

cumento en cita, desde el lugar donde resida el promovente,_ 

en un plazo de 45 días hábiles que se computará a parti·r del 

momento de ser depositada la promoción en la oficina de co-­

rreos. 

Concepto de plazo y término.- Respecto de la palabra --

11plazo11, encontramos gran confusión desde sus orígenes, toda 

vez que proviene del arcaico Plazdo, y éste de placitus, --­

abreviación de dies placitus, día (de plazo) aprobado por la 

autoridad. Se trata de una vieja expresión jurídica, su ori-. 

gen remoto está en placere, en su sentido primitivo: parecer 

bien, merecer la aprobación. Posteriormente, la voz de refe­

rencia en latín significó placitum, esto es, opinión o pre-­

cepto. 

El concepto 11 plazo 11
, se define como: Término o tiempo -

señalado para una cosa; vencimiento del término; cada parte_ 
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d·~ una cosa que se ha de pagar en dos o más veces. 

La expresión "termino" procede del latin terminus, cuyo 

significado es: mojón, coto, límites, frontera, fin, seña--­

lar, poner límite, limitar, determinar, fijar, terminar o 
acabar. Tiene múltiples acepciones, entre las más usuales -­

son las que se informan: 

- extremo, límite o último punto hasta donde llega o se 

extiende una cosa; 

- fin o último momento de la duración o existencia de -

una cosa; 

- límite o extremo de una cosa inmaterial; 

- línea divisoria entre dos Estados o provincias, mo---

jón; 

- objeto, finalidad, fin; 

- palabra, voz, expresión o vocablo; 

- tiempo determinado, hora, día, fecha, punto preciso -

de hacer algo. 

Algunos juristas consideran como sinónimos las palabras 
11 Plazo y Término". otros afirman que estos vocablos no tie-­

nen la misma significación. Desafortunadamente la mayoría de 

los autores sólo se limitan a señalar su opinión sin exponeE 

la razón por la cual deben considerarse como sinónimas, o en 
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su defecto, desentrañar el significado respectivo~38 

La palabra "plazo", se define corno el espacio de tiempo 

fijado para la ejecución de los actos procesales. Asimismo,_ 

se afirma que el plazo es el término o espacio de tiempo co11 

cedido a las partes para responder o probar lo expuesto y n~ 

gado en juicio, cuyo objeto es, según la ley, dar tiempo a -

las partes para asesorarse de abogados y responder a las de­

mandas planteadas, presentar testigos, instrumentos o cartas, 

apelar y cumplir lo que el juez mande. Durante este período, 

ninguna cosa nueva se puede hacer en el pleito, sino sólo -­

aquello por cuya razón fue dado, como examinar los testigos_ 

o reconocer cartas o privilegios presentados para la prueba. 

Por lo que se refiere al "Término", es el espacio de -­

tiempo concedido para hacer alguna cosa o evacuar algún acto 

jurídico. 

Con frecuencia, las voces "plazo y término 11 se confun-­

den, sin embargo, el primer concepto puede entenderse de dos 

maneras, ya como un espacio de tiempo dentro del cual ha de_ 

suceder alguna cosa, o bien, como un período que debe trans­

currir antes de producir efectos jurídicos. Asimismo, signi­

fica el lapso de tiempo concedido por la ley para realizar -

un acto procesalmente. En cambio el "término", se refiere a 

un determinado momento, es decir, un día cierto en el cual -

debe producirse algún efecto o realizarse un acontecimiento, 

pues, se entiende como la distancia que existe dentro del --

l.38. \éore: Diccim3do a:ít.iro EStinallgico <E la !a'lpl Ulst:el.lan3, ¡:p. 81&820, Elli.t.' 
Qe:i:s, M>lrid, 1967. Dia::ial3rio Id3:Jló:fe:o <E la lal;µl El;p3ii::Ua, p. 600. Elli.t. -
Gilly, !Btt:elaa, l!l63. 
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proceso entre un acto y otro. 139 

Actos no procesales.- Se dice que el "plazo o término,_ 

es el acontecimiento futuro de realización cierta del cual -

depende el cumplimiento o extinción de una obligación.
140 

oe conformidad con lo señalado por los preceptos 735 y_ 

736 de la Ley Federal del Trabajo, cuando la realización o -

práctica de algún acto procesal o el ejercicio de un dere--­

cho, no tengan fijado un término, éste será el de tres días_ 

hábiles, en este orden de ideas, los meses se regularán por_ 

el de 30 días naturales; los días hábiles a 24 horas natura­

les, contados de las 24 a las 24 horas, salvo disposición -­

contraria en esta ley. El artículo 738 del ordenamiento le-­

gal en cita, estatuye que, 11 Transcurridos los términos fija­

dos a las partes, se tendrá por perdido su derecho que debi_!! 

ron ejercitar, sin necesidad de acusar rebeldía". 

De acuerdo con lo preceptuado por el artículo 12 del C§. 
digo Fiscal, cuando los plazos sean fijados en días no cont~ 

rán los sábados, domingos ni las fechas que se informan: lo. 

de enero; 5 de febrero; 21 de marzo; lo. y 5 de mayo; lo. y_ 

16 de septiembre; 12 de octubre; 20 de noviembre; lo. de di­

ciembre cada 6 años, cuando corresponda la transmisión del -

poder ejecutivo federal, así como el 25 del mismo mes. Así-­

mismo, las vacaciones generales de las autoridades fiscales, 

139. ~: °" E>ina Rlfael, Cb. Cit •• ¡:p. "El-Yl7. ES::cide Jca:pín, Cb. Cit •• ¡:p. 1414--
1415, T. m. MXo Sila:zar Eó:afu, Cb. Cit., p. 40. RllJate; EliJml::>, Cb. Cit., ¡:p. -
601-759. 

140. caa:to °" las ~· GJtiéo:ez y G:nzález Em:sto, p. 655, ;>a. Ell •• Ellit. 0.­
jica. E\BJ!a, El:e •• 1'ácim, 1965. 
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excepto si éstas se otorgan en forma escalonada. 

El numeral 121 del ordenamiento aludido en el párrafo -

precedente, señala que, el escrito de interposición del re-­

curso deberá presentarse dentro de los 45 días siguientes a_ 

aquel en que haya surtido efectos la notificación. 

En conclusión, existe un amplio abanico de criterios 

acerca de la significación del "plazo y términoº. En sentido 

estricto, estas palabras poseen connotaciones distintas. En_ 

cuanto al primer concepto, nos sugiere la idea de amplitud _ 

en lo que se refiere al tiempo, es un lapso, espacio, inter­

valo, es decir un conjunto de días que debe tener un final._ 

En cambio, el "término", es un momento específico, un día -­

cierto. 

La prueba. 

Según la gramática el vocablo prueba, es la acción y -­

efecto de probar, la razón, argumento, instrumento, u otro -

medio con el cual se pretende demostrar una cosa. 

La doctrina, sostiene que probar es producir un estado_ 

de certidumbre en la mente de una o varias personas, respec­

to de la existencia o inexistencia de un hecho y de la verda·d 

o falsedad de una proposición. Así mismo, puede decirse que_ 

probar es evidenciar algo, logrando que nuestra mente perci­

ba con la misma claridad con que los ojos ven las cosas mat~ 

riales. Aún cuando los términos probar y demostrar son sinó­

nimos, con frecuencia se usa la palabra demostrar para refe­

rirse a la actitud que tiene como fin la falsedad o veraci--
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dad de una proposición. 141 

De lo citado en el párrafo precedente podemos inferir -

que: Probar es producir la certidumbre en la mente del juez, 

a efecto de convencerlo y en consecuencia no le quepa alguna 

duda respecto de la existencia o inexistencia de un hecho o_ 

de la verdad o falsedad de una afirmación. Es válido afirmar 

que, a las ciencias experimentales les corresponde el domi­

nio de la prueba de hechos; en tanto a las ciencias deducti­

vas les corresponde la demostración. 142 

Henry capitant, asienta; ºPrueva (preuvé)- Deprouver, -

Latín Probare. 

I. Demostración de la existencia de un hecho material o 

de un acto jur!dico, en las formas admitidas por la ley. 

II. Medio empleado para hacer la prueba, ejemplo: Prue­

ba preconstruída. 1114 3 

De conformidad con el numeral 115 del Código de Procedi 

mientes penales para el Distrito Federal: "En todos los ca­

sos de robo, el cuerpo del delito se justificará por algunos 

de los siguientes medios de prueba. 

141. Cfr. IJ:i.ao:b Rillaces, Dia::ia13l:io de D>cedn PJ:cx;e;al Civil, W· 657 y 658, lli. 
B:l.. B:lit. R:xtl'.B, c-fodm, 1979. 

142. Cfr. .l:l:g! a:re:tn fb:e:lla, . el Distrito ra:e-
ral, Qneltab an:rxdrl::l, , tesis cb:trim, • 268, 33.. B:l., fl:lit. 
MlnEl Etcri:B, S.A. Mioci.cx>, • 

143. \b:Bblo Jucidim, p. 451, t:a:b:x:ifu cmtellara di? k]li.les lb:acio G.l3glian::m, B:lit. 
°'P>l'm· B.em Ai.res, 1975. 
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r. Por la comprobación de los elementos materiales del_ 

delito. 

II. La confesión del indiciado, aún cuando se ignore 

quién es el dueño de la cosa materia del delito. 

III. Por la prueba de que el acusado ha tenido en su p~ 

der alguna cosa que, por sus circunstancias personales, no -

hubiera podido adquirir legítimamente, sino justifica su pr~ 

cedencia. 

IV. Por la prueba de preexistencia, propiedad y falta -

posterior de la cosa materia del delito; y; 

v. Por la prueba de que la persona ofendida se hallaba_ 

en la situación de poseer la cosa materia del delito, que -­

disfruta de buena opinión y que hizo alguna gestión judi~~­
o extrajudicial para recobrar la cosa robada. 

Estas pruebas serán preferidas en el orden numérico en_ 

que están colocadas, aceptándose las posteriores sólo ha fal 

ta de las anteriores.
144 

PRUEBAS. V!\LORIZACI01i DE LAS. - No es aplicable la doctri. 

trina formalista de la prueba en materia penal y el mismo ª!. 
tículo 124 de la ley Adjetiva del Distrito Federal, estable­

ce que para comprobación del cuerpo del delito, el juez goz~ 
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rá de la acción más amplia para emplear los medios de inves­

tigación que estime conducentes, según su criterio aunque no 

sean de los que define y detalla la ley siempre que esos me­

dios no estén reprobados por ésta, y no puede ser violatoria 

de garantías la apreciación que de las pruebas hace el juzg~ 

dar al ejercitar las facultades que le confieren las leyes,_ 

a menos que se pruebe que alteró los hechos, otorgando a los 

elementos de convicción valor distinto del que las leyes le_ 

concede o bien infringió los principios fundamentales de la_ 

lógica; lo que no sucede en nuestro derecho, ya que no exis­

te en el mismo el sistema de prueba tasada, el cual consiste 

en que la convicción del juez no se forme espontáneamente -­

por la apreciación de las pruebas aportadas al proceso, sino 

que su eficacia depende de la estimación que la ley hace pr~ 

sente de cada uno de los medios que integran el proceso pro­

batorio. En nuestro sistema la decisión del juez no está de­

terminada por reglas más o menos rígidas que lo obliguen a -

tener por cierto lo demostrado por pruebas determinadas, si­

no que es el del arbitrio judicial, sin que por ello no deba 

de crearse la necesidad imperiosa de que los jueces razonen_ 

y funden debidamente su convicción. 145 

PRUEBAS SOBRE LA RESPONSABILIDAD. NO INCURRE EN ERROR 

EL SENTENCIADOR, AL TOMAR EN CUENTA, RESPECTO A LA PRUEBA SQ 

BRE LA RESPONSABILIDAD PENAL DEL INCULPADO, ELEMENTOS QUE -­

SIRVIERON PARA COMPROBAR EL CUERPO DEL DELITO.- En efecto, -

145. Cfr. AT¡:aro Dim::to 5363-74.- Fl:arcis;:o lll.faB::¡ s.liras Díaz. 6 de Jtnio de 1975. u.. 
rúmidD de 4 =· Rn'1te - Ri"""' Sil.1.0. Smrerio Ju:licial. cE la Fl:!:El:acién';" 
7a. i:p:x:a. \Ohm'.n 78 2a. ¡:arte. Julio, 1975. la. S3la, p. 28. 
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las circunstancias de que determinados datos indiciarios si~ 

van para comprobar el cuerpo del delito, no priva indefecti­

blemente a esos mismos datos, de fuerza para tener por demo~ 

trada, a su vez, la responsabilidad penal del acusado, pues_ 

es mediante la apreciación conjunta de todos los elementos -

probatorios, como el juzgador debe llegar a la convicción -­

plena de que se ha comprobado, o no, aquella responsabili--­

dad.146 

En los términos del numeral 289 del Código de Procedi-­

mientos civiles para el Distrito Federal, "Son admisibles e~ 

mo medios de prueba áquellos elementos que puedan producir -

convicción en el ánimo del juzgador acerca de los hechos ªº.!l 
trovertidos o dudosos" . 147 

consideramos pertinente asentar qué medios de prueba r.!:. 

conoce la ley, pues, nuestro Código Fiscal es omiso a este -

respecto. Por esta razón, debemos aplicar supletoriamente el 

derecho Federal Común, en consecuencia, nos referimos al Có­

digo Federal de Procedimientos Civiles en su numeral 93 que­

señala: 

11 La ley reconoce como medios de prueba: 

I.- La Confeción; 

II.- Los documentos públicos¡ 

146. Cfr. 11r¡:am Oire::to '33(76. Mn.eJ. Sia:xa Cl:rté. th3nirnid.:l re =· !tr.Blte: llict:cr 
Mn.el. Etarm. Infane J§TI. '1l:i.bral CblEgia:b en 1-btecia ~ cEl. l'l:ine!o Ci.r.wi.to. 
p. 9. 

147. cDJi'P ce Pro:Blimimb:s Civiles, ¡:ma el llistrito EB:B:al., p. 76, 3?a. Bi., B:lit. EO 
rna, S.A. r¡;aa;, 1$6. -
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III.- Los documentos privados¡ 

IV.- Los dictámenes periciales; 

v.- El reconocimiento o inspección judicial; 

VI.- Los testigos; 

VII.- Las fotografías, escritos notas taquigráficas y,_ 

en general todos aquellos elementos aportados por los descu­

brimientos científicos; y 

VIII.- Las presunciones.'1 

Nuestro máximo Tribunal Judicial, ha emitido tesis al -

respecto: 

PRUEBA INDICIARIA.- La prueba indiciaria resulta de la_ 

apreciación en su conjunto de los elementos probatorios que_ 

aparezcan en el proceso, mismos que no deben ser analizados_ 

aisladamente, si no que, cada uno de los elementos de la --­

prueba constituyen un indicio, un indicador y de su armonía_ 

lógica, natural y concatenamiento legal, habrá de establece.E, 

se una verdad resultante que univoca e inequívocamente lleve 

a la verdad buscada. 148 

148. Cfr. F<r¡mo lli.re::tD 177/74. Gill:ert:o GJl:iá:rez l'<aj'n. 20 cE j.rrlo cE 1974. lll3niml.­

Q;¡i cE 4 ~. R:rmte: ltel. 11.ri.m'n y A. \€ese: 'lEsis cE ~ l'Ún. 233. -
l\frdire 1917-1965. 93;¡.n:h Eerte, p. 476. S3Tara!:io Ju:licial. <E Ja FB:Era::ién. 7a. -

EjJ:x:a. \bl. 66. 2a. ¡Bite. Juiio, 1974. A::irre!:a S3Ja, p. 46. 
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La Suprema corte de Justicia de la Nación, dictó la te­

sis que se informa: 

PRUEBAS.- Si bien es cierto que el Juez es soberano en_ 

cuanto a la apreciación de las pruebas, en todo lo que está_ 

sometido a su prudente arbitrio, sin embargo, la ley señala_ 

reglas a normas de las cuales no debe apartarse nunca, a fin 

de evitar errores y conseguir, en lo posible, que el crite-­

rio judicial no se extravíe y llegue hasta el abuso. El exá­

men de las pruebas debe ser hecho por el juzgador, no en ºº.!!. 
junto sino separadamente fijando el valor de cada una de --­

ellas, y lo contrario implica una flagrante violación a las_ 

leyes que regulan la prueba. 149 

En conclusión, podemos afirmar que las pruebas son los_ 

instrumentos u otros medios con que se pretende hacer paten­

te la verdad o falsedad de un hecho o de un acto jurídico. -

Cabe aclarar que la autoridad judicial, gozará de la acción_ 

más amplia para emplear los medios de investigación que estJ:. 

me conducentes, pues, es mediante la apreciación conjunta de 

todos los elementos probatorios corno el juzgador debe llegar 

a convicción plena de que se ha comprobado, o no aquella re~ 

ponsabilidad. 

En los términos del numeral 130 del Código Fiscal, tra­

tándose de los recursos administrativos, se admitirán toda -

clase de pruebas, excepto la testimonial y la confesión de -

149. Cfr. Q.únta cpx:a. '!lJro )O(, ¡:a;¡. 765, G.r7a O:::da Viu:a 00 s=a. = S3l.a ~ 
ce oo Juc:isp:u:Scia 1975. Qmta ¡:arte, p. 872, ~ oo la JuI:llp:uErcia -
"m..E:!PS, MRECI1CICN IE !AS" en este \01.ÚTB'l, 'Rsis 1947. 
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las autoridades mediante absolución de posiciones. En conse­

cuencia, las resoluciones de las autoridades fiscales se pr~ 

sumen legales, siempre y cuando el afectado no las niegue li 
sa y llanamente, pues en tal caso, la autoridad de referen-­

cia deberá probar los hechos que motiven sus determinaciones 

según lo dispuesto en el precepto 68 del citado ordenamien-­

to. 

En el procedimiento de impugnación, las pruebas deben -

pasar por tres periodos, tales como: ofrecimiento, admisión_ 

y desahogo. 

B) Ofrecimiento y admisión de las pruebas.- La Suprema_ 

Corte de Justicia de la Nación, ha dictado la tesis siguien­

te: 

PRUEBAS, OFRECIMIENTO DE LAS.- El artículo 291 del Cód.!_ 

go de Procedimientos Civiles del Estado de Durango ordena -­

que las pruebas deben ser ofrecidas relacionándolas con cada 

uno de los puntos controvertidos. Pero ninguna disposición -

del mismo ordenamiento legal establece la sanción de que la_ 

prueba deba ser rechazada cuando no ha sido relacionada con_ 

los puntos cuestionados. 15º 

El inconformado, al interponer el recurso de revocación, 

además de los requisitos señalados para la presentación del 

escrito, deberá ofrecer las pruebas que se proponga rendir._ 

150. Cfr • .Atpn:o !li.m:tD 4353/1971. Ehriq.e ce la= \lillanEva. Se¡X:ieTixe 21 ce 1972.­
s '-Otcs. Rnnte: Mini.stJ:o Mu::iaro !anírez \ézt:¡m. :Ja. sala. ?a. i:p:m, \01.. 45, 4a. 
¡:arte, p. 29. 
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Tratándose de la prueba pericial, deberá acompañar el cues-­

tionario que deben desahogar los testigos, el cual deberá e~ 

tar firmado por el particular. El dictamen pericial deberá -

ser suscrito por el perito responsable. Si el testimonial, 

el interrogatorio también debe ser firmado por el promovente 

y los propios testigos. 

Al respecto, el Tribunal Fiscal de la Federación ha erni 

tido tesis en este sentido: 

"PRUEBA.- QUIEN TIENE LA CARGA DE ESTA. Si la autoridad 

administrativa formula una liquidación de ingresos con apoyo 

en el resultado de una auditoría y el causante niega haber -

incurrido en dicha omisión, corresponde a la autoridad acre­

ditar con la exhibición del acta respectiva que si hubo tal_ 

omisión'.' 151 

Cabe apuntar que la carga de la prueba puede correspon­

der tanto a la autoridad fiscal como al particular, según -­

sea el caso. En consecuencia, es dable exponer la siguiente_ 

ejecutoria emitida por el Tribunal Fiscal de la Federación: 

"CARGA DE LA PRUEBA.- EL ACTOR DEBE PROBAR SU ACCION. 

De conformidad con el artículo 81 del Código Federal de Pro­

cedimientos Civiles, corresponde al actor probar los extre-~ 

mes de su acción y si manifiesta que los papeles de trabajo_ 

l.51. IStisifu Nin. 794/Tl. Je.El.ta B1 9'sifn re io re <i::ril re 1900, p:r IlB)<ria re 1 "°'" 
tts, a:nt:r:a 2.- Mgistmb Rrsltl? JcFé ffitcnio Q..únta:o IS:a:J:a.- S3::ret:ario: Lic. -
ffitcnio .Jalt13}li Zfuate. leJist:a <El 'll:ibnll. FiSOll re la Elm:a:iái. NO II, Nin. -
-U, Mn:=- Fb::i.l re 1900, p. 10.· 
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de una auditoría no reunieron las formalidades legales, deb~ 

rá e~hibir como prueba los citados papeles si en el acta -

consta que los originales le fueron entregados. 11152 

La doctrina señala: en todo caso, para que el ofreci­

miento sea eficaz, se requiere; 

l.- Que las pruebas a ofrecer sean pertinentes, esto -

es, deben referirse a los hechos controvertidos. 

2.- Que cada prueba documental se relacione, al hacer -

el ofrecimiento, con el punto controvertido que con ella se 

pretende probar. 

3.- La documental se ofrece acompañando al escrito res­

pectivo los documentos en que consista. Cuando la parte int~ 

resada no los tenga en su poder, debe dar a conocer el arch.!_ 

vo o el protocolo donde se encuentren y si son propios del -

que ofrece la prueba o de un tercero. 

4.- La pericial se ofrece manifestando los puntos o 

cuestiones sobre los que va a versar y designado un perito,_ 

así como su domicilio. 

5.- La confesión se ofrece presentando el pliego que -

152. !elisifn Nin. 841/19. lm.Elta al 9'siál de 14 de Q:tllxe de 1981, p:r umlmidD de 
7 =· M>:jistia:B Etl'Ente: Milgorita la1ell °""""· s.:retari.a: Lic. CJilla Ié¡:Ez ::­
~- IEvista del 'Jl::ihmJ. Fis:al. de la R>:Em::iál, p. 648, :?a. fPXB, l'ñ::> N, -
Nin. 22, Q:tllxe de 1981. 
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contenga las posiciones, pera la prueba será admisible, aún_ 

cuando no exhiba el pliego referido, si se pide la citación_ 

para la diligencia respectiva. Sin embargo, si concurriese -

el absolvente, no podrá ser declarado confeso más que de --­

aquellas posiciones que con anterioridad se hubieren formu-­

lado. 

6.- La inspección judicial requiere que se determinen -

los puntos sobre los que va a versar; y 

7.-No es necesario ofrecer como pruebas los documentos_ 

que se hubieren exhibido con anterioridad ni las constancias 

de autos. 153 

Cuando las pruebas documentales no obren en poder del -

promovente, a pesar de tratarse de documentos que legalmente 

se encuentren a su disposición, deberá indicar el archivo o_ 

lugar en donde se localicen e identificarlos con toda preci­

sión para que la autoridad fiscal requiera, su remisión. --­

Asimismo, a petición del recurrente la autoridad recabará -­

las pruebas que estén en el expediente en el cual se haya -­

originado el acto controvertido, siempre y cuando el intere­

sado no hubiere tenido oportunidad de obtenerlas. En cuanto_ 

a los que pueda tener a su disposición, basta con acompañar_ 

copia sellada de la solicitud de los mismos. Se entiende que 

el gobernado tiene a su disposición los documentos, cuando -

legalmente puede obtener copia autorizada de los originales_ 

o de las constancia de dichos documentos. 

153. Cfr. Cl:l. Cit. p. 582. 
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En el supuesto de que no se acompañen al escrito de in­

terposicipon del recurso las pruebas respectivas, se tendrán 

por no ofrecidas de acuerdo con lo estatuido por el numeral_ 

123 del Código Fiscal Federal. Al no adjuntarse alguno de -­

los demás documentos señalados por cada uno de las fraccio-­

nes de dicho precepto, la autoridad fiscal requerirá al par­

ticular para que en un plazo de cinco días los presente, --­

apercibiéndolo de deber cumplir con este requisito, pues, su 

omisión motivará la no interposición del recurso. 

Admisión de pruebas.- Este es el criterio de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, al emitir la tesis que se cg 
menta: 

PRUEBAS, ADMISION DE LAS.- como la admisión de las pru~ 

bas es una facultad que la ley deja exclusivamente al arbi-­

trio del juzgador, no puede considerarse violatoria de gara.n. 

tías, sino cuando se infringen las reglas que rigen la prue­

ba, o se hace una inexacta fijación de los hechos, entendiél!, 

dese que regula la prueba en tal caso las normas que rigen _ 

su recepción y no precisamente su apreciación, pues de lo -­

contrario se llegaría a la consecuencia de que en el amparo, 

las autoridades que de el conocieren, tuvieran que sustituí_!. 

se al juez común, para hacer uso del arbitrio que la ley le_ 

concede154 

154. Cfr. Jl!Fero IJim:::ID 1587/].970. J:xg> 'ltn:es ~ "' ~a. - Ml1 
ya a. IJ:a:µ:i. Juúo 22 a. 1972. r-ti;a:1a a. 3 ""'°""· 'ltsis qE ta asEnb3:b ¡:r:a::a:m= 
te: Jl!Fero dim:to S¡N. \el= MIDa o.a:hlq:e. 9'p:iarl:l:e 10 él? 1929. lh3rúnñd3:l a. 
5 \dl::S. Sa. ¡;p:xa, 'Jl:no lOOIII, p. Z/3. 
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La autoridad encargada de resolver la defensa en estu..­

dio deberá antes de admitir las pruebas ofrecidas, cercicr­

rarse que el gobernado haya cumplido con los requisitos si-­

guientes: 

lo. No deben ofrecerse la confesión y testimonio de las 

autoridades. 

2o. Las pruebas ofrecidas por el contribuyente, deberán 

ser idóneas para dilucidar cuestiones controvertidas. 

Jo. Estas deben relacionarse con cada uno de los hechos 

combatidos. 

4o. Las pruebas deben ser reconocidas por la ley; y 

So. Dichas pruebas no deberán ser contrarias a la moral 

y a las buenas costumbres. 

La autoridad administrativa, despúes de haber corrobor! 

do que las pruebas son idóneas, están relacionadas con los 

hechos combatidos y reúnen los demás requisitos ya referidos, 

acordará lo procedente sobre la admisión de las mismas. 

C) Desahogo de las pruebas.- A este respecto la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación ha dictado ejecutoria, como 

se informa: 

PRUEBAS, FACULTAD DEL JUZGADOR PARA EL DESAHOGO DE LAS.­

Si bien es cierto que los artículos 278 y 279 del Código de 

Procedimientos Civiles disponen que: 11 Para conocer la verdad 

sobre los puntos controvertidos, puede el juzgador valerse 
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de cualquier persona, sea parte o tercero y de cualquier co­

sa o documento ••• , 11 y que "Los Tribunales podrán decretar en 

todo tiempo, sea cual fuere la naturaleza del negocio, la -­

práctica o ampliación de cualquier diligencia probatoria, -­

siempre que sea conducente para el conocimiento de la ver--­

dad •.• 11
, también es cierto que la facultad que confieren al_ 

juzgador dichos preceptos es potestativa, pues, se utilizan_ 

los términos " puede 11 y 11 podrán 11
, esto es, depende del -­

criterio del juzgador de querer hacer uso de esa facultad -­

que la ley le confiere al respecto; queda a su criterio de-­

terminar si se desahoga o no determinada prueba; se trata, -

pues, de una mera facultad del juzgador, no de una obliga--­

ción, pues la carga de la prueba corresponde a las partes, -

en razón de lo preceptuado por el numeral 281 dei citado or­

denamiento procesal que previene: "El actor debe probar los_ 

hechos constitutivos de su acción y el reo los de sus excep­
ciones11 .155 

Es así como podemos afirmar que en este acto, el recu-­

rrente rinde los elementos probatorios admitidos dentro del_ 

recurso. El ordenamiento fiscal en cuestión no señala térmi­

no para el desahogo de las pruebas ofrecidas. En tal virtud, 

la autoridad competente para resolver este medio de defensa, 

tiene plena facultad para decidir el momento de su desahogo. 

Resolución del recurso. 

155. ""'9e: Ar¡:mo llim::to 3240/1973. Al.1.E!ro, SEall y Ia::rcio El:ciro R:bles. Julio 29 él> -
1974. 5 """5. lb:mte: Ministro J. Rné'n Ma:iJ:S 1/&935. :a. 53la. ?a. Ej:D::a, lbl._ 
fil' 4a. !l>rte, p. 55. 
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O) Valoración de las pruebas.- Una vez desahogadas las_ 
pruebas, la autoridad fiscal procede a analizar con todo de­
tenimiento los argumentas expuestos en relación con el acto_ 
controvertido, efectuando simultáneamente la valuación de dl:_ 
chas medios probatorios, con sujeción a los lineamientos que 

para tal efecto contemplan y fijan disposiciones legales. -­
Nuestra ley fiscal, no regula la valoración de las pruebas,_ 
por esta razón, se aplica en forma supletoria las reglas con 
tenidas en el libro Primero, Título IV, Capítulo !X, Numera­

les del 202 al 218 del Código Federal de Procedimientos Civi 
les. En los preceptos referidos, el valor otorgado a cada m~ 
dio de p~ueba, es como se informa: 

a) Documental pública.- Podemos afirmar que, los docu-­
mentos son áquellos cuya formalidad esta encomendada por la_ 

ley a los funcionarios competentes, revestidos de fé pública 

y los expedidos por autoridades en pleno ejercicio de sus -­
funciones, de acue~do con lo señalado por el numeral 129 se­

gundo párrafo del Código Federal de Procedimientos Civiles._ 
La calidad de públicos se demuestra por la existencia de se­
llos, firmas u otros signos exteriores y visibles, los cua-­

les dado el caso deben estar debidamente señalados por las -

leyes. 

Los documentos referidos, hacen prueba ~lena de los he­

chos afirmados legalmente por la autoridad de quién emanan,_ 

pero si éstos contienen declaraciones de verdad o manifesta­

ciones de hechos de particulares, dichos documentos sólo --­

prueban plenamente que ante la autoridad emitente se hicie-­
ron exposiciones, ~ero los elementos probatorios en cuestión 

no prueban la verdad de lo afirmado. 

~I 
' 1 
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En los términos de los preceptos 130 y So. del Código -

Fiscal Federal en concordancia con el artículo 202 del Códi­

go Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supleto­

ria. Las declaraciones de referencia, prueban plenamente co11 

tra quiénes las hicieron o asistieron al evento o acto donde 
fueron hechas y se proclamaron conforme a ellas, pero en el_ 

orden, pueden perder su valor si la autoridad administrativa 

declara su simulación. 

En razón de lo antes expuesto, podemos afirmar que cua11 
do no existe el original y duplicado de los libros de regis­

tro y si existiere estén rotas o borradas las hojas en las -

cualse se encontraba el acta, harán prueba plena las certifi 

caciones judiciales o notariales de las constancias de los -

libros parroquiales relativos a las actas del estado civil -

de las personas físicas, siempre y cuando se refieran a épo­

ca anterior al establecimiento del registro civil. Suponien­

do un caso en el cual, ésta prueba esté en contradicción con 

su contenido y con otras pruebas, su valor quedará a la li-­

bre apreciación de la autoridad. 

b) Documental privada.- Los documentos privados, tienen 

como característica fundamental el no ser expedidos por las_ 

autoridades. Los escritos de referencia, forman prueba de -­

los hechos mencionados en él, sólo cuando sean contrarios a 

los intereses de su autor y cuando la ley no disponga lo con 

trario. El documento proveniente de un tercero solo prueba _ 

en favor de la parte con la intención de beneficiarse con él 

y contra su colitigante, cuando éste no lo objeta, pues en -

caso contrario, la verdad de su contenido debe demostrarse -

por otras pruebas en consecuencia, se considera como autor -

del documento a aquél por cuya decisión propia ha sido form!!_ 
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do, elaborado y suscrito. 

Si la parte contra la cual se presenta un escrito priv!!_ 

do debidamente firmado y no lo objeta dentro del término de_ 

tres días y tampoco declara negando reconocer dicha suscrip­

ción, o bien, que esta no haya sido puesta por el mismo sino 

por un tercero, se tendrán por reconocidas las fechas y f ir­

mas. Sin embargo, la verdad de la fecha y suscripción debe_ 

demostrarse por prueba directa para tal objeto. Pero si, tan 

to la firma corno la fecha esta certificada por notario y por 

cualquier otro funcionario revestido de fé pública, tendrá -

el documento privado igual valor al documento público indub!, 

tado. 

Se considera autor de los libros de comercio, registros 

domésticos así como los demás documentos que no se acostrum­

bran suscribir, a aquél que los haya formado O por cuya cue.!!. 

ta se hicieran. Si la parte contra la cual se.proporie un do­

cumento de esa naturaleza, no objeta dentro del plazo de --­

tres días ser un autor ni declara reconocer como tal al ter­

cero indicado por quién lo presentó, se tendrá al autor por_ 

reconocido, pues en caso contrario, la verdad del hecho en -

el sentido de que este documento haya sido escrito por cuen­

ta de la persona indicada, debe demostrarse por prueba dir~~ 
ta, de acuerdo con los capítulos del título IV del Código F~ · 

deral de Procedimientos Civiles. 

Las copias, hacen fé de la existencia de los originales 

pero si en determinado momento se pone en eritredicho su exa.E_ 

titud, deberá ordenarse por la autoridad administrativa su -

cotejo. 
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Con vista en el numeral 208 del ordenamiento legal ref~ 

rido en el párrafo precedente, ºlos escritos privados hacen_ 

fé de su fecha, en cuanto ésta indique un hecho contrario a_ 

los intereses de su autor 11
• 

En consecuencia, señala el precepto 209 del propio ins­

trumento legal en cuestión en el sentido de que si un docu-­

mento privado contiene juntos uno o más hechos contrarios a_ 
los intereses de su autor, y uno o más favorables al mismo,_ 

la verdad de los primeros no puede aceptarse si brinda credi 

bilidad al propio tiempo, la verdad de los segundos. 

e) Pericial.- En este sentido se expresa la Suprema Ca~ 

te de Justicia de la Nación, al emitir la tesis que se come~ 

ta: 

PRUEBA PERICIAL, CONTENIDO DE LA.- Los dictámenes peri­
ciales constituyen una opinión de carácter eminentemente té~ 
nico, por lo cual su contenido debe ser independiente de los 

hechos que puedan contar las personas a travéz de los senti­
dos .156 

En conclusión, podemos afirmar que el valor de esta 

prueba quedará a la prudente apreciación de la autoridad fi~ 

cal. 

d) Inspección y/o reconociemiento.- El acto mediante el 

156. \(fe,. l'llpllD Dim::tD 261B/l973. v.íct:cr an:reco castro.- ap:ia¡ae 28 de 1973. 5 ...,_ 
tm. Elnnte: Ministro Fte1. Hlit:J:fn y A. Pl::ine:a sala. ~ E}:xx:a. \bl.. SI, 2a • .,-
E'ln:te, p. 48. . 
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cual, el juzgador o deterffiinador, por medio de sensopercepci~ 

nes, toma conocimiento directo de hechos invocados por las -

partes. Al solicitar esta prueba, misma que puede recaer so­

bre personas, cosas o lugares, se determinarán los puntos s2 

bre los que deba versar, y se practicará previa citación de_ 

las partes interesadas, o sus representantes, pueden concu-­

rrir al acto y hacer las observaciones correspondientes u -­

oportunas. Del reconocimiento se levantará el acta, misma -­

que deberá quedar firmada por quiénes concurran, hacentándo­

se los puntos que lo motivaron o provocaron, las observacio­

nes declaraciones de peritos y todo lo necesario a efecto de 

esclarecer la verdad. Esta hace prueba plena cuando se refi~ 

re a puntos específicos, los cuales, no requieren conocimie~ 

tos técnico profesionales. 

e) Testimonial.- Cuando el contribuyente esté imposibi­

litado o no pueda presentar un documento público o privado,_ 

por haberse extravíado o si dicho papel se destruyó, pueden_ 

acreditarse éstos hechos por medio de testigos, pero no para 

hacer fe del contenido de éstos, los cuales se probarán me-­

diante confesión de la contraparte y, en su defecto, por me­

dios probatorios idóneos para·demostrar directamente la exi.!!_ 

tencia de la obligación o de la excepción por probar con el_ 

escrito de que se trate, y que el acto o contrato se efectuó 

en el momento y lugar con ias formalidades exigidas por la -

ley para su debida validéz. 

En razón de lo señalado en el párrafo precedente y de -

conformidad con lo preceptuado por el numeral 214 del Código 

Federal de Procedimientos Civiles, el testimonio de los ter­

ceros no hará ninguna fe cuando se trate de demostrar: 
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PRIMERO.- El contrato o acto del cual debe hacer fe un_ 

documento público o privado. 

SEGUNDO.- La celebración, contenido o la fe de un acto_ 

o contrato que debe constar, por lo menos en escrito privado 

TERCERO.- La confesión de uno de los hechos indicados -

en los dos puntos anteriores. 

Asimismo, dispone el artículo y ordenamiento legal en _ 

comento, en relación a la prueba testimonial que, el valor _ 

de ésta quedará al prudente arbitrio de la autoridad, quién_ 

para apreciarla tendrá en consideración que: 

l. Los testigos convengan en lo esencial del acto que_ 

refieran, aún cuando difieran en los accidentes. 

2. Declaren haber oído pronunciar las palabras, precen­

ciado el acto, o visto el hecho material sobre el cual depo~ 

gan. 

3. Por su edad, capacidad o instrucción, tengan el cri­

terio necesario para juzgar el (referido) acto. 

4. Por su propiedad, independencia de su posición o 

por antecedentes personales, tengan completa imparcialidad. 

S. Por sí mismo conozcan los hechos sobre los que decl~ 

ren, y no por inducciones, así como, referencias de otras_ 
personas. 

6. La declaración sea lo suficientemente, clara, precisa, sin 
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dudas ni reticencias, sobre la substancia del hecho y sus __ 

circunstancias esenciales. 

7. No hayan sido obligados, por la fuerza o miedo, -
coaccionadas, ni impulsados por engaño, error o soborno. 

8. Den fundada razón de su dicho. 

En base a lo señalado en el cuerpo de este capítulo, es 
dable afirmar que, los testigos son personas físicas quienes 

aseveran hechos conocidos por medio de los sentidos. Esta -­
prueba, debe ofrecerse declarando el nombre y domicilio de _ 

aquéllos, que serán citados cuando la parte en cuyo favor -­
ofrezca su testimonio manifieste no poder hacer por si misma 
que se presente. Las personas citadas legalmente, cuya ªE __ _ 
titud sea negarse a comparecer sin causa justificada y los -

que habiendo comparecido se nieguen a declarar, serán apre-­
miados por la autoridad. 

Para el examen de los testigos, no presentaran interro­

gatorios escritos pues, las preguntas serán formuladas ver-­
bal y directamente por las partes, además, tendrán relación_ 

directa con los puntos controvertidos y no serán contrarias_ 
al derecho o a la moral, deberán estar concebidas o plantea_ 

das en términos claros y precisos, procurando evitar incluir 

en una sola más de un hecho. 

Hace prueba plena lo manifestado por un solo testigo, _ 

cuando las partes convienen expresamente en pasarlo por su _ 

dicho, teniendo como requisito indispensable para estos efe~ 

tos siempre que este no se encuentre en oposición a otras -­
pruebas, si éstas, obran en autos. En cualquier otro caso, _ 
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su valor ·q"úeaa·rá ·a1 la: prudente apreciaci'ón·' de :ia. aütOridaa: :..':.•: 

fiscal. En cuanto a las pruebas fotográficas, taquigráficas_ 

y .J:Jemá·s11a-pbrtaaas pOr· 1loS aes'cubi-imie.nto's· de :.:1a.:·ci~e·ncia::·que_ 

aa-rárf a :1a,-:-:ribre'·Val'Oráclón·,,:, a·sí ·c'oinO,;:: ap:reCi·aCiórl a.e:: rai. au.:..···-· 
torida(Fque ·res'u·elva el' recurso: """' ·: · .,, .. ,.,, ... 

·¡;.::. ,., '. r.:_·' 

:. 1 ~i: ipara'fel·-éfeéto cíe -qUe' -'co'nstituyB.n pruebar:plehá la"s-' 1fot.2 

grafías de personas, lugares, edificios, construccio'ries:¡":pfu..-· 

peles, documentos y objetos de cualquier especie deberán CO.!l 

tener la certificación correspondiente que acredite lo repr.!:_ 

sentado en éllas, el lugar, tiempo y circunstancias en que -

fueron tomadas. En cualquier otro caso o situación, su valor 

probatorio queda al prudente criterio de la autoridad fis­

cal. 

f) Presuncional.- La fama pública, viene a ser la noti­

cia común respecto de un hecho y no es propiamente un medio_ 

de prueba, sino más bien, un objeto de ella. La forma de 

proporcionar a la autoridad juzgadora el conocimiento de di­

cha noticia común es el testimonio, y éste, debe reunir las_ 

condiciones exigidas por la ley. El hecho conocido, del cual 

deriva la presunción legal o humana, debe ser probado por 

cualquiera de los medios admitidos. Al conocimiento de lo -

desconocido, se llega por inferencia inductiva o deductiva. 

En los términos del numeral 382 en concordancia con el_ 

383 del Código de Procedimie~tos Civiles para el Distrito F~ 

deral, no se admite prueba contra la presunción legal cuando 

la ley lo prohibe expresamente y si el efecto de la presun­

ción es anular un acto o negar una acción, salvo el supuesto 

caso en donde el ordenamiento legal haya reservado el dere­

cho de probar. Contra las demás presunciones señaladas lega!, 
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mente, así como, las humanas, es admisible la prueba. 

En conclusión consideramos que, tendrán pleno valor pr2 

b3torio las presunciones legales que no admiten prueba en -­

contrario. Las demás deberán tener el mismo valor, mientras_ 
no sean destruidas, el valor probatorio de las presunciones_ 

restantes quedan a la libre apreciación de la autoridad 

evaluadora. 
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CAPITULO IV. 

CONSECUENCIAS DE LA RESOLUCION. 

La autoridad facultada para resolver el recurso admini!_ 

trativo de revocación, después de haber examinado todos y C!!. 

da uno de los agravios hechos valer por el recurrente, reci­

bidos los informes solicitados; rendidas y valoradas las --­

pruebas, debe emitir su resolución para poner punto final al 

recurso planteado, en un plazo que no excederá de cuatro me­

ses contados a partir de la fecha de interposición del recuE_ 

so de referencia, conforme a lo instituido por el numeral --

131 del Código Fiscal Federal. Si el recurso no se resuelve_ 

en dicho plazo, es evidente que el silencio de la autoridad_ 

significa que se ha confirmado fictamente el acto impugnado, 

ante cuyo supuesto el interesado deberá acudir al Tribunal _ 

Fiscal de la Federación, para promover juicio de nulidad. -­

Por el contrario, si la autoridad resuelve en el plazo men-­

cionado, su dictamen puede darse en cuatro sentidos: Revoca­

ción, confirmación, modificación e improcedencia. 

A) Efectos de la revocación. 

En el recurso de que se trata, la resolución tiene como 

efecto, que: el acto controvertido, se retira del mundo jur!, 

dico y se dicta otra, con el fin de crear una nueva situa--­

ción jurídica para el gobernado, la cual es distinta a la r!:!, 

solución revocada, pues el recurrente demostró fehacienteme.!!. 

te en los agravios la ilegalidad de la decisión atacada dán­

dose de baja los créditos que dieron origen a la resolución_ 

referida, suspendiéndose de inmediato el procedimiento admi-
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nistrativo de ejecución y se dejan sin efecto los actos que 

motivaron a la resolución de referencia. 

En el supuesto de confirmarse la resolución impugnada, 

significa que el particular no probó debidamente la ilegali­

dad del acto administrativo impugnado; consecuentemente se -

continua con el procedimiento administrativo de ejecución. 

Si la resolución, se modifica es porque el recurrente -

probó en forma parcial la ilegalidad del acto controvertido. 

La improcedencia del recurso que nos ocupa se encuentra 

prevista en el artículo 124 del Código Fiscal de la Federa-­

ción, en los siguientes supuestos: 

11 Cuando se haga valer contra actos administrativos,que: 

I. No afecten el interés jurídico del recurrente. 

II. Sean resoluciones dictadas en recurso administrati­

vo o en cumplimiento de éstas o de sentencias. 

III. Hayan sido impugnadas ante el Tribunal Fiscal de 

la Federación. 

IV. se hayan consentido, entendiéndose por consentimien 

to el de aquellos contra los que no sepromovió el recurso en 

el plazo señalado al efecto. 

v. Sean conexos a otro que haya sido impugnado por me-­

dio de algun recurso o medio de defensa diferente. 
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VI. En caso de que no se amplíe el recurso administrat!, 
vo o si en la ampliación no se expresa agravio alguno, tra-­
tándose de lo previsto por la fracción II del artículo 129 -

de este Código. 

VII. Si son revocados los actos por la autoridad." 

Al emitir sus decisiones, la autoridad debe tomar en 

cuenta los requisitos de forma que a continuación se indican: 

1) Número de registro de la promoción con el cual se h~ 

ce valer el recurso. 

2) Nombre de la dependencia que resuelve. 

3) Clave de la dependencia. 

4) Número de expediente del contribuyente. 

5) Número de oficio. 

6) Asunto: Resumen del recurso de revocación. 

7) Fecha de la resolución. 

8) El nombre, denominación o razón social del recurren-

te. 

9) Nombre del representante legal, en su caso. 

10) Domicilio para recibir notificaciones. 

11) Localidad. 
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12) Antecedentes; lo constituye el escrito del interes~ 

do. 

13) Admisión del recurso. 

14) Considerandos. 

15) Puntos resolutivos. 

16) Cargo del funcionario; y 

17) Nombre del funcionario legalmente facultado para r~ 

solver. 

Elementos de trascendencia en la revocación. Anteceden­

tes: Es una narración y síntesis de los hechos que origina-­

ron la resolución combatida, esto es, dando una razón del -

por qué se interpuso el recurso de revocación, en cuyo cent.!:_ 

nido se específica cuales son los agravios ocasionados por -

la referida resolución, la autoridad emisora del acto comba­

tido, el número del crédito fijado, la cantidad amparada por 

éste y el concepto por el cual fué determinado el citado cr! 

di to. 

Admisión del recurso. Se expone el fundamento legal que 

faculta a la dependencia que conoce, admite y resuelve el r,!; 

curso en cita. Además, se expresa el hecho de que ya se tie­

nen por ofrecidas las constancias y desahogadas las pruebas. 

Considerandos. Es el análisis y las reflexiones lógico­

jurídicas de la autoridad para apoyar y determinar su dicta­

men en cuyo contenido se describen cada uno de los agravios_ 
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expresados por el recurrente y el valo·r de las pruebas rend.!, 

das para desvirtuar la resolución controvertida. Asimismo, -

comprende en forma breve, concreta y precisa, los argumentos 

de la autoridad para estimar que el particular tiene o no la 

razón. Al mismo tiempo, debe fundar y motivar dichos argumeE 

tos de carácter legal. 

Puntos resolutivos. Aquí, se declara la decisión de J.a 

autoridad. En igual forma, se denota la procedencia o impro­

cedencia del recurso; si son fundados o infundados los agra­

vios expresados por el recurrente. Así también, se precisa -

el sentido y alcance de la resolución para no dar lugar a i.!!. 

terpretaciones, por último, se ordenará se notifique la res2 

lución al contribuyente, o bien, a su representante legal. 

D) Notificación de la resolución. A este respecto, la doc­

trina infiere: Existe diferencia entre notificación, cita--­

ción y emplazamiento, agregando que, de estos tres conceptos 

jurídicos, el más importante es el referente a la notifica-­

ción, pues éste, constituye el género, y los otros dos solo_ 

son especie. 157 

Es así como hemos de convenir que la notificación, es -

la comunicación llevada a cabo por medios idóneos a la pers2 

na a quien se pretende hacerle saber fehacientemente sin lu­

gar a dudas una determinación producida por la aut6ridad ad­

ministrativa o jurisdiccional. 

157. ,_.,,,.,, Oxajii !l:re:'!ia ~. Cfx:licp cE Pro::Edirnimtx: R1rales µu;a el Distrito -
i:al, coraitaD y a::n:n:ch:b jucisp;uErcia. tesis cb:t:rim, p. 62, 43. B:l.' B:li.t. El:>­
núi, S.A. fJécico, 1987. 
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Citación: Es la determinación de la autoridad fiscal u_ 

órgano judicial, contenida en la misma notificación, ordena­

da a una de las partes o tercero para comparecer ante dicha_ 

autoridad, a una hora exacta de un determinado día, a fin de 

aclarar alguna situación de índole jurídico administrativa _ 

relacionada con su persona. 

Emplazamiento: Es la resolución emitida por la autori­

dad contenida en la notificación mediante la cual ordena a -

una de las partes comparecer ante esta autoridad, dentro de_ 

un plazo señalado expresamente para tal efecto. 

Requerimiento: Es el criterio resolutivo de la autori­

dad plasmado en el escrito, ordenando a una de las partes o_ 

a su representante legal, para que realice un acto o entre­

gue una cosa. 

De conformidad con lo señalado por los numerales 131, -

134, 135, 136, 139 y 140 del Código Fiscal Federal, la deci 

sión dictada por la autoridad administrativa se deberá noti­

ficar al gobernado en su caso, al representante legal. 

a) Personalmente: Las notificaciones personales, se 

harán en las oficinas de las autoridades fiscales, siempre·y 

cuando los interesados se presenten ante éstas. Asimismo, d~ 

be hacerse en el domicilio del recurrente en su casa habita­

ción, en el último domicilio señalado por el promovente para 

efectos del registro federal de contribuyentes, así como, en 

el domicilio indicado por el gobernado para oír y recibir n,sa 

tificaciones. En estos casos, la práctica nos dice que la r.!! 

solución emitida por la autoridad fiscal se enviará por me­

dio del mensajero, o bien, vía correo certificado con acuse_ 
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de recibo. En congruencia con lo anterior remítase a lo que_ 

establece el artículo 10 del Código Fiscal Federal. 

Cuando se trata de notificaciones efectuadas personal­

mente, y si al momento de practicar la referida diligencia -

no se encuentra el contribuyente directo o su representante_ 

legal, el notificador ejecutor procederá a dejar citatorio -

en el domicilio señalando una hora fija determinada del día_ 

hábil siguiente, para que esperen pero si estas personas no_ 

esperaren, se practicará la diligencia en cuestión con quien 

se encuentre en el domicilio o en su defecto con un vecino,_ 

lo anterior, de conformidad con los numerales 134 fracción I, 

136 y 137 del actual código Fiscal de la Federación. 

b) Por estrados. En congrurencia con lo ordenado por el 

artículo 134 fracción III, las notificaciones por estrados,_ 

se efectuan sólo en situaciones casuísticas siempre y cuando 

así lo señale la ley, en tal caso, el escrito cuyo contenido 

sea la resolución se fijará en los estrados de las oficinas_ 

hacendarias en espacios designados y disponibles expresamen­

te para ese fin, el documento de referencia permanecerá -

adherido por un período de cinco días teniéndose como fecha_ 

de notificación la del sexto día hábil siguiente a aquel en_ 

que se hubiere pegado la resolución. 

e) Por edictos. De acuerdo con lo señalado por la frac­

ción IV del precepto legal citado en el párrafo precedente,_ 

las notificaciones por edictos, se realiza~án unicamente -

cuando la persona a quien deba notificarse haya desaparecido, 

o bien, existan elementos de juicio suficientes que hagan s~ 

poner fundadamente su fallecimiento y no se conozca al repr~ 

sentante de la sucesión, se ignore el domicilio de éste o de 
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su representante legal, por no encontrarse en territorio na­

cional, las referidas notificaciones se efectuarán haciendo_ 

publicaciones, éstas, contendrán en el cuerpo del escrito un 

resumen de la resolución por notificar, las publicaciones de 

referencia deberán realizarse por tres días consecutivos en 

el ºDiario Oficial de la Federación 11 y en uno de los periód.!_ 

cos de mayor circulación en toda la República, teniéndose C.E, 

mo fecha de notificación para tal efecto, la de la última PJ:! 

blicación. 

La notificación de la resolución se practica para el -­

efecto de que, ésta, pueda ser recurrida vía juicio de nuli­

dad por el gobernado. En consecuencia, dicha resolución se -

hace del conocimiento de otras autoridades involucradas en -

esta defensa, para conocer la suerte del recurso de referen­

cia y puedan éllas actuar en la forma más conveniente; verb_i 

gratia, las copias de la resolución se envían a la autoridad 

emisora de la liquidación, así como, a las encargadas de 

efectuar el cobro del crédito determinado en cantidad líqui­

da y a otras dependencias cuya función puedan tener directa_ 

o indirectamente ingerencia en el asunto. 

D) Autoridades facultadas para resolver. 

La competencia de la Secretaría de Hacienda y crédito -

Público, para tramitar y resolver el recurso administrativo_ 

de revocación, interpuesto en contra de los actos dictados 

en materia fiscal federal, señalados en el Artículo 117 del_ 

código Fiscal de la Federación, está prevista en el Reglame.!!. 

to Interior vigente de la referida secretaría, en los termi­

nes siguientes: 
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Artículo 10.- "Compete al Procurador Fiscal de la Fede­

ración: 

Fracción XXI.- "Resolver los recursos administrativos 

en materia fiscal que sean de su competencia." 

Artículo 11. - 11 Compete al Tesorero de la Federación: 

Fracción XXIX.- Resolver los recursos administrativos -

en la materia de su competencia. 11 

Artículo 63, 

Fracción XXI.- 11 Tramitar y resolver los recursos admini~ 

trativos de su competencia, así como los recursos de revoca­

ción que se interpongan contra las resoluciones en materia -

de certificación de origen y los actos que apliquen cuotas _ 

compensatorias definitivas.º 

Artículo 64, 

Fracción v.- 11 Resolver los recursos administrativos he­

chos valer contra actos o resoluciones de ella misma, de las 

Administraciones Especiales de Recaudación o Auditoría Fis-­

cal, así como los recursos de revocación que interpongan los 

contribuyentes de su competencia contra las resoluciones en_ 

materia de certificación de origen y los actos que apliquen_ 

cuotas compensatorias definitivas.•• 

Articulo 80.- 11 Compete a la Dirección General de Norma­

tividad y Desarrollo Administrativo: 
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Fracción XVI.- Resolver los recursos administrativos en 

materia de obra pública, adquisiciones, arrendamientos y pre~ 

tación de servicios relacionados con bienes muebles, así co~ 

mo tramitar los que se interpongan contra las resoluciones -

que dicte la misma. 11 

Artículo 8B-Bis.- 11 Compete a la Unidad de Contraloría I.!!. 

terna: 

Fracción VI.- Resolver los recursos que interpongan los 

servidores públicos de la Secretaría o de las entidades del_ 

sector paraestatal coordinado por ella, respecto de las res2 

luciones que impongan sanciones administrativas, de conformi 
dad con las disposiciones aplicables." 

Artículo 111, 

Inciso c.- 11Compete a las Administraciones Locales Jurí­

dicas de Ingresos, ejercer las facultades siguientes: 

Fracci.ón v.- Resolver los recursos administrativos he--­

chos valer contra actos o resoluciones de ella misma, de las 

Administraciones Locales de Recaudación, de Auditoría Fiscal, 

de las Aduanas de su misma circunscripción territorial o de_ 

las unidades administrativas que de ellas dependan, así como 

los recursos de revocación que interpongan los contribuyen-­

tes de su competencia contra las resoluciones en materia de_ 

certificación de origen y los actos que apliquen cuotas com­

pensatorias definitivas. 11 

Artículo 125.- 11Serán competentes para tramitar y reso..! 

ver los recursos administrativos establecidos por las leyes_ 

fiscales: 
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I.- Tratándose de la revocación prevista en el Código_ 
Fiscal de la Federación: 

a).- La Administración General Jurídica de Ingresos, -­
cuando se controviertan resoluciones dictadas por ella misma 
o por cualquier unidad administrativa ad~crita a la Subsecr!. 

taria de Ingresos, o por las autoridades fiscales de las en­
tidades federativas en materia de ingresos coordinados, in-­

cluyendo los recursos a que se refieren los incisos b) y e)_ 
de esta fracción. 

b) .- La Administración de Recursos AdminiStrativos, -

cuando se impugnen resoluciones dictadas por las unidades ag_ 

ministrativas que dependan de las Direcciones Generales o de 
las Administraciones Generales adscritas a la Subsecretaría_ 
de Ingresos, por las Administraciones Locales, por las unid.s, 

des administrativas que dependan de éstas, las aduanas o por 

las autoridades fiscales de las entidades federativas en ma­

teria de ingresos coordi.nados. La Administración Especial J.!! 

rídica de Ingresos, será competente cuando se impugnen reso­

luciones dictadas por ella misma o por las Administraciones_ 

Especiales de Recaudación y de Auditoría Fiscal o por sus -­

unidades administrativas. 

c).- Las Administraciones Locales Jurídicas de Ingresos,. 

cuando se controviertan sus propias resoluciones, las dicta­

das por las Administraciones Locales de Auditoria Fiscal y -

las de Recaudación, o las dictadas por las unidades adminis­

trativas que de ellas dependan, o por las autoridades fisca­

les de las entidades federativas en materia de ingresos coo!:_ 

dinados, respecto a contribuyentes o personas domiciliadas -

en la circunscripción territorial de la Administración Local 
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Jurídica de Ingresos. También serán competentes dichas Admi­
nistraciones Locales Jurídicas de Ingresos, cuando se impug­
nen resoluciones de una autoridad aduanera cuya sede.se en-­
cuentre comprendida dentro de su circunscripción territorial. 

d) .- La Tesorería de la Federación, cuando se contro­

vieran resoluciones dictadas por las unidades administrati­
vas que la integran. 

e).- La Procuraduría Fiscal de la Federación, en las m~ 

terias de su respectiva competencia. 

f).- La Administración General Jurídica de Ingresos, en 

los demás casos de competencia de la Secretaría. 

Cuando se alegue que un acto administrativo impugnable_ 
mediante recurso de revocación, no fue notificado o que lo_ 

fue ilegalmente, será competente la unidad administrativa -­

que, conforme a los incisos anteriores, lo sea para conocer_ 
del recurso contra dicho acto." 

El propio precepto en su fracción IV señala: 

"Tratándose del recurso administrativo de revocación 

contra las resoluciones en materia de certificación de origen 

y de los actos que apliquen cuotas compensatorias definití-­

vas, las Administraciones General, Especial y Locales Jurídi 

cas de Ingresos." 
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CONCLUSIONES. 

PRIMERA. El Estado de Derecho presupone la división de_ 

poderes, al establecer funciones específicas a éstos, en -

cuanto a la creación de las leyes, promulgación y ejecución_ 

de las mismas, para resolver los conflictos de intereses en_ 

que el Estado interviene con la aplicación del derecho, que_ 

se manifiesta en mantener el orden jurídico y en la estabili 

dad de las situaciones jurídicas, cumpliéndose así con los -

fines del derecho: Justicia, seguridad y bien común. 

SEGUNDA. A efecto de concientizar, informar y prestar 

asistencia a los contribuyentes en el cumplimiento de sus 

obligaciones y derechos, es dable manifestar se aprovechen 

los medios de comunicación masiva, para hacer del conocimien 

to de los gobernados en forma clara, precisa y oportuna de 

los alcances de los recursos administrativos en defensa de 

sus derechos, dando a conocer las formas establecidas para 

hacer valer estos medios de defensa. 

TERCERA. El ejercicio del recurso administrativo de re­

vocación, cuyas formalidades de procedimiento señala el Có­

digo Fiscal de la Federación, no debe confundirse con el de­

recho de petición que establece el artículo Bo. de la Consti 

tución Federal toda vez que el primero no supone violación a 

la garantía prevista en dicho numeral. 

CUARTA. Es un acierto que la interposición del recurso_ 

administrativo de revocación sea de carácter optativo, pues_ 

el interesado puede elegir la vía a~ministrativa, o bien, -
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acudir al Tribunal Fiscal de la Federación. Esto en razón de 

que el particular no esté de acuerdo en que la autoridad que 

dictó o emitió el acto impugnado, sea la que resuelva la de­

fensa administrativa, por considerar que la resolución que -

pronuncie no resulte imparcial. 

QUINTA. Se propone que los recursos administrativos pr~ 

vistos en nuestro marco jurídico, se establezcan con cali­

dad de Jerárquicos, en razón de que al interponerse ante la_ 

autoridad que dictó o emitió el acto impugnado, ésta no raz2 

na los motivos de la inconformidarl, por considerar innecesa­

rio volver a examinar su propia resolución, incurriendo en_ 

parcialidad, puesto que se constituye en Juez y parte. Dicha 

propuesta es con el fin de lograr seguridad Jurídica para 

los g~bernados, pues éstos contarían con los instrumentos j~ 
rídicos adecuados, para poder impugnar las decisiones emiti­

das sin fundamento por la Administración Pública. 
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